1022-15 a).

INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, de la H. Cámara de Diputados, que introduce modificaciones a la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones.

_________________________________

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - - - - -





En sesión celebrada el 25 de Enero de 1994 se dió Cuenta del ingreso al Senado, de la iniciativa de ley en estudio, con urgencia calificada de "suma", en todos sus trámites constitucionales. 





En virtud de lo dispuesto por el artículo 27 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Honorable Senado dispone de 10 días para terminar la discusión y votación de este proyecto, contados a partir de la fecha de la sesión en que se dio cuenta de la urgencia. En consecuencia, el plazo constitucional vence el 28 de Enero de 1994.

- - - - - -





Se deja constancia que deben ser aprobados con los quórum exigidos por el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental, en el carácter de normas de quórum calificado, el siguiente: el numeral 5 que reemplaza el artículo 26 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.

- - - - - -





En cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en el inciso tercero de los artículos 27 y  36 del Reglamento del Senado, este proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

- - - - - -





A las sesiones en que esta Comisión se ocupó de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, los HH. Senadores señora Soto y señores Cantuarias, Fernández, Pérez Walker y Piñera, y el H. Diputado señor Longton.

- - - - - -





Durante el estudio de esta iniciativa vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Germán Molina; del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, don Roberto Pliscoff; y de los asesores señores Gregorio San Martín y Eduardo Báez.





Concurrieron también, especialmente invitadas para ser escuchadas por la Comisión, las siguientes instituciones o entidades interesadas en la materia, a que se refiere la iniciativa legal en estudio.





1.- Por la Compañía de Teléfonos de Chile S.A., el señor Presidente del Directorio, don Oscar Guillermo Garretón; el señor Presidente Ejecutivo y Gerente General de la misma empresa, don Germán Ramajo; la señora Gerente  de Relaciones Corporativas, doña  Anita Holuigue y doña Victoria Vásquez; el señor Gerente de Planificación Estratégica, don  Raimundo Beca y el señor Abogado de la Empresa, don Héctor Bórquez;





2.- Por la Compañía de Teléfonos de Chile Transmisiones Regionales (CTC Mundo), el señor Gerente General de la Empresa, don  Christian Nicolai y el señor Abogado, don Edmundo Crespo.





3.- Por la Compañía de Teléfonos de Chile Celular, el señor Presidente Ejecutivo, don Gerardo Marti y el señor Manuel Rengifo;





4.- Por la empresa TELECOM CELULAR S.A., el señor Gerente General, don Marco Antonio Muñoz Haag; el señor abogado, don Jorge Carey y el señor Gerente de Operaciones, don Darío Palma; 





5.- Por la empresa VTR TELECOMUNICACIONES S.A., el señor Gerente General don Mauricio Huidobro y el señor abogado, don Víctor Galilea;





6.- Por la empresa  VTR CELULAR, el señor Presidente  don Luis Felipe Lehuede y el señor Gerente General, don Sergio Cavagnaro Santa María;





7.- Por CIDCOM S.A., el señor Gerente General, don Gerson Echavarría y el señor Secretario General Ejecutivo, don Mario Raúl Domínguez;





8.- Por la Compañía Telefónica del Sur y Compañía de Teléfonos de Coyhaique, el señor Gerente General de la primera, don Jorge Bascur;





9.- Por la Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A., el señor Gerente General Subrogante,  don Antonio Bulnes y el señor Asesor Jurídico, don Rubén Carrasco; el señor Gerente Metropolitano, don Marcial Santelices; el señor asesor de Planificación Estrategia, don Juvenal Canobra y el señor asesor, don Oscar Cabello;





10.- Por el Complejo Manufacturero de Equipos Telefónicos S.A.C.I.; el señor Presidente del Directorio, don Rafael Barra y el señor Director de Operaciones y Fiscal, don Julio Yubero;





11.- Por la Asociación Chilena de Empresas de Tecnologías de Información A.G. ACTI A.G., el señor Presidente, don Osvaldo Schaerer y el señor Gerente General, don Fernando Hudson;





12.- Por las empresas CHILESAT Y TELEX S.A., el señor Presidente del Directorio, don Juan Eduardo Iba¤ez; el señor Director y Vicepresidente de Operaciones, don Alejandro Ulloa y el señor Director y Abogado Jefe, don Ramón Valdivieso;





13.- Por la Comisión de Telecomunicaciones, del Colegio de Ingenieros de Chile A.G., su Presidente señor Gustavo Arenas;





14.- Por la Universidad Técnica Federico Santa María, el señor Vicedecano de la Facultad de Ingeniería, don Sergio Olavarría, y





15.- Por la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, el señor Profesor del Departamento de Ingeniería Eléctrica, don José Ricardo Melo.

- - - - - -

ANTECEDENTES





Dentro de los aspectos más importantes de la tecnología moderna, por su influencia en lo económico y lo social, las telecomunicaciones ocupan un lugar prioritario en el mundo de hoy.





En nuestro país, la aplicación práctica de las telecomunicaciones ha motivado la preocupación permanente de sus Gobiernos en cada etapa del desarrollo de éstas, dada su proyección para el interés nacional.





En este contexto se inserta la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, de 1982.





Durante el actual período legislativo, el Ejecutivo ha enviado al Congreso Nacional cinco proyectos de ley que introducen modificaciones a la ley citada. 





El primero de ellos, es actualmente ley de la República -ley Nº 19.091, de 7.11.91- modifica el Título VII de dicha ley,  relativo a las Infracciones y Sanciones para quienes operen o exploten servicios o instalaciones de telecomunicaciones sin permiso de la autoridad correspondiente, como asimismo, a quienes maliciosamente interfieran, intercepten o interrumpan esos servicios.





El segundo, norma diversos aspectos de la radiodifusión sonora, crea la existencia de las radios de mínima cobertura, incorpora nuevas figuras legales y mejora el proceso administrativo y técnico de otorgamiento de las concesiones de radiodifusión, cuyo decreto de promulgación ya fue firmado por el Presidente de la República y sólo falta su publicación en el Diario Oficial.





El tercero, que se refiere al ámbito de la telefonía, del cual fuera desglosado el proyecto en estudio.





El cuarto, que prorroga la vigencia de las tarifas fijadas a las empresas de telecomunicaciones, que fuera rechazado por el Senado y retirado de la Convocatoria.





El quinto, que  constituye un desglose del denominado III, y que es objeto de este informe, conocido como Proyecto III-A y que  dice relación con la promoción de la competencia en los servicios de telecomunicaciones y la expansión del servicio público telefónico, especialmente en las áreas rurales y urbanas de bajos ingresos con deficiente densidad telefónica.





Además de los proyectos anteriormente mencionados, en forma oficial el señor Ministro del Ramo ha informado a esta Comisión que se encuentra en estudio un  proyecto que tendría por objeto crear la Superintendencia de Telecomunicaciones.





El proyecto de ley en comento, conocido como proyecto III-A, hace necesario efectuar una breve reseña histórica del desarrollo de dos empresas que, en los últimos 60 años, han prestado tanto servicios de telefonía local como de larga distancia nacional e internacional en Chile.





En 1930 se dictó la ley Nº 4.791, mediante la cual se autorizó a la empresa Chile Telephon Company Limited para establecer un servicio telefónico local y de larga distancia, nacional e internacional, en todo el territorio de la República.





Hasta el año 1964, la telefonía local y de larga distancia fueron prestadas por la empresa norteamericana ITT (International Telephon and Telegraph). A partir de ese año, el Gobierno de la época estableció, por medio de la Corporación de Fomento de la Producción, la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, la que recomendó la creación de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, con el fin de desarrollar una red de larga distancia nacional.  Así es como se creó la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, ENTEL.  De esta manera, los servicios de telecomunicaciones en Chile, fueron  proporcionados mayoritariamente, por dos empresas:





CTC, en el servicio público telefónico, y





ENTEL, en medios de larga distancia nacional e internacional.





Esta nueva situación determinó que, en 1967, el Gobierno de Chile negociara un acuerdo con la ITT, con el objeto de crear las condiciones para el desarrollo de la nueva empresa, ENTEL.





Al inicio de la década del 70, en el contexto de una situación política, social y económica extraordinariamente sensible, la Compañía de Teléfonos de Chile, CTC, fue intervenida administrativamente mediante el Decreto Nº 1.389, del Ministerio del Interior, de 29 de Septiembre de 1971.





Posteriormente, por ley Nº 17.910, de 27 de Febrero de 1973, se declararon extinguidos los contratos aprobados por la ley Nº 4.791 y las disposiciones de excepción sobre régimen legal, jurisdiccional y administrativo pactado con la Chile Telephon Company Limited y con su sucesora legal, la Compañía de Teléfonos de Chile. También fue extinguida la concesión de dicha empresa para explotar el servicio telefónico local y de larga distancia, con sus servicios auxiliares y suplementarios.





El artículo 2º de la ley mencionada estatuyó que la empresa seguiría prestando servicios en conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, Ley General de Servicios Eléctricos.





El Gobierno en ejercicio en 1974 dictó el decreto ley Nº 8091, de 1974, mediante el cual se expropiaron las acciones de la ITT y se transfirió a la CORFO la propiedad accionaria. Años más tarde, en 1978, por decreto ley Nº 2.301, se puso término a la intervención legal de la Compañía de Teléfonos de Chile y se devolvió a ésta la potestad administrativa propia de una sociedad anónima.  El artículo 1º transitorio dispuso que, durante dieciocho meses, se mantendrán las concesiones de servicio público de que gozaba la empresa y que debería solicitarse la renovación de éstas, conforme con las normas reglamentarias vigentes.





En 1987, la Corporación de Fomento de la Producción, CORFO, llamó a licitación para enajenar acciones por el 48% del capital de la empresa. Las acciones de la Compañía de Teléfonos de Chile, CTC, fueron adquiridas por el grupo australiano de propiedad de Allan Bond, quien, a su vez las enajenó, en 1990, a la Compañía Telefónica Española.  Por su parte, la privatización de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, ENTEL, se produjo por la enajenación de un 20% de sus acciones, las cuales fueron vendidas por la CORFO a administradoras de fondos de pensiones, bancos, trabajadores de la misma empresa y a la Compañía Telefónica Española.





En resumen, CTC fue creada por iniciativa privada, calidad que mantuvo hasta 1971, en que fue intervenida y luego estatizada en 1978.  En 1988 fue reprivatizada.





La actividad principal de CTC es, desde su creación, la telefonía pública.





Como consecuencia del proceso de privatizaciones que vivió Chile, en la actualidad todas las empresas que operan en el sector de las telecomunicaciones son privadas.  El mercado de los servicios públicos de telecomunicaciones está agrupado fundamentalmente en los siguientes servicios básicos, de acuerdo a la tipificación del reglamento de la ley: telefonía, transmisión de datos, télex y telegrafía.





La segmentación del mercado de telecomunicaciones en Chile se ha desarrollado por razones históricas.  Mientras que en otros países los proyectos de telecomunicaciones en telefonía local y en transmisión de larga distancia fueron abordados por una empresa integrada, en su mayoría estatal, en Chile la ITT (International Telephone and Telegraph), propietaria de la Compañía Nacional de Teléfonos, prácticamente era la única empresa de telecomunicaciones hasta 1964.  Ese año, como se señaló anteriormente, nació ENTEL-CHILE, empresa CORFO creada para desarrollar una red de larga distancia nacional. De esta forma se separan el mercado de comunicaciones en los segmentos de larga distancia y de telefonía pública.





Posteriormente, la Compañía de Teléfonos de Chile (CTC) fue nacionalizada, quedando cada segmento en manos de estas compañías por entonces estatales y hoy totalmente privatizadas.





En Chile, con la privatización de las compañías de telecomunicaciones y las modificaciones efectuadas a la Ley General de Telecomunicaciones en 1987, se promueve la competencia permitiendo la libre entrada al mercado de las empresas privadas.  Se consagran los derechos de los concesionarios de servicio público para solicitar concesiones de servicio público de larga distancia a utilizar como medios propios, además de determinar la obligatoriedad de servicio a las compañías telefónicas.





Por otra parte, se reconoce implícitamente la calidad de monopolio natural de los servicios telefónicos y de la transmisión de señales, provista como servicio intermedio, y deja esta calificación de monopólica en manos de la Honorable Comisión Resolutiva, del Decreto Ley Nº 211, de 1973, Ley Antimonopolios. Tales medidas, junto con el mecanismo de fijación de tarifas definido en la Ley General de Telecomunicaciones, que fija precios a los servicios, basándose en costos marginales y políticas de autofinanciamiento, con una tasa de rentabilidad que integra el riesgo del negocio, definen las reglas de juego del sector.





Con este marco legal se produce un interés por parte de la Compañía de Teléfonos de Chile S.A., TELEX Chile y VTR por concesiones de larga distancia; y por parte de ENTEL de acceder, a través de filiales, al mercado local.





Bajo este contexto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, en Junio de 1989, antes de otorgar las concesiones que le estaban solicitando las empresas telefónicas locales y las que prestaban, a la fecha, servicios de larga distancia, consultó a los organismos antimonopolios si, desde el punto de vista de la libre competencia, era posible que las empresas de telefonía local pudieran participar en la prestación de servicios de larga distancia nacional e internacional y viceversa, haciendo presente que su opinión preliminar era favorecer la introducción de la competencia en el mercado de la larga distancia, siempre que los beneficios se traspasaran a los usuarios en lo fundamental.





La H. Comisión Preventiva, por el dictamen Nº 718/763, de 16 de Octubre de 1989, dictó una orden de no innovar en materia de integraciones verticales.





Este dictamen fue recurrido ante la Comisión Resolutiva por las empresas afectadas.





Luego, por resolución Nº 332, del mismo año 1989 la Comisión Resolutiva declaró que, adoptando ciertas medidas o precauciones que se indicaron en ese fallo, las empresas de telefonía local, podían participar en la prestación de servicios de larga distancia nacional e internacional, mediante el sistema de multicarrier discado,  y que, igualmente, las empresas que operan en la larga distancia podían hacerlo en la prestación de servicios locales.





Ante este fallo, ENTEL recurrió de queja ante la Excma. Corte Suprema, la cual, mediante fallo de 30 de Mayo de 1990, en el que, en lo sustancial, se resolvió, sin emitir pronunciamiento sobre el recurso mismo, que quedaba sin efecto la sentencia recurrida y que esta Comisión debía abocarse al conocimiento y fallo de los recursos de reclamación deducidos en contra del dictamen Nº 718/763, de acuerdo con el procedimiento previsto en el inciso final del artículo 9º del Decreto Ley Nº 211, de 1973, en relación con los artículos 17 y 18 de ese mismo texto legal.





Para resolver del modo en que lo hizo, la Excma. Corte, estimó que la Comisión Resolutiva omitió allegar a la causa todas las informaciones técnicas y periciales que fueran atingentes para establecer de manera absolutamente objetiva, técnica y administrativa, el cumplimiento de las condiciones y medidas que resultan indispensables para implementar el sistema multicarrier, y en especial la factibilidad de control de calidad de las interconexiones, de manera que efectivamente se establezca un mercado competitivo, sin interferencias de las empresas dominantes.  Por lo tanto, la Corte  dejó sin efecto la resolución N§ 332 de la Comisión Resolutiva y dispuso que ésta se abocara al conocimiento y fallo de los recursos de reclamación.





La H. Comisión Resolutiva, cumpliendo el mandato señalado, se abocó a investigar el tema en profundidad, para lo cual se recabaron todas las informaciones técnicas y periciales pertinentes. Los peritos designados por la Comisión fueron los señores Pablo Baraona Urzúa y Enrique D'Etigny Lyon, los cuales informaron que en su opinión debía permitirse la participación de las empresas de servicio público en larga distancia, adoptando las medidas necesarias para garantizar la competencia, como son el multicarrier discado y que se opere a través de filiales.





- El 16 de Abril de 1993 la Comisión Resolutiva dictó la resolución Nº 389 en la cual establece que "Las compañías telefónicas locales pueden participar en la prestación de servicios de telecomunicaciones de larga distancia nacional e internacional, mediante la adopción del llamado sistema multicarrier discado, exclusivamente o acompañado del sistema multicarrier contratado, que permiten al usuario la libre elección del portador. Asimismo, las compañías que ofrecen servicios de larga distancia nacional e internacional pueden participar en la prestación de servicios de telecomunicaciones locales."  En ambos casos deben reunirse las condiciones que indica, tendientes a lograr transparencia en la competencia, entre las cuales está la exigencia de operar en este mercado a través de empresas filiales o coligadas constituida como sociedades anónimas abiertas y perfectamente diferenciales.





La resolución otorga un plazo de dieciocho meses a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para poner en funcionamiento un mecanismo de control y reglamentar la aplicación de este nuevo sistema, tras  lo cual estará facultada para otorgar las concesiones correspondientes, cuando proceda.





Por otra parte, la Comisión Antimonopolios se abocó a analizar el hecho de que el principal accionista de la Compañía de Teléfonos de Chile, Telefónica de España S.A., participa simultáneamente en la propiedad de ENTEL-CHILE y CTC.





En esta causa la Comisión Resolutiva dictaminó mediante Resolución Nº 368, de 7 de Abril de 1992 que atenta contra la libre competencia la participación simultánea de la Telefónica España en la propiedad de CTC y ENTEL, y que Telefónica de España S.A. no podía conservar la propiedad simultánea del 20% de ENTEL y del 48% en CTC, y declaró "que se pone término al sistema simultáneo de propiedad accionaria de Telefónica de España S.A., en la Compañía de Teléfonos de Chile S.A. y en la Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A.", fijando un plazo de 18 meses para enajenar su capital accionario en estas empresas, a su elección.





Finalmente, en su considerando 22 la Resolución Nº 368 señala que "Telefónica, al ser dueña del 48% del capital accionario de CTC y tener un poder gravitante en ENTEL, se encuentra en una situación privilegiada que, dadas las características y situación de mercado de ambas empresas, perjudica a los demás oferentes portadores de larga distancia y limita, restringe y entorpece, de este modo, la libre competencia que debe regir dicho mercado, cualquiera que sea la decisión que se adopte respecto de la participación de CTC en larga distancia.





Este fallo fue impugnado por Telefónica de España ante la Corte de Apelaciones, la que rechazó el recurso de protección interpuesto, y también recurrió a la Corte Suprema, mediante tres recursos de protección y tres de queja que fueron rechazados por dicho Tribunal con fecha 19 de Abril de 1993.





El fallo original de la Comisión Resolutiva señaló un plazo de 18 meses para que Telefónica de España opte por mantenerse en CTC o ENTEL y proceda a la venta de su participación en una u otra.  El rechazo de los recursos confirma la vigencia de dicho plazo.





Ahora bien, la Cámara de Diputados despachó, en primer trámite constitucional, este proyecto de ley, conocido como Telecomunicaciones III-A, sin reunir el quórum necesario para aprobar la propuesta del Ejecutivo, que establecía la integración regulada del mercado telefónico. 





Finalmente, una vez en el H. Senado esta iniciativa legal, en segundo trámite constitucional, fue objeto de una indicación del Ejecutivo que consagra un acuerdo entre las principales empresas del sector,  para que en un período máximo de cuatro años, para telefonía de larga distancia nacional y de tres años para telefonía de larga distancia internacional, por períodos de doce meses, medidos a contar del establecimiento del sistema multiportador discado respectivo, los concesionarios de servicios intermedios, tendrán limitada su participación en el mercado, de acuerdo a un porcentaje máximo del total de minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional e internacional, medido conforme a la tabla que indica.





Los elementos de juicio que sirvieron de base para llegar a este acuerdo entre las empresas que lo suscribieron se basó en las estadísticas del tráfico de telecomunicaciones habido durante el año 1993.





Los principales antecedentes que dicen relación con la situación descrita anteriormente se transcriben, a continuación, con el objeto de tener una visión objetiva de esta materia.

- - - -  -





Para una mejor comprensión de la indicación del Ejecutivo que incorpora tres artículos transitorios, producto del acuerdo a que se llegó entre las empresas del sector, que lo suscribieron, se transcriben a continuación, los elementos de juicio, tanto estadísticos como jurídicos, que sirvieron de base para ello:

"DATOS ESTADISTICOS DEL TRAFICO DE LARGA DISTANCIA Y PARTICIPACIONES DE MERCADO EN 1993





"1.- Volumen de tráfico telefónico de larga distancia nacional en 1993:





1.300 millones de minutos.





"2.- Distribución porcentual del tráfico telefónico de larga distancia nacional en 1993:





- ENTEL

: 75%





- CTC

: 22%





- OTROS

: 3%





"3.- Volumen de trafico telefónico de larga distancia internacional en 1993, incluidas las comunicaciones originadas y las terminadas en el país:





170 millones de minutos.





"4.- Distribución porcentual del tráfico telefónico de larga distancia internacional en 1993:





- ENTEL   :  55%





- CHILESAT:  30%





- CTC  : 15% (con medios de CHILESAT).

"ASPECTOS CONSTITUCIONALES DE LA INDICACION DEL  EJECUTIVO AL PROYECTO





"I. ANTECEDENTES





"El 10 de Enero del presente año, el Ejecutivo envió una indicación que incorpora tres artículos transitorios al proyecto conocido como telecomunicaciones III-A, que se encuentra en el H. Senado en segundo trámite constitucional.  Dicha indicación es producto del acuerdo a que se llegó con las empresas del sector.





"II. NATURALEZA DE LA LIMITACION PROPUESTA POR EL EJECUTIVO AL PARLAMENTO





"En lo fundamental, el Ejecutivo propone establecer una limitación en la participación en el mercado a los concesionarios de servicios intermedios (portadores), de acuerdo a un porcentaje máximo del total de minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional e internacional, por un período de cuatro años para la telefonía de larga distancia nacional, y de tres años para la internacional.





"El Ejecutivo fundamentó la indicación señalando lo siguiente:





"1.- Implicancias de la limitación propuesta.  Se trata de una limitación de participación en el mercado de los portadores respecto de la telefonía de larga distancia nacional o internacional.  Ello implica lo siguiente:





"a) No asigna cuotas. La fórmula del Ejecutivo no asigna cuotas determinadas a una empresa, sino que establece techos de participación.  En otras palabras, no busca asignar un 20, 30, ¢ 40% a determinada compañía, sino que fija el porcentaje máximo que podrá tener alguna en el mercado.





"La distinción entre topes de participación y reparto de cuotas tiene la siguiente importancia:






- "La ley antimonopolios (D.L. Nº 211, de 1973) considera como conducta que elimina, restringe o entorpece la libre competencia "el reparto de cuotas o la asignación de zonas de mercado o la distribución exclusiva" (artículo 2º, letra c)).  Es decir, lo que se considera como contrario a la libre competencia es el reparto de cuotas, no los techos de participación.






- "Además, dicha conducta antimonopólica está establecida en una ley, la cual puede ser modificada o suprimida por otra ley.






- "El artículo 4º de dicho decreto ley permite la celebración o el mantenimiento de aquellos actos que no obstante vulnerar la libre competencia, sea necesario permitir o mantener en razón del interés nacional envuelto.  Para ello es necesario un decreto supremo fundado y un informe previo favorable de la Comisión Resolutiva.





"Esta norma establece un doble criterio.  Por una parte, que es posible la existencia de ciertos hechos, actos o convenciones que eliminen, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, si está envuelto en ello el interés nacional.  Por la otra, que dicha posibilidad se establece por decreto.  Indudablemente, si ello es posible por decreto, con mayor razón puede hacerse por ley.





- "Existen variados ejemplos en nuestro ordenamiento jurídico en que se establecen topes de participación en el mercado.  Por ejemplo, los Convenios Internacionales de Tráfico Aéreo establecen montos máximos de participación en el cabotaje, en los pasajes y en las frecuencias de los vuelos.  Otro ejemplo puede encontrarse en las frecuencias máximas que pueden dar las micros licitadas, pues ello implica un tope de vueltas diarias por el recorrido licitado.  También puede citarse las cuotas de captura que establece la Ley de Pesca.  Además, puede citarse como ejemplo, las cuotas máximas de adeudamiento que puede tener un deudor respecto de un Banco o los porcentajes máximos de control de capital.





"b) No impide que nuevos concesionarios ingresen.  La indicación del Ejecutivo no impide que nuevos concesionarios ingresen al mercado a disputarse lo que está disponible.  Es decir, no está otorgando ningún monopolio a los concesionarios actualmente existentes en el sector; no está reservando el comercio de un servicio a una compañía, incluyendo a las demás.  Ello es importante de tener presente porque el artículo 4º de la ley antimonopolios impide que se otorgue a los particulares la concesión de un monopolio para el ejercicio de actividades económicas.





"c) No opera respecto de todo el sector.  La limitación no opera respecto de todo el sector de las telecomunicaciones sino que en uno muy específico: el de la larga distancia telefónica, nacional o internacional.  Es decir, no es aplicable a la telefonía básica, tampoco a la transmisión de datos.





"2.- La limitación  es transitoria.  Se trata de una limitación transitoria, pues tiene plazos definidos de duración: cuatro años para la larga distancia nacional, y tres para la internacional.





"3.- La limitación es general.  Es una limitación aplicable a todas las empresas comprendidas dentro del marco que define la indicación, es decir tiene un carácter general.





"III. LA INDICACION DEL EJECUTIVO A LA LUZ DE LAS NORMAS CONSTITUCIONALES





"La indicación del Ejecutivo es coincidente con las siguientes normas constitucionales:





"1.- El artículo 19, Nº 21.





"El artículo 19, Nº 21, inciso primero, establece "el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen".





"Esta norma tiene interesantes aspectos que destacar:





"a) Consagra la libertad de empresa.  Esta comprende tres aspectos.  En primer lugar, la libertad de inversión, o sea el derecho que posee el propietario de un capital para colocarlo en el sector o industria que estime conveniente.  En segundo lugar, la libertad de organización, es decir, la potestad para organizar el proceso productivo.  Finalmente, comprende la libertad de contratación, que supone la facultad del empresario para elegir el proveedor y cliente de sus mercancías y fijar, de común acuerdo, el precio de las transacciones.  La libertad de empresa, en suma, es la posibilidad del empresario de constituir la empresa y de decidir sobre las distintas opciones relacionadas con la actividad económica que desempeña.





"La indicación del Ejecutivo no vulnera ninguno de estos aspectos, pues los empresarios del rubro pueden decidir libremente sus objetivos y establecer su propia planificación en función de sus recursos.  Ninguna norma de la indicación afecta su libertad para invertir el capital que deseen ni para combinar los factores productivos ni negociar sus suministros; en ningún momento se prohíbe la introducción de cualquiera persona en el mercado de larga distancia.





"Todo ello permite afirmar que en modo alguno la indicación vulnera la libertad de empresa en su esencia.





"b) Tiene algunas restricciones.  Esta norma establece tres restricciones a la libertad de empresa: ésta no debe ser contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional.





"Lo anterior implica que la Constituci¢n no reconoce ningún derecho a quien desarrolla una actividad económica contraria al orden público.  Este último concepto debe entenderse como inclusivo del orden público económico.  Este consiste en el conjunto de medidas adoptadas por los poderes públicos con el objeto de organizar las relaciones económicas y cuya función es la protección y la dirección de la economía; es el conjunto de principios y normas jurídicas que organizan la economía de un país y facultan a la autoridad para regularla en armonía con los valores de la sociedad nacional formulados en la Constitución.





"Existen tres categorías de normas de orden público económico: de dirección, de protección y de fomento.  Las primeras tienen por objeto permitir al poder público la obtención de ciertos objetivos económicos; las de protección tienen por finalidad tutelar al contratante más débil mediante la represión de las cláusulas abusivas y de los contratos leoninos.  Finalmente, las reglas de fomento tienen por objeto incentivar a los particulares para que desarrollen ciertas y determinadas conductas  económicas o se abstengan de realizarlas.





"El orden público económico utiliza tres tipos de técnicas.  En primer lugar, utiliza la técnica de prohibición, que tiene por  objeto impedir una conducta que la autoridad desea evitar.  La técnica de regulación o reglamentación tiene por objeto que por vía de ella la adquisición o disposición de un bien, el acceso a una actividad o la celebración de un contrato, queden sujetas a la concurrencia de requisitos o condiciones objetivas, cuyo cumplimiento o incumplimiento es materia de una simple constatación de hecho.  Dentro de esta técnica pueden resaltarse las siguientes medidas: la obligación de informar, la exigencia de que concurran ciertas condiciones objetivas para el ejercicio de determinadas actividades, etc. Finalmente, está la técnica del control, que tiene por objeto vigilar las actividades que desarrolla la persona o una clase de persona.





"De acuerdo a la tipología anterior, la indicación formulada por el Ejecutivo es una norma de dirección y de protección. Respecto a las técnicas, se trata de una técnica de regulación y de control.





"La importancia que la indicación del Ejecutivo sea una norma de orden público, radica en que es de la esencia de éstas facultar a la autoridad para ordenar una actividad económica. Estas normas permiten que la autoridad pueda tener instrumentos que le permitan responder por la existencia de actividades económicas que no perjudiquen a terceras personas ni atenten contra el interés general.





"c) Faculta a la ley para regular.  El tercer aspecto que comprende el artículo 19, Nº 21, inciso primero, es que faculta a la ley para regular una actividad económica.





"El alcance de este precepto constitucional ha sido establecido claramente por el Tribunal Constitucional en los dos fallos que emitió respecto del asunto de letreros camineros.  En efecto, respecto del alcance de la expresión "regular",  se¤aló que significa establecer la forma o normas conforme a las cuales debe realizarse una actividad.  Pero en caso alguno puede ser que bajo el pretexto de regular, se llegue a impedir el ejercicio de una actividad.   El legislador, haciendo uso de su facultad de regular, puede establecer limitaciones y restricciones al derecho a desarrollar cualquier actividad económica (STC 21.04.92).





"En otras palabras, dichos fallos han señalado dos cosas:





- "Regular una actividad es someterla al imperio de una reglamentación que indique cómo puede realizarse (STC 06.04.93).  Ello supone que dicha reglamentación establezca limitaciones o restricciones.





- "La regulación de una actividad económica sólo puede hacerse por ley,  no por decreto o reglamento.






"Lo anterior tiene la mayor importancia respecto de la indicación del Ejecutivo, pues está regulando una actividad económica, al establecer topes máximos de participación, y se está efectuando por ley.  Ello la hace plenamente coincidente con al precepto constitucional y con el fallo del Tribunal Constitucional recién citado.





"2.- El artículo 19, Nº 24.





"La segunda norma constitucional que tiene relevancia en la indicación presentada por el Ejecutivo, es el artículo 19, Nº 24, que en sus   dos primeros incisos garantiza:





"el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.





"Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.  Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la nación, la seguridad nacional,  la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental".





"De esta norma interesa destacar los siguientes aspectos:





"a) La función social de la propiedad.  En razón de la función social de la propiedad, la ley puede establecer limitaciones y obligaciones a la propiedad fundada en una razón de interés general de la nación.





"Lo anterior tiene importancia por cuanto legitima el techo de participación que la indicación del Ejecutivo establece, pues ésta es una limitación al dominio que tienen las empresas sobre sus concesiones.





"b) El dominio entre privación y limitación.  La limitación al dominio se diferencia de la privación del mismo.  El distingo tiene importancia para dos efectos.  Por una parte, la limitación implica que la propiedad sigue estando en manos de su titular; no hay un desposeimiento.  En cambio, en la privación hay un despojo de la titularidad; así ocurre con la expropiación.  Por otra parte, el distingo tiene importancia porque sólo las privaciones justifican una indemnización por parte del Estado;  es decir las limitaciones al dominio no dan derecho a indemnización.





"Lo anterior significa que el tope de participación no da derecho a que los titulares de las  concesiones demanden de indemnización al Estado  por la imposibilidad de acceder al total del mercado.





"3.- El artículo 19, Nº 23.





"La tercera norma que tiene relevancia en la indicación  del Ejecutivo es el artículo 19, Nº  23, que dispone:





"La libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare as¡.  Lo anterior es sin perjuicio de lo prescrito en otros preceptos de esta Constitución.





"Una ley de quórum calificado y cuando así lo exija el interés nacional puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes".





"De esta norma interesa destacar los siguientes aspectos:





"a) La regla general y las excepciones.  La regla general es que existe libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes.  Sin embargo, ello no es posible respecto de aquellos que la naturaleza a hecho comunes a todos los hombres o aquellos que deban pertenecer a la nación y la ley lo declare as¡.





"b) La ley puede establecer limitaciones.  Cuando el interés nacional lo exija, una ley de quórum calificado puede establecer limitaciones o requisitos para adquirir el dominio de algunos bienes.





"Este aspecto del Nº 23 del artículo 19 tiene importancia en las indicación del Ejecutivo porque faculta a la ley para limitar o establecer requisitos al adquirir algunos bienes.  Y ello, es justamente, lo que hace la indicación, pues fija un tope máximo de participación en el mercado de la telefonía de larga distancia.





"IV. CONCLUSIONES





"1.- La indicación presentada por el Ejecutivo al proyecto "Telecomunicaciones III-A", se caracteriza por lo siguiente:





"a) Se trata de una limitación  que establece techos de participación sin asignar cuotas determinadas a una empresa y que no impide que nuevos concesionarios ingresen al mercado; además, opera en un ámbito muy específico del mercado de las telecomunicaciones: la telefonía de larga distancia.  También hay que considerar que se trata de una limitación transitoria, pues tiene plazos definidos de duración y no discrimina entre las empresas del sector, pues les afecta por igual a todas ellas.





"b) La indicación del Ejecutivo se funda en claros preceptos constitucionales.  En primer lugar, no afecta en ninguno de sus aspectos a la libertad de empresa.  Esta tiene como límite el orden público económico, uno de cuyos aspectos es la libre competencia.  La indicación del Ejecutivo busca asegurar este último aspecto estableciendo normas de dirección y de protección y técnicas  de prohibición y de regulación.





"En segundo lugar, la Constitución permite que la ley regule una actividad económica, es decir indique cómo puede realizarse, estableciendo limitaciones o restricciones.  Es ello, justamente, lo que hace la indicación del Ejecutivo, al establecer un  tope de participación por empresas del mercado.





"En tercer lugar, la Constitución faculta a la ley para que en razón de la función  social de la propiedad establezca limitaciones y obligaciones a ella por motivos de interés general de la nación.  Finalmente, también la Constitución permite que una ley de quórum calificado establezca limitaciones o restricciones para adquirir el dominio de algunos bienes.





"2.- No hay ninguna norma de las propuestas  en la indicación del Ejecutivo que sean propias de ley orgánica constitucional; si, en cambio podría haberlas de quórum calificado, pues algunas establecen una restricción para adquirir bienes.".

- - - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES





Para el estudio del proyecto de ley en informe se han tenido en consideración, entre otros, los antecedentes que se indican a continuación:





- Ley Nº 4.791, de 1930, mediante la cual se aprobaron los contratos celebrados entre el Gobierno y la Chile Telephon Company Limited, que autorizaban a ésta para establecer en todo el territorio de la República un servicio telefónico local y de larga distancia, nacional e internacional.






- Ley Nº 17.910, de 27 de febrero de 1973, declaró extinguidos los contratos aprobados por la ley Nº 4.791 y las disposiciones de excepción sobre régimen legal, jurisdiccional y administrativo pactado con la Chile Telephon Company Limited y con su sucesora legal, la Compañía de Teléfonos de Chile.  También fue extinguida la concesión para explotar el servicio telefónico local y de larga distancia, con sus servicios auxiliares y suplementarios.





El artículo 2º de la ley mencionada estatuyó que la empresa seguiría prestando servicios en conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, Ley General de Servicios Eléctricos.





- Ley General de Telecomunicaciones Nº 18.168, de 2 de Octubre de 1982.  Han sido objeto de modificaciones durante el estudio de este proyecto de ley los siguientes artículos: 1º; 10; 24 bis; 25; 26, inciso quinto;  28 A; 28 B; 28 C;  28 D; 28 F; 28 G; 28 H; 28 I; 28 J; 30 E; 30 F; 30 G y 36 bis.





De esta ley hay que tener en consideración, entre otros, los artículos 3º, 8º, 9º y 23.





El artículo 3º clasifica los servicios de telecomunicaciones en cinco categorías entre las cuales se cuentan los servicios públicos de telecomunicaciones destinados a satisfacer las necesidades de la comunidad en general y los servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por aquellos que prestan terceros a través de instalaciones y redes destinados a satisfacer las necesidades de transmisión y de conmutación de los servicios de telecomunicaciones de libre recepción o radio difusión.





Servicios limitados de telecomunicaciones, cuyo objeto es satisfacer necesidades específicas de telecomunicaciones de determinadas empresas, entidades o personas previamente convenidas con éstas, estos servicios pueden comprender los mismos tipos de emisiones mencionadas en la letra a) de este artículo y su prestación no podrá dar acceso a tráfico desde o hacia los usuarios de las redes públicas de telecomunicaciones.





Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros a través de instalaciones y redes destinados a satisfacer las necesidades de transmisión y de conmutación de los servicios de telecomunicaciones de libre recepción o radiodifusión, servicios públicos de telecomunicaciones, servicios limitados de televisión y servicios limitados.





De esta clasificación vale la pena resaltar que sólo los servicios públicos están habilitados para llegar al usuario final y que ellos están obligados a interconectarse.  Por otra parte los servicios intermedios sólo pueden dar servicio a otros concesionarios o permisionarios, excluidos otros servicios intermedios.  Los servicios limitados no pueden dar acceso a tráfico desde o hacía la red pública.





El artículo 8º que dispone que los servicios públicos de libre recepción o de radio difusión, los servicios públicos de telecomunicaciones y los servicios limitados de televisión, requerirán para su instalación operación y explotación, de concesión otorgada por decreto supremo.





Igualmente estarán sujetos a concesión los servicios intermedios de telecomunicaciones que se presten a los servicios de telecomunicaciones mencionados en el inciso anterior y a los servicios limitados de telecomunicaciones, a través de instalaciones destinadas a tal efecto.





De este artículo queda claro que tanto los servicios públicos como los intermedios requieren de concesión.  En el artículo 9º se señala que los servicios limitados requieren de permisos otorgados por resolución de SUBTEL.





El artículo 9º establece que los servicios limitados de telecomunicaciones requerirán para ser instalados, operados y explotados, solamente de permisos otorgados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





El artículo 23 estatuye los únicos casos en que las concesiones se extinguen.





En el artículo 26 de la Ley de Telecomunicaciones se indica que:





Los servicios públicos de telecomunicaciones podrán instalar sus propios sistemas o usar los de las otras empresas, de acuerdo con las concesiones que les hayan sido otorgadas.





Con todo, los concesionarios de servicios públicos que opten por instalar medios propios de larga distancia deberán solicitar la concesión de servicio público de larga distancia correspondiente.





Todos los concesionarios que presten servicio públicos internacionales tendrán acceso al uso de sistemas por satélite, en condiciones de igualdad en lo técnico y en lo económico, según los términos de las concesiones y lo que hayan convenido las partes.





Existe un conjunto de organismos que tienen amplísimas facultades de regulación, control y de sancionar a las empresas de telecomunicaciones que pudieren incurrir en diversos tipos de infracciones, sea la Ley de Telecomunicaciones y sus Reglamentos, donde se ubica toda la normativa referida a la obligatoriedad y calidad de las interconexiones entre distintos concesionarios de servicios de telecomunicaciones; a la Ley de Protección al Consumidor donde se ubica la normativa relativa a la oferta de servicios al público; a la Ley Antimonopolios, donde se ubica la normativa relativa a los abusos de posición monopólica y a la Ley de Valores y a la Ley de Sociedades Anónimas, donde se ubica la normativa referida a la confección de balances y estados financieros y referida a las transacciones entre empresas relacionadas.





Este conjunto de autoridades, en ejercicio de sus amplísimas facultades, constituye un marco legal, que permite regular, controlar y sancionar, todo lo referente a la prestación de servicios de telecomunicaciones entre distintas empresas en un marco de libre competencia donde todas participan en igualdad de condiciones.

Larga distancia





Actualmente, la Ley General de Telecomunicaciones no define el concepto de distancia, sino que ella está definida en instrumentos de rango jurídico inferior como son el Plan de Encaminamiento Telefónico la Resolución Exenta Nº 485 de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y el Reglamento General de Servicio Telefónico.





El Plan de Encaminamiento establece una estructura jerárquica para la red telefónica primaria, entendida ésta como la red existente al interior de una zona primaria, la que corresponde a una zona geográfica cubierta por un centro primario.  Esta definición prácticamente convierte a las zonas primarias en locales, dado que todos los centros locales de la zona deben conectarse jerárquicamente a un único centro primario para realizar sus comunicaciones de larga distancia.





- La ley Nº 18.482, de 28 de diciembre de 1985, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria.





- La ley Nº 18.591 de 3 de enero de 1987, sobre normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria.





- La Ley Nº 18.045 de 22 de octubre de 1981. Ley de Mercado de Valores.

Decretos Leyes





- Decreto ley Nº 801, de 1974, mediante el cual se expropiaron las acciones de la ITT y se transfirió a la Corfo la propiedad accionaria. 





- Decreto ley Nº 2.301, de 1978, puso término a la intervención legal de la Compañía de Teléfonos de Chile y devolvió a ésta la potestad administrativa propia de una sociedad anónima.  El artículo 1º transitorio dispuso que, durante dieciocho meses, se mantendrían las concesiones de servicio público de que gozaba la empresa y que debería solicitarse la renovación de éstas, conforme con las normas reglamentarias vigentes.





- Decreto ley Nº 211, de 1973, Ley Antimonopolio.

Decreto con Fuerza de Ley





- Decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, llamado Ley General de Servicios Eléctricos, rigió las telecomunicaciones hasta 1982, año en que se dictó la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, publicada en el Diario Oficial de 2 de octubre del mismo año.  Le corresponde al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la aplicación y el  control de esta ley y de sus reglamentos.





Su artículo 4º estableció expresamente que la instalación, la operación y la explotación de los servicios de telecomunicaciones, en el territorio nacional, se regirían por las normas de esta ley y por los acuerdos y los convenios internacionales de telecomunicaciones vigentes en Chile.





El artículo 40 derogó todas las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, que versaran sobre telecomunicaciones y las que fueran contrarias a la nueva ley o inaplicables al tenor de sus preceptos.





- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1987.





De este decreto con fuerza de ley debe tenerse presente su artículo 2º transitorio que dispone: "No será aplicable lo establecido en el inciso segundo del artículo 26 a los medios de larga distancia que a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto con fuerza de ley se encuentren instalados y en explotación, los cuales podrán continuar siendo explotados, en conformidad a la ley, por sus respectivos concesionarios.".





La modificación propuesta consiste en hacer subsistir el citado artículo 26 de la ley Nº 18.168, para permitir que los concesionarios de servicios públicos continúen prestando servicio telefónico de larga distancia, nacional o internacional, sólo a través de empresas filiales o coligadas, constituidas como sociedades anónimas abiertas.





Fundando la enmienda anterior, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Germán Molina Valdivieso, expresó, en primer lugar, que el proyecto permite la participación de cualquier empresa en la prestación de servicios de telecomunicaciones.





Sin embargo, como existe el riesgo de que se produzcan abusos monopólicos en las conductas y en las operaciones de las empresas, se establecen las condiciones que deben cumplir las que decidan participar simultáneamente en la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones y de larga distancia telefónica.  Para ello, deberán hacerlo por intermedio de empresas filiales o coligadas, que habrán de constituirse como sociedades anónimas abiertas, de modo que, entre otros factores, se puedan identificar fácilmente los costos de transferencia.

Decretos Supremos





- Decreto supremo Nº 1.389 de 29 de septiembre de 1971 del Ministerio del Interior.





- Decreto supremo Nº 119, de 4 de marzo de 1985, aprobó el Reglamento General de Telecomunicaciones, que comprendió un conjunto de 59 disposiciones.





A través del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1987, y de las leyes Nºs. 18.482, 18.681, 18.838, 19.091, 19.131 y 19.221, se efectuaron sucesivas modificaciones de la ley Nº 18.168.





- Decreto supremo Nº 202, de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que autoriza a CTC para proporcionar "servicio público telefónico local, urbano, interurbano e internacional, mediante sus propios equipos o interconexión con las demás empresas de telecomunicaciones".





- Decreto Nº 218, de diciembre de 1982, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que señala que la prestación del servicio público telefónico por parte de CTC "corresponderá al servicio telefónico local, que proporcione a través de medios propios y el servicio telefónico interurbano e internacional que otorgue mediante medios propios o la interconexión con las demás empresas concesionarias del sector."

Resoluciones





- Resolución Nº 389, de 16 de Abril de 1993,  de  la  Comisión  Resolutiva del decreto ley Nº 211 de 1973, aprobada por la unanimidad de sus miembros, estableció las regulaciones necesarias para el resguardo de la libre competencia en la larga distancia y requirió del Ejecutivo la aplicación y la fiscalización del cumplimiento de este fallo, en lo que le es atinente, según su competencia, en la definición de la política de desarrollo del sector.





En síntesis, la Comisión resolutiva considera que el mercado de las telecomunicaciones de larga distancia puede llegar a ser competitivo, siempre que se establezca un marco regulatorio eficiente y estrictamente controlado, con drásticas sanciones para los infractores.  Para este efecto, resulta indispensable la existencia de un sistema que permita al usuario elegir la empresa de larga distancia de su preferencia.





A juicio de la Comisión Resolutiva, no es conveniente segmentar el mercado de las telecomunicaciones en mercados de telefonía y de otros servicios y en mercados de telecomunicaciones locales y de larga distancia, nacional e internacional, a causa de que los avances tecnológicos dificultan cada vez más hacer tales distinciones y segmentaciones, las que quedan o van quedando obsoletas con gran rapidez.





Por esta misma razón, tampoco es deseable impedir el ingreso de empresas, ya sea a los servicios locales, o a los de larga distancia.





- La Resolución Nº 485 establece que se consideran medios de larga distancia de telefonía a aquellos circuitos que conectan entre sí a los centros primarios y a éstos con el centro internacional correspondiente, así como los circuitos directos entre centros locales de distintas zonas primarias.





El Reglamento General de Servicio Telefónico estipula, a partir de una modificación efectuada en abril de 1992, que la Subsecretaría de Telecomunicaciones establecerá las áreas locales en las Bases Técnico Económicos para la fijación tarifaria, las que deben señalarse expresamente en los decretos tarifarios respectivos.





Por su parte, de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento General de Servicios Telefónicos, las comunicaciones locales son las que se verifican dentro de un área local y las de larga distancia son las que exceden el  rea local.

Código Civil





Se tuvieron presentes los artículos que a continuación se señalan: 565, 576, 577, 582 y 583.

- - - - - - -





TEXTO DE LOS CONSIDERANDOS Y PARTE DECLARATIVA DE LA RESOLUCION Nº 389 DE LA COMISION RESOLUTIVA (DECRETO LEY Nº 211, DE 1973) DE FECHA 16 DE ABRIL DE 1993.





Al emitir dicho dictamen, la Comisión Resolutiva señaló en sus considerandos:





- PRIMERO: Como cuestión previa, esta Comisión debe dejar establecido que sólo a los organismos creados por la ley para prevenir, investigar, corregir y reprimir los atentados a la libre competencia o los abusos en que incurra quien ocupe una situación monop¢lica, aún cuando no fueren constitutivos de delito, corresponde pronunciarse sobre la materia sometida a su conocimiento por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, y establecer las necesarias regulaciones o limitaciones en resguardo de la libre competencia.





Luego, se rechazan las alegaciones sobre carencia de atribuciones o de facultades para establecer dichas regulaciones, planteadas inicialmente por algunas de las partes, como igualmente todas las alusiones o imputaciones en cuanto a una posible paralización del sector, provocada por la dictaminó de la medida precautoria de 6 de septiembre de 1990. Dicha medida se estimó necesaria para que fuera esta  Comisión Resolutiva, en la instancia de que est  conociendo, la que resolviera la materia debatida en autos, lo que ha tratado de hacer  con la mayor celeridad que le han permitido las partes y la complejidad del asunto sometido a su conocimiento.





- SEGUNDO: La cuestión que debe resolverse, para contestar la consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones es, por lo tanto, si se afectan negativamente las normas del Decreto Ley Nº 211, de 1973, con el ingreso de las compañías telefónicas locales al llamado segmento de la larga distancia nacional e internacional. Y, más especialmente, si es posible garantizar que exista competencia entre empresas que obtengan concesiones para prestar servicios de telecomunicaciones de larga distancia nacional e internacional, si entre ellas figura la Compañía de Teléfonos de Chile S.A. por su significativa participación en la telefonía local.





- TERCERO: Es necesario dejar establecido que esta Comisión  no entrará a definir la estrategia ni menos la política de desarrollo del sector  telecomunicaciones, pues ello compete a otros órganos del Estado.





La acción de los organismos antimonopolios está orientada a evitar prácticas monopólicas y a impedir la ocurrencia de conductas que atentan contra la libre competencia, dan origen a  ineficiencias, distorsionan la asignación de recursos y perjudican al consumidor final.





Es por ello que interesa a este Tribunal que se genere la mayor competencia posible, con un enfoque dinámico, dentro del marco regulatorio que se establezca y que se desarrolle el mercado en la forma más conveniente para los usuarios y demás agentes económicos, generando un funcionamiento del sector con el mayor nivel de eficiencia viable.





- CUARTO: Las argumentaciones de las partes, los informes de la autoridad del sector, la importante prueba testimonial y documental ofrecida y, principalmente, los informes periciales de los señores Baraona y D'Etigny, que han sido necesarios para el esclarecimiento de la cuestión debatida, todos los cuales han sido mencionados en la parte expositiva de este fallo, permiten a esta Comisión estimar que, a su juicio, se han reunido todos los antecedentes indispensables para resolver.





- QUINTO:  Así, es posible formular algunas precisiones que son fruto del estudio y análisis de los antecedentes acopiados, y que pueden sintetizarse en las siguientes:





a) El mercado de las telecomunicaciones locales es monopólico, pues en él la Compañía de Teléfonos de Chile S.A. tiene  una participación muy significativa que, en telefonía, es cercana al 95%.





b) El mercado de las telecomunicaciones de larga distancia nacional e internacional puede llegar a ser  competitivo, siempre que  se establezca un marco regulatorio eficiente y estrictamente controlado, con sanciones drásticas para sus infractores.





c) Para que exista competencia en la prestación de servicios de telecomunicaciones de larga distancia nacional e internacional, debe ponerse en  aplicación  un sistema que permita al usuario elegir al portador del servicio. Por ello, sólo pueden existir dos opciones en cuanto a la elección de los sistemas hasta ahora conocidos: el llamado multiportador o multicarrier discado o el multiportador o multicarrier contratado, pues ambos dejan en manos del usuario dicha opción que nadie debiera arrogarse en su nombre.





- SEXTO: A juicio de esta Comisión, no es conveniente segmentar el mercado de telecomunicaciones en mercado de telefonía y de otros servicios, y en mercados de telecomunicaciones local y de larga distancia nacional e internacional. Lo cierto es que los avances tecnológicos dificultan cada vez más hacer  tales distinciones y segmentaciones, las que quedan o han quedado obsoletas con gran rapidez.





Por ello, tampoco es deseable impedir el ingreso de las compañías de telecomunicaciones locales a la larga distancia nacional e internacional, ni el ingreso de las empresas que prestan estos últimos servicios a las telecomunicaciones locales. Lo anterior  no significa desconocer los riesgos para la competencia que conlleva una decisión de esta especie, la que fuerza a esta Comisión a señalar la absoluta necesidad de indicar las medidas para que, efectivamente, se pueda garantizar esa competencia y la mayor transparencia en las conductas y operaciones de las empresas, las cuales se establecen en la parte declarativa de esta sentencia.





Y visto, además, lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, 9º, 17 y 18 del Decreto Ley Nº 211, de 1973,





SE DECLARA:





I. Las compañías telefónicas locales pueden participar en la prestación de servicios de telecomunicaciones de larga distancia nacional e internacional, mediante la adopción del llamado sistema multicarrier discado, exclusivamente o acompañado del sistema multicarrier contratado, que permiten al usuario la libre elección del portador. Asimismo, las compañías que ofrecen servicios de larga distancia nacional e internacional pueden participar en la prestación de servicios de telecomunicaciones locales.





En ambos casos deben reunirse las siguientes condiciones, según proceda:





a) Las empresas que prestan telefonía local deben dar la misma clase de accesos o conexiones a todos los portadores de servicios de telecomunicaciones de larga distancia, para suministrarles un servicio de idéntica calidad en cuanto a aspectos tales como el grado de servicio, ruido, respuesta de frecuencia, tiempo de conexión, etc.





b) Las empresas que se integren verticalmente, para dar servicios locales y de larga distancia nacional e internacional, deben hacerlo por medio de empresas filiales o coligadas, constituídas como sociedades anónimas abiertas, perfectamente  diferenciadas, de modo que sea posible identificar, fácilmente, entre otros factores, los costos de transferencia.





c) Las empresas locales que posean enlaces de larga distancia con concesiones otorgadas antes del 6  de Septiembre de 1990 o después, si tal ha sido el caso, deberán transferirlos  a una empresa filial o coligada en un plazo máximo de seis meses, si desean continuar operándolos. En todo caso, y mientras no se implemente el sistema que permitirá la libre elección del usuario, no podrán operarlos con una capacidad de circuitos mayor que la  que tenían autorizada.





d) La medición, tasación, facturación y cobranza de los servicios de larga distancia serán efectuadas por la empresa local, de acuerdo con  tarifas no discriminatorias, aprobadas por la autoridad del sector, sin perjuicio de que todas o algunas de las funciones mencionadas puedan ser efectuadas directamente por cada portador.





e) El formato, dimensión y rubros que debe contener la cuenta única que recibirá el abonado, serán  determinados por la autoridad del sector.





f) Los usuarios del servicio de telecomunicaciones podrán  acceder al portador de larga distancia de su preferencia,  marcando el mismo número de dígitos para identificar a cualquier  portador. Estos números deben ser sorteados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre los portadores de larga distancia.





g) Las empresas que actualmente prestan servicios de telefonía local deben introducir, a su costa, modificaciones en sus centrales locales para dar acceso a todos los portadores de larga distancia, sin perjuicio de recuperar esas inversiones en tarifas, no discriminatorias, que cobrarán  a los portadores de larga distancia por el uso de sus instalaciones, las que también deberán ser aprobadas por la autoridad.





h) El cargo de acceso a la empresa local correspondiente, que no será discriminatorio, deberá ser aprobado por la autoridad y soportado por cada  empresa de larga distancia. Dicho cargo deberá reflejar el costo directo de este servicio, de modo que est‚ desprovisto de toda forma de subsidio de larga distancia a las telecomunicaciones locales.





i) Los directorios o guías telefónicas locales que se editen deben dar información sobre las distintas alternativas posibles de usar, para acceder a los servicios de larga distancia nacional e internacional, en igualdad de condiciones para todas las empresas que prestan estos servicios.





j) Las empresas de telefonía local deberán poner, periódicamente, a disposición de los portadores de larga distancia nacional y/o internacional, en la forma que determine la autoridad, la base de datos en que conste el número telefónico del abonado, tipo de tráfico cursado, monto de su facturación, portador utilizado y cualquiera otra información que la autoridad del sector considere indispensable para garantizar la transparencia en el mercado de las telecomunicaciones. También la autoridad deberá adoptar las medidas que estime necesarias para garantizar la debida reserva con que deberá utilizarse esta información.





k) En dos o más empresas de telecomunicaciones que deban competir entre sí, no podrán existir directores ni gerentes comunes.





II. Además, la incorporación o ingreso de las empresas de telecomunicaciones locales a la prestación de los servicios de larga distancia nacional e internacional, sólo podrá producirse cuando se reúnan, copulativamente, las siguientes condiciones:





1.- Que se ponga en aplicación el sistema multicarrier discado, en todas las centrales automáticas;





2.- Que todas las  centrales locales automáticas, digitales y analógicas de la concesionaria, que se integre verticalmente, están en condiciones de dar igual acceso a todos los portadores, y que se hallen establecidos los sistemas de medición y otros indicados en la decisión primera.





3.- Que está en normal funcionamiento un sistema de control, por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de las condiciones que este fallo establece, que puede estar a  cargo de ella misma o de una empresa independiente, cuyas mediciones tengan validez legal.





III. La Subsecretaría de Telecomunicaciones implementará y velará por el cumplimiento de las condiciones señaladas en las decisiones de este  fallo, sin perjuicio de las facultades que a este respecto pertenecen a esta Comisión y al Fiscal Nacional Económico, en su caso.





Para el lapso previo a la operación del sistema de multicarrier discado, la Subsecretaría deberá elaborar un marco operativo que permita y facilite la participación de las empresas portadoras sólo de larga distancia, que cuenten con concesiones vigentes o a quienes la autoridad otorgue concesión. Este marco se debe sustentar en los siguientes principios:





1. Se mantienen sin variaciones los circuitos y enlaces de larga distancia automática nacional e internacional, destinados al servicio de telefonía pública, de acuerdo al estado que tenían al 6 de septiembre de 1990, expresado en minutos.





2.- Los nuevos circuitos de larga distancia automática nacional e internacional, que sean necesarios como consecuencia del desarrollo de las empresas de telefonía local o por cualquier otra razón, serán licitados por la empresa de telefonía local de acuerdo con un procedimiento público que contenga las siguientes pautas u otras similares que establezca previamente la autoridad.





a) La unidad de licitación será el minuto para los circuitos destinados al servicio de telefonía pública.





b) Se licitarán de una sola vez los requerimientos surgidos entre el 6 de Septiembre de 1990 y la fecha de este fallo.





c) Los nuevos requerimientos serán licitados anual o semestralmente.





d) Si en una licitación hubiere un sólo proponente, se podrá contratar sólo con éste.  Si hubiere más de un proponente, el precio será el más bajo ofrecido, distribuyéndose los contratos en un 60% a la mejor oferta y en un 40% a la segunda oferta, si hubiere dos proponentes; y en un 50% a la mejor oferta, en un 30% a la segunda oferta y en un 20% a la tercera, si hubiere tres o más ofertas.   La cuota que no sea tomada por uno de los oferentes, al precio que corresponda, accederá a los otros interesados en sus respectivas proporciones.





e) Los contratos surgidos de estas licitaciones no podrán exceder del plazo que reste para la iniciación del multicarrier discado, en la ruta correspondiente.





f) Las empresas de telefonía local y sus filiales quedarán excluidas de participar en larga distancia en este régimen transitorio, sin perjuicio de lo indicado en la decisión I letra c) de este fallo.





3.- Las empresas de telefonía local, así como sus filiales, coligadas o relacionadas, estarán impedidas de establecer, por si o por terceros, relaciones operativas con empresas corresponsales extranjeras para intercambiar tráfico, mientras no opere en forma total el sistema multiportador discado.  En tal caso, sólo podrán establecer dichas relaciones las empresas filiales, coligadas o relacionadas portadoras de larga distancia, en el momento que corresponda.





4.- Los servicios internacionales vía operadora de los distintos portadores serán elegidos por el público, mediante la asignación de códigos no discriminatorios.





5.- La Subsecretaría reglamentará la conexión directa de usuarios del servicio de larga distancia, sin transitar por la red conmutada de las compañías locales, y los mecanismos para garantizar el uso de líneas de acceso para llamadas internacionales, en caso de países que no acepten contratar con dos o más portadores locales.





IV. Todas las condiciones o medidas indicadas anteriormente, que dependan de la autoridad administrativa, deben estar implementadas en el plazo de dieciocho meses a contar de este fallo, vencido el cual y cumplidos los demás requisitos establecidos en las decisiones anteriores, que no dependan de dicha autoridad, ésta otorgará las concesiones correspondientes en cuanto ellas fueren procedentes.





V. El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones procurará que, dentro de las facultades que se otorguen a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, se establezcan la de suspender la prestación del servicio de larga distancia a aquellas empresas que no cumplan cabalmente las normas que le imparta la autoridad, por el tiempo necesario para reestablecer la situación existente al tiempo de la infracción, y la de disponer que estas presten servicios bajo el nombre y a beneficio del portador perjudicado o que le arriende a éste los medios para prestar el servicio correspondiente.





VI. Todas las referencias hechas en este fallo a la Subsecretaría de Telecomunicaciones se entienden formuladas al o los organismos a quienes se asignen todas o algunas de las funciones que actualmente competen a dicha Subsecretaría.





VII. En conformidad con lo expresado en el Considerando Cuarto de esta sentencia y con lo dispuesto en el artículo 411 del Código de Procedimiento Civil, los honorarios de los peritos señores Pablo Baraona Urzúa y Enrique D'Etigny Lyon se fijan en 1.350 U.F. y 1.500 U.F., respectivamente y serán de cargo de los litigantes, por partes iguales.

- - - - - -

INFORMES EN DERECHO





Durante la audiencia pública que celebró vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones el 24 de Noviembre pasado, oportunidad en la cual ofreció a las empresas del sector, exponer sus puntos de vista jurídicos y técnicos con respecto al proyecto de ley III-A en comento, se allegaron a esta Comisión, entre otros antecedentes, trece informes en derecho.





De dichos informes, siete fueron presentados por ENTEL, sobre los siguientes puntos:





1) "Constitucionalidad del artículo 3º del proyecto de ley en estudio, que declara que las concesiones de ENTEL S.A. que allí se indican, son de servicio intermedio de telecomunicaciones";





2) "Constitucionalidad de la disposición 1a. transitoria del proyecto de ley";





3) "Constitucionalidad de la segmentación total del mercado de las telecomunicaciones".





4) Constitucionalidad de la integración vertical de las empresas de telecomunicaciones, y





5) Informe sobre la calidad de servicio público de ENTEL S.A.





La Compañía de Teléfonos de Chile, a su vez, presentó cinco informes en derecho, sobre los siguientes aspectos:





- Naturaleza jurídica de la concesión de  servicio público telefónico otorgada a la CTC S.A., y los derechos como concesionaria frente a posibles modificaciones legales en el régimen jurídico que la regula.





- Inconstitucionalidad de la indicación que segmenta el mercado de las telecomunicaciones.





- Constitucionalidad de los artículos 24 bis, 26 permanentes y 3ø transitorio, en relación a las concesiones de que es actualmente beneficiaria dicha empresa.





Finalmente, CHILESAT, por su parte, presentó un informe en derecho acerca del valor constitucional del proyecto de ley que crea el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.





Dadas las modificaciones introducidas por la Comisión al proyecto de ley en estudio, dichos informes han perdido su oportunidad, razón por la cual nos hemos limitado sólo a mencionar las materias sobre las cuales recaen, quedando estos informes a disposición de los señores Senadores, en la Secretaría de la Comisión.

- - - - -

MODELOS DE REGULACION QUE SE HAN ADOPTADO EN OTROS PAISES





Los modelos adoptados por los diversos países para incentivar el desarrollo de la competencia en el sector de telecomunicaciones, difieren unos de otros y su elección ha estado condicionada por la realidad de cada país.





A continuación, con el propósito de arrojar más luz sobre el tema, se describe brevemente la experiencia al respecto de Estados Unidos, Australia, Nueva Zelandia, Canadá e Inglaterra.

Estados Unidos.





En Estados Unidos, mediante un proceso judicial, se optó por fragmentar la ATT en siete compañías locales (las Bell) y una empresa operadora de larga distancia  (la ATT).





Las Bell fueron restringidas a la provisión de redes locales y de larga distancia al interior de las denominadas LATAs (Local  Acces and Transport Areas).  Para este efecto, cada Estado dio origen a una o más LATAs.





Por su parte, la ATT fue restringida a la provisión de redes de larga distancia para las comunicaciones entre LATAs, en régimen de competencia con otros  "carriers" y sometida  a un esquema de  "regulación  asimétrica".





Asimismo, se instauró el "acceso igualitario" de los carriers a las redes locales y un sistema de "multicarrier contratado", que permite a los usuarios optar por el carrier de su preferencia y adicionalmente optar por otro mediante discado.





Los principales resultados de estas medidas han sido los siguientes:





1.- La ATT tiene una participación cercana al 50% en el mercado de larga distancia.





2.- Existen aproximadamente 500 carriers, con medios propios o arrendados a terceros, siendo los principales competidores de la ATT las empresas MCI y US Sprint.





3.- Las tarifas de larga distancia se han reducido considerablemente y se ha acelerado la oferta de nuevos servicios.





4.- Los carriers presionan constantemente al FCC para que aumente su regulación sobre la ATT.





5.- Las Bell también ejercen presión para ampliar sus posibilidades de negocios hacia los servicios de valor agregado y la larga distancia.  Asimismo, han comenzado a invertir en el extranjero.

Australia





En Australia se ha autorizado la entrada de un nuevo operador que competirá con la empresa monopólica integrada existente.





El nuevo operador competirá en la larga distancia mediante un sistema multicarrier de abonados e irá desarrollando gradualmente su propia red local.





Esta situación duopólica se mantendrá hasta 1997, cuando se elimine la prohibición de ingreso de nuevos operadores.





Además de estas medidas, se ha creado Austel, entidad que regulará el sector.

Nueva Zelandia





En Nueva Zelandia se ha optado por la total desregulación del sector, permitiéndose la entrada de nuevos operadores que han comenzado a competir con el operador monopólico existente.





No existe una entidad reguladora sectorial.

Canadá





En Canadá existen compañías telefónicas que proveen el servicio telefónico integral en cada provincia, con sus propias redes locales y de larga distancia.





Los ingresos generados por las comunicaciones de larga distancia entre las provincias son captados por TELECOM, una asociación de las compañías telefónicas que, mediante un complejo mecanismo, los reparte entre sus asociados sosteniendo fuertes subsidios cruzados desde las comunicaciones de larga distancia al servicio local.





En el segmento internacional existe el monopolio de TELEGLOBE para las comunicaciones satelitales, existiendo la posibilidad de interconexión directa con otros operadores para las comunicaciones con Estados Unidos y México.





En los últimos años han surgido otros operadores que ofrecen servicios privados y comunicaciones de larga distancia a los usuarios de las redes públicas.  Entre éstos destaca UNITEL, que opera con su propia red de larga distancia a través del país, y CALL-NET, que es el principal "revendedor" de facilidades provistas por terceros.





Se espera que próximamente la entidad reguladora nacional (CRTC) resolver  sobre una solicitud de UNITEL para obtener acceso igualitario a las redes locales y el establecimiento de un sistema multicarrier contratado.

Inglaterra





En  Inglaterra, junto con la privatización de British Telecom (BT), se autorizó la entrada de un nuevo operador, Mercury, en todos los servicios de telecomunicaciones.





Actualmente, Mercury cubre alrededor del 5% del mercado, concentrado en servicios de larga distancia, públicos y privados.  Los suscriptores telefónicos de BT pueden acceder opcionalmente a los servicios de larga distancia de Mercury, presionando un botón en teléfonos provistos por esta empresa.





Recientemente, se ha abierto la posibilidad a otros operadores para proveer cualquier servicio de telecomunicaciones, salvo en la larga distancia internacional.  Entre las empresas que han entrado al servicio telefónico, se cuentan las que proveen  televisión por cable; interconectadas con BT y Mercury.





La autoridad (OFTEL) está promoviendo la experimentación de nuevas tecnologías que permitan acceder al usuario final sin utilizar la red local fija.

- - - - - -

OPINIONES TECNICAS RECIBIDAS POR LA COMISION





El señor Profesor del Departamento de Ingeniería Eléctrica, de la Facultad de Ciencias Matemáticas de la Universidad de Chile, don José Ricardo Melo señaló que, en cuanto a la Integración vertical, teóricamente, en este caso podría ser adecuada la segmentación, por un plazo limitado.  Sin embargo, es claro que la tendencia mundial es a la integración, y no sólo en los mercados telefónicos.





Agregó que la integración regulada puede ser una solución razonable, si hay garantías de que el control será efectivo, tal vez es mejor mantener una  cierta segmentación por un plazo prudente.





La aplicación de limitaciones a la(s) empresas(s) dominantes(s) durante un período inicial han dado resultados, en general, positivos (Japón).





Respecto al Multicarrier discado, condición casi esencial para la competencia.  Señaló que hoy este tipo de multicarrier es muy fácil de introducir, dado que la digitalización de centrales es casi total en Chile.





Indicó que debe prestarse atención desde ahora a problemas  prácticos con los usuarios: si difícilmente entienden de qué se trata el multicarrier, cómo se les enseñará a operar el servicio bajo reglas distintas? Puede haber grandes confusiones, y rechazo significativo de los usuarios no comerciales.





Respecto al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, indicó que no existen actualmente sistemas muy eficaces para promover las telecomunicaciones en zonas de alta rentabilidad social, si son deficitarias para las empresas.  El Fondo podría ser un camino de solución, aunque su mecanismo es complicado.





Sin embargo, añadió, en casi todo el mundo, quizás más realistamente, se siguen usando  simples subsidios cruzados por vía tarifaria.





Sobre las tarifas, indicó que la mayoría de los países (Norteamárica, Europa, Latinoamérica) están evolucionando hacia un sistema de "techo tarifario", más simple, y de control muy expedito por parte de la autoridad.  El sistema chileno podría también aproximarse a eso.





Recalcó que, en general, la tendencia mundial es a la baja de las tarifas reguladas.





En cuanto a la vinculación con servicios no regulados, señaló que hay que evitar subsidios ocultos, pero el método propuesto (tarifas referencias, igual rentabilidad marginal, etc.) podría ser injusto con las empresas.  Indicó que debe tratar de perfeccionarse.





Por otro lado, le parece conveniente definir más claramente que el proceso de fijación de tarifas corresponde esencialmente a la autoridad: los estudios y procedimientos  deberían ser ejecutados por ella, o al menos bajo su control directo.





Sobre las sanciones, indicó que dada la rapidez con que se suceden las situaciones en este sector, la autoridad debe tener la posibilidad de sancionar directamente, sin perjuicio de recursos judiciales posteriores.





Algunas de las sanciones, expresó, propuestas pueden resultar difíciles de aplicar (por ejemplo, condenar a un concesionario a operar bajo el nombre y a beneficio de un competidor), y por lo tanto, poco disuasivas en la práctica.





Respecto a los derechos de participación de los usuarios, opinó que la presente legislación otorga muy escasa participación a los usuarios.  De partida, se pueden cautelar mejor sus derechos estableciendo claramente el alcance de los servicios básicos, y obligando a que los restantes sólo puedan ser prestados bajo consentimiento especial del abonado.





Agregó que la reclamación sobre presuntos cobros indebidos podría tener una mejor sustentación legal, que estableciera procedimientos, presunciones adecuadas, etc.  Cree que los sistemas de control deberían ser mejorados.





Finalmente señaló que el organismo regulador podría evolucionar desde una filosofía de control "ex-ante" (que se ejerce fundamentalmente sobre las solicitudes de concesiones y permisos, burocrática y engorrosa  para las empresas, y que en la práctica es muy fácil de eludir), a un control "ex-post" (orientado a verificar que los servicios regulados operen efectivamente como se supone que deberían hacerlo).





El señor Gustavo Arenas, Presidente de la Comisión de Telecomunicaciones, del Colegio de Ingenieros de Chile A.G., señaló, por su parte, que una de las rigideces que actualmente tiene la Ley de Telecomunicaciones, es la derivada de la clasificación de los servicios.  Hizo presente, que en la medida que la técnica avanza, la frontera entre los distintos servicios tiende a desaparecer.  Por otra parte se van agregando nuevos servicios, los cuales  hacen que cualquier clasificación muy estricta resulte insuficiente en el corto plazo.





Lo anterior, señaló, obliga a que en el corto tiempo sea necesario volver a proponer modificaciones a la ley para incluir nuevos servicios o eliminar algunos ya obsoletos.





Su proposición respecto a este tema, consiste en clasificar los servicios en dos grandes grupos: Servicios Públicos y Servicios Privados.





Los servicios públicos incorporarían a todos aquellos servicios que sirven en forma directa al público general (telefonía, larga distancia nacional e internacional, redes públicas de datos, radiodifusión sonora y televisiva, etc.), es decir aquellos definidos en las letras a), b), e) de la actual ley.





Los privados incorporarían a aquellos necesarios para que personas naturales o jurídicas resuelvan sus propias necesidades de telecomunicaciones, pudiendo tener acceso a las redes públicas previo convenio con los proveedores de esos servicios.  Estos son los definidos en las letras c) y d), de la ley actual.





La subclasificación de los servicios, sus capacidades, atribuciones y limitaciones, a su juicio, debiera  hacerse en un reglamento dictado  por decreto supremo, permitiendo de esa forma a la autoridad, introducir modificaciones con mayor agilidad.





Manifestó que los documentos que se dicten en esta materia y aquellos que definan distintos servicios, deben explicarlos con claridad para un mejor conocimiento de los usuarios, pero no deben inhibir su materialización.  Por otra parte, deben coincidir con aquellos criterios que define el organismo internacional de telecomunicaciones la UIT. (Unión Internacional de Telecomunicaciones).





Respecto de los Planes técnicos fundamentales, señaló que muchos de los planes señalados en el primer inciso del artículo 24 actual y que no se modifica, hoy día no tienen razón de ser, debido, tanto ya sea al avance tecnológico o a la política de telecomunicaciones que se ha seguido en el país en cuanto a la privatización de las empresas del sector. No tiene sentido hablar de que existirá un plan fundamental de Tarificación, si el sistema tarifario está definido en la ley hasta sus últimos detalles. Menos aún lo tiene, hablar de un plan de gestión y de mantención de redes si las empresas son todas privadas e independientes en su gestión y con sus propios planes de manutención. Ni siquiera se requiere un plan de operación y funcionamiento de los servicios públicos de telecomunicaciones (habría que tener también uno para los servicios intermedios).





Cree que no es necesario que se mencione en la ley, cuales son los planes que regirán el sector, basta señalar que:





Los servicios de telecomunicaciones, según corresponda a su naturaleza, deberán someterse al marco normativo técnico constituido por el Reglamento General de la Ley, los Planes técnicos Fundamentales, Reglamentos de servicios, Normas técnicas e Instructivos que la Subsecretaría dicte para el adecuado funcionamiento de los distintos servicios de telecomunicaciones.





Agregó que la definición de larga distancia, está basada en la actual estructura jerárquica de la Red de Telecomunicaciones.  Sin embargo dicha estructura está obsoleta desde el momento  en que se  digitaliza dicha red.  Luego parece ser que la definición no está destinada a perdurar.





En cuanto a la idea del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, creo que es positiva la creación de un Fondo, sin embargo estima que la forma de financiamiento propuesto no parece ser la más adecuada al crearse un impuesto adicional a las  llamadas de ingreso al país.





Sobre las fuentes de ingreso existentes, opinó que existe otra fuente de ingresos generados por el sector de telecomunicaciones y que está incorporada en el artículo 32 de la presente ley y corresponde al pago por derechos por utilización del espectro radioeléctrico.  Los ingresos que obtiene el Estado por este  concepto son suficientes para crear el Fondo de Desarrollo de Telecomunicaciones.





Puede usarse el mismo criterio empleado en el artículo 36 bis, donde establece su inciso cuarto que el  40% del producto de las multas que establece ese artículo se destinarán al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.





Indicó que habría necesidad de modificar el artículo 32 y que en el presente proyecto de ley, no es modificado y que se refiere al pago de derechos por utilización del espectro radioeléctrico.





Este artículo estimó, debe ser modificado, en la letra d), cuando se refiere a los factores que deben considerarse en la radiodifusión sonora o de libre recepción para el cobro de dichos derechos.  Los factores actualmente considerados son los siguientes:





- Potencia de transmisión





- Ancho de banda





- Bandas de frecuencias en que opera cada transmisor, cuando se asigne más de una de ellas.





- Cada enlace estudio-planta estará afecto al pago de 1 UTM al año.





De acuerdo a este artículo, una radioemisora de  1 Kw. de potencia, instalada en el centro de Santiago, pagará los mismos derechos que otra de la misma potencia instalada en una localidad apartada, tal como Lonquimay por ejemplo.   Lo mismo el enlace estudio-planta de dichas radioemisoras.





Cree que debe incluirse el concepto de ubicación geográfica y/o densidad poblacional del lugar donde la radioemisora se encuentra operando, de forma tal que aquellos servicios otorgados en localidades apartadas se vean favorecidos en relación con los de las grandes ciudades, pagando menos derechos que estos últimos, o bien no pagando nada en aquellos casos de instalaciones remotas o fronterizas,  tales como:  Putre, Isla de Pascua, Puerto Williams, Bases Antárticas, Lonquimay, etc.





Indicó que lo mismo debe considerarse para el caso de la Televisión debiendo modificarse el artículo 32 letra e).





Finalmente señaló que el mismo concepto de ubicación geográfica, es válido para todos quienes usan frecuencias en el servicio fijo móvil.  Puesto que, es distinto hacer uso de frecuencias VHF y UHF en localidades donde las bandas están saturadas y existe gran demanda por ellas, que en otras en donde hay disponibilidad y el espectro se encuentra disponible en su gran parte.  Cabe tener presente, que en aquellas ciudades de gran densidad de radiocomunicaciones la autoridad se ve exigida a efectuar un estricto  control del uso de las frecuencias con el consiguiente empleo de personal y equipo altamente especializado y de alto costo.

- - - - - -

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO





De acuerdo al Mensaje, la iniciativa en estudio constituye un desglose del proyecto de ley contenido en el Mensaje Nº 11-325, de 25 de septiembre de 1992, que tiene por objeto legislar en forma más acelerada sobre las siguientes materias específicas:





a) Definición de las formas de acceso a los servicios de telefonía local y de larga distancia, nacional e internacional;





b) Implementación del Sistema Multiportador Discado para las comunicaciones telefónicas de larga distancia nacional e internacional, con las respectivas adecuaciones en el sistema de fijación de tarifas;





c) Obligatoriedad de las interconexiones entre redes de telecomunicaciones, en el caso de los concesionarios de servicios públicos y de servicios intermedios que prestan servicios telefónicos de larga distancia;





d) Creación de un Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones para incentivar la expansión del servicio telefónico en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos;





e) Sanciones por incumplimientos, y





f) Adecuación del tipo de concesiones para prestar servicios de larga distancia, a la clasificación de los servicios de telecomunicaciones vigente.





Agrega el Mensaje que este conjunto de modificaciones a la ley vigente, se enmarca dentro de las ideas matrices del Mensaje Nº 11-325, del cual el presente es un desglose, y en el que se expone que el Gobierno, al proponer la nueva normativa legal, ha tenido en consideración la importancia vital que reviste para Chile asegurar el desarrollo acelerado y eficiente de las telecomunicaciones, tanto para posibilitar como para acrecentar el dinamismo de su economía y la competitividad de sus exportaciones.





Las telecomunicaciones han experimentado, en los últimos años, las mayores tasas de crecimiento e inversión de la economía chilena, lo que ha permitido incorporar la tecnología de punta de los países desarrollados.  No obstante lo anterior, la densidad telefónica básica en el país, cercana a 10 líneas por cada 100 habitantes, se encuentra aún muy por debajo del 20% existente en los países de desarrollo similar al nuestro.





Este hecho se hace más patente en los sectores rurales y urbanos de bajos ingresos, que no constituyen un mercado atractivo para la inversión privada, pero frente a los cuales el Gobierno se haya obligado a crear las condiciones adecuadas para lograr la satisfacción de las necesidades de comunicación de la población, en cumplimiento de su deber constitucional de obtener el bien común.





A esta situación se suma el hecho de que tanto el mercado de la telefonía básica como el de larga distancia se encuentran dominados por dos grandes empresas, aparte la subsistencia de otras pequeñas compañías.  Esto no ha permitido que el auge y los beneficios que el desarrollo ha tra¡do para las empresas se traduzca en beneficios para los usuarios.





En el caso específico de la telefonía de larga distancia, nacional e internacional, a pesar de que nuevas empresas han obtenido concesiones y de que se encuentran operando en el mercado, los beneficios de la competencia no se evidencian en los usuarios.





Una consideración especial merece la normativa legal que regula el sector de las telecomunicaciones que, atendido el vertiginoso e impredecible avance de la tecnología, ha dejado obsoletas muchas de sus disposiciones y da la impresión de que la ley frena el desarrollo y no se ajusta a este cambio incesante.  Además, el poder económico de las empresas es de tal envergadura, que ni la ley ni la capacidad normativa, reguladora y fiscalizadora de la Subsecretaría de Telecomunicaciones han sido suficientes para enmarcar dentro de la legalidad a dichas empresas.





Una de las más lamentables consecuencias de lo expuesto anteriormente es la "litigiosidad" del sector, que se ha traducido en multiplicidad de controversias jurídicas ante los diversos tribunales: ordinarios, autoridades administrativas; Comisión Resolutiva del decreto ley Nº 211, de 1973; Contraloría General de la República, tribunales arbitrales y de policía local.





Los conceptos anteriormente se¤alados fueron reafirmados en el seno de vuestra Comisión por el Ministro señor Molina, quien se¤aló que, en síntesis, los contenidos del presente proyecto de ley son los siguientes:





En primer lugar, el proyecto establece que los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones podrán prestar servicio telefónico de larga distancia nacional e internacional, a través de empresas filiales o coligadas, constituidas como sociedad anónima abierta.





Asimismo, los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones podrán, prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general, directamente o mediante las modalidades de sistema multiportador discado y contratado.





Cabe destacar que la actual Ley General de Telecomunicaciones permite la participación de las empresas de telefonía pública en la larga distancia y que las nuevas disposiciones propuestas en este proyecto de ley están orientadas a garantizar la sana competencia y la mayor transparencia en las conductas de las empresas que prestan los servicios de larga distancia, de modo que los usuarios de estos servicios se beneficien efectivamente de importantes reducciones tarifarias y de significativos aumentos de la calidad de servicio.





También es necesario hacer presente que esta posición del Ejecutivo es concordante con la Resolución Nº 389 de la H. Comisión Resolutiva, de fecha 16 de Abril del presente año, tanto en su parte declarativa como en el contenido de sus considerandos.





En segundo lugar, el proyecto establece que los concesionarios de servicio público telefónico deberán implantar el sistema multiportador discado, de modo que los usuarios puedan seleccionar en cada llamada la empresa de larga distancia de su preferencia.  Estas disposiciones se complementan con un conjunto de salvaguardas para garantizar la sana competencia en los servicios de larga distancia.





En tercer lugar, en materia de obligatoriedad de interconexiones entre redes de telecomunicaciones, se faculta a la autoridad del sector para normarlas y fiscalizarlas adecuadamente, explicitándose las condiciones necesarias para preservar la integridad de la red pública telef¢nica.





Debe recordarse que en el tercer proyecto  de ley, se contemplaba un mecanismo distinto para lograr este mismo objetivo de desarrollo de la red en aquellos segmentos menos rentables del mercado, conformado por las zonas y sectores sociales más pobres o más alejados de los centros de desarrollo nacional y regional.  Dicho mecanismo requer¡a prohibir y sancionar fuertemente el denominado "by-pass" de las redes telefónicas.  El mecanismo aquí propuesto, Fondo de Desarrollo, permite focalizar mejor los subsidios y evita la regulación del "By-pass".





Para financiar dicho Fondo, se establece a beneficio fiscal, por un per¡odo de tiempo acotado a siete años, un derecho de acceso al territorio nacional para las comunicaciones telefónicas de larga distancia que ingresan al país.  La asignación de proyectos y subsidios para su ejecución se hará por concursos públicos, que realizará periódicamente el organismo que administrará el Fondo, el Consejo; este Consejo estará integrado por representantes del Ejecutivo y del sector privado.





En quinto lugar, se perfeccionan los procedimientos de fijación de tarifas contenidos en la ley vigente, con el propósito de adecuarlos a la existencia del sistema multiportador discado y de prevenir la existencia de subsidios cruzados desde los servicios regulados a los no regulados.  En este último caso, se trata de evitar abusos monopólicos, que perjudiquen a los usuarios del servicio público telefónico regulado y que generen condiciones de competencia desleal en los servicios de telecomunicaciones no regulados.





En sexto lugar, se establecen  las sanciones por incumplimiento de estas nuevas disposiciones.





Finalmente, en el artículo tercero del proyecto, se adec£an concesiones otorgadas a la Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A., a la clasificación de los servicios de telecomunicaciones establecida en el artículo 3º de la actual Ley General de Telecomunicaciones.





Por último, señaló el señor Ministro cabe destacar que para asegurar la eficacia de las señaladas modificaciones a la Ley General de Telecomunicaciones, resulta indispensable fortalecer la capacidad fiscalizadora y normativa del Estado.  Por esta razón, el Ejecutivo enviará dentro del plazo de 90 días, un proyecto de ley con "suma" urgencia para su tramitación, para crear la Superintendencia de Telecomunicaciones.

- - - - - -





Cabe hacer presente que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recibió el día 24 de Noviembre de 1993, en audiencia pública, a las empresas del sector de telecomunicaciones, las cuales , previo sorteo en que se determinó el orden en que se efectuar¡an las exposiciones, procedieron a dar a conocer en forma verbal su opinión sobre los aspectos legales y técnicos del proyecto de ley en estudio, acompañándose por ellas una completa documentación y dando respuesta a las consultas que se les formularon.




En dicha sesión el H. Senador señor Otero dejó constancia que "ha tomado conocimiento que el Estudio de Abogados del cual formaba parte antes de ser Senador y al cual dejó de pertenecer apenas juró como tal, ha asumido obligaciones profesionales para con una empresa de Telecomunicaciones.  No obstante que se trataría de materias totalmente ajenas a esta ley y el hecho de que no es miembro ni tiene interés alguno en dicho Estudio Jurídico, la circunstancia de tener comunidad de techo con éste podría aducir que el Presidente de la Comisión tiene algún interés comprometido en la materia".





Agregó que "lo más importante no es sólo ser honrado sino también parecerlo.  Es por ello que, apenas se enteró de esta situación, ha comunicado a los miembros de la Comisión que, a contar de este momento, se abstendrá de participar e intervenir en la Comisión en todas aquellas materias de este proyecto de ley que digan relación con la prestación de servicios públicos de telecomunicación internacional y de larga distancia en las cuales hay intereses contrapuestos entre las distintas empresas de Telecomunicaciones.". Señaló que "lamenta mucho tener que tomar esta decisión, dado que esta materia la ha estudiado a fondo".  Declaró conocer el proyecto y estar convencido que la nueva normativa legal es de gran importancia para el desarrollo del país.  Sin embargo, añadió estar convencido que la debida transparencia legislativa exige evitar todo tipo de suspicacias y susceptibilidades.".





Enfatizó que "ello no obsta a que pueda participar y votar en la Sala, por cuanto no se siente inhabilitado, en modo alguno, para ello.".





En seguida, se dio plazo hasta el 13 de Diciembre de 1993, a las empresas para que enviaran a esta Comisión sus observaciones por escrito al articulado del proyecto.





Los antecedentes proporcionados por las empresas interesadas, se encuentran en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

- - - - - -

DISCUSION GENERAL





Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó la exposici¢n del señor Ministro del Transportes y Telecomunicaciones, don Germán Molina, quien reiteró las ideas, fundamentos y objetivos del proyecto, ampliando la información contenida en el Mensaje.





Señaló que la política de telecomunicaciones del Gobierno se orienta, fundamentalmente, a posibilitar el acceso de los usuarios a los servicios de telecomunicaciones al mínimo costo, a que estos servicios se amplíen y diversifiquen y, en particular, que el servicio telefónico básico tenga tarifas accesibles para el máximo de la población, aumentando su cobertura geográfica y su penetración.





En relación a las empresas operadoras, a¤adió, interesa que tengan la capacidad y los incentivos requeridos para disponer del capital necesario para su desarrollo, que no haya barreras para la incorporación eficaz de los avances tecnológicos a la infraestructura de telecomunicaciones y que no existan restricciones para implementar, oportunamente, la oferta de servicios, en concordancia con el crecimiento y diversificación de la demanda.





Desde el punto de vista del bien común, indicó, se considera indispensable que prime la eficiencia en los procesos de inversión y en la operación de los medios técnicos y que se produzca un desarrollo armónico de la red básica de telecomunicaciones.





Para estos efectos, señaló, al Estado le corresponde asumir un rol esencial e insustituible, en la promoción de la sana competencia y en la regulación de los monopolios naturales y en las externalidades de los procesos de telecomunicaciones, por una parte.  Por otra, agregó, que le corresponde crear los incentivos necesarios para aumentar la cobertura y penetración del servicio telefónico básico en sectores marginados, donde los incentivos de mercado son insuficientes.





En síntesis, manifestó el señor Ministro, que se trata de establecer "reglas del juego" que posibiliten el óptimo aprovechamiento de la capacidad empresarial del sector privado, en beneficio de la comunidad en general.





Respecto a la participación de las empresas operadoras en el mercado de servicios de telecomunicaciones indicó que la actual Ley General de Telecomunicaciones consagra el propósito de la libre competencia, sin monopolios legales de ningún tipo, pudiendo cualquier empresa, que obtenga la correspondiente autorización, prestar servicios de telecomunicaciones, sin limitación alguna.





Es de todos conocido, enfatizó, que en 1989 se originó un largo litigio, a raíz de una consulta de las autoridades de la época de la Subsecretaría de Telecomunicaciones a los Organismos Antimonopolios, sobre sendas solicitudes de concesión de CTC y ENTEL para participar con medios propios en los servicios de larga distancia y locales, respectivamente.





Cabe destacar, señaló el señor Ministro, que de acuerdo a la ley vigente, correspondía otorgar ambas concesiones.  Sin embargo, la autoridad, teniendo en cuenta que tales actos, sin los debidos resguardos, podrán obstaculizar la introducción de la competencia en la larga distancia, estimó que esta materia debía ser resuelta por los organismos creados por la ley, con facultades exclusivas para prevenir y corregir los atentados a la libre competencia.





En cuanto a la Resolución 389 de la H. Comisión Resolutiva, de fecha 16 de abril de 1993, se¤al¢ que la Comisión Resolutiva, en uso de sus facultades exclusivas, estableció, por la unanimidad de sus miembros, las regulaciones necesarias para el resguardo de la libre competencia en la larga distancia, y requirió del Ejecutivo la implementación y fiscalización del cumplimiento de este fallo, en lo que le es atingente, según su competencia en la definición de la política de desarrollo del sector.





Destacó, el señor Ministro, que las conclusiones contenidas en la Resolución 389, fueron el resultado de un largo proceso ante los organismos antimonopolios, en que se analizaron las opiniones de las empresas y de peritos consultados especialmente para este efecto.





En síntesis, se¤aló el señor Ministro, la Comisión Resolutiva consideró que el mercado de las telecomunicaciones de larga distancia puede llegar a ser competitivo, siempre que se establezca un marco regulatorio eficiente y estrictamente controlado, con drásticas sanciones para los infractores.  Resultando para este efecto indispensable la existencia de un sistema que permita al usuario elegir a la empresa de larga distancia de su preferencia.





A juicio de esa Comisión, indicó, no es conveniente segmentar el mercado de telecomunicaciones en mercados de telefonía y de otros servicios, y en mercados de telecomunicaciones local y de larga distancia nacional e internacional, debido a que los avances tecnológicos dificultan cada vez más hacer tales distinciones y segmentaciones, las que quedan o han quedado obsoletas con gran rapidez.





Por esta misma razón, la Comisión consideró que tampoco es deseable impedir el ingreso de empresas nuevas, ya sea a los servicios locales o de larga distancia.  Sin embargo, como existe el riesgo de que se produzcan abusos monopólicos en las conductas y operaciones de las empresas, se establecen las condiciones que deben cumplir las que decidan participar simultáneamente en la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones y de larga distancia telefánica.  Para ello, la Comisión decidió que deberán hacerlo por intermedio de empresas filiales o coligadas, que tienen que constituirse como sociedades anónimas abiertas, de modo que se puedan identificar fácilmente los costos de transferencia, entre otros factores.





Declaró que el Ejecutivo coincide plenamente con las regulaciones establecidas por la Comisión Resolutiva en su fallo, por cuanto éstas son funcionales a la política del Gobierno, cuyos propósitos fundamentales son la promoción de la sana competencia y el aumento de la cobertura del servicio telefónico.





Como Fundamentos Técnico-Económicos, se¤aló que, a juicio del Ejecutivo, un sistema regulatorio eficiente debe orientarse a promover la inversión privada, la modernización de las redes y el aprovechamiento óptimo de los recursos técnicos y de la capacidad empresarial, para asegurar el aumento sostenido en la cobertura y diversificación de los servicios, mejorando su calidad y reduciendo sus costos.





En general, toda restricción artificial al acceso de los mercados de telecomunicaciones, a su juicio, como serían las segmentaciones totales por servicios o criterios geográficos, necesariamente redundará en mayores tarifas y servicios de menor calidad.





Con la digitalización de las redes de telecomunicaciones, proceso que coloca a Chile a la cabeza del mundo, hoy lo eficiente es tender a la prestación en forma integrada, por un mismo medio, de todos los servicios que el avance tecnológico permita.  A corto plazo por el tel‚fono la gente va a poder estar conectada en televisión, dato, voz, a partir de la digitalización total de su red.





En consecuencia, una segmentación total de las redes de telecomunicaciones por servicios, equivale a forzar una subutilización de las mismas, con consecuencias nefastas para su expansión y modernización, en perjuicio de los usuarios.





Por otra parte, segmentar totalmente las redes según criterios geográficos, en redes locales y de larga distancia, sin hacer distinciones por servicios, significaría fortalecer el poder monopólico de las compañías telefónicas locales, pasando todos los usuarios de cualquier servicio a ser cautivos de éstas.





En este contexto, el Ejecutivo, señaló el señor Ministro, ha llegado a la convicción que lo más conveniente para el país no es excluir a empresas de determinados servicios, sino establecer regulaciones para su participación, en términos que sean coherente con la legalidad vigente, sobre cuyos aspectos más relevantes pasó a referirse a continuación.





Señaló, respecto a los Antecedentes Legales y Constitucionales:





1º.- Que las concesiones vigentes reconocen el derecho que tienen las compañías telefónicas para prestar servicios de larga distancia.





El artículo 26 de la actual Ley General de Telecomunicaciones establece que dichos concesionarios, para instalar medios propios de larga distancia, deben solicitar la concesión correspondiente.





Es decir, las compañías telefónicas tienen un derecho adquirido, porque sus concesiones actuales se¤alan que, conforme al artículo 19 Nº 24 de la Constitución, no puede ser privadas sino conforme a una expropiación.





Existen informes en derecho de juristas que han opinado en un sentido u el otro.  Para el Ejecutivo la segmentación es inconstitucional a menos que se expropie.





2º.- Que el artículo 2º de la Ley General de Telecomunicaciones establece el derecho que tienen todas las personas para tener un libre e igualitario acceso a las telecomunicaciones y a optar a las concesiones y permisos que establece la ley.  Sólo la ley puede establecer los casos de excepción a esta regla.





Esta norma es coincidente con el artículo 19 Nº 2 de nuestra Constitución, que establece la igualdad ante la ley.





Ambas normas tienen importancia porque de prohibirse el acceso de las compañías concesionarias de servicio público a la larga distancia, se estaría vulnerando el propósito de igualdad ante la ley.





La posibilidad que la Ley General de Telecomunicaciones otorga, en sentido de establecer excepciones por ley al libre e igualitario acceso a las telecomunicaciones, debe interpretarse restrictivamente porque implica afectar a un derecho.  En tal sentido, por una parte, tales excepciones no podrían hacer desaparecer la igualdad ante la ley y, por la otra, la ley no habla de prohibiciones, sino de excepciones.  Finalmente, es una norma de rango legal que no podría vulnerar la Constitución.





3º.- Que el artículo 19 Nº 21 de nuestra Constitución establece el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.





Esta norma consagra la libertad de empresa y sólo establece dos límites para ella:





1) El respeto a las normas que regulan la respectiva actividad, y





2) El no contrariar la moral, el orden público y la seguridad.





Establecer la segmentación absoluta significa impedir la libertad de empresa.  Esta puede ser objeto de regulaciones que la limiten o la condicionen, pero no pueden afectarla en su esencia ni impedir su libre ejercicio.





Lo anterior, indicó el señor Ministro, tiene especial relevancia puesto que, conforme al Nº 26 del artículo 19 de nuestra Constitución, las normas que regulen, complementen o limiten un derecho, no pueden afectarlo en su esencia ni impedir su libre ejercicio.





Destacó que el Tribunal Constitucional ha definido cuando se afecta un derecho en su esencia y cuando se impide su libre ejercicio.  Ha señalado que se afecta un derecho en su esencia cuando se priva de aquello que le es consustancial, de tal manera que deja de ser reconocible.  Y se impide su libre ejercicio, cuando el legislador lo somete a exigencias que lo hacen irrealizable, lo entraban más allá de lo razonable o lo privan de su tutela jurídica.





Es decir, se afecta un derecho en su esencia o se impide su libre ejercicio cuando para el titular del mismo no hay manera que pueda realizar su derecho por las restricciones establecidas por la ley.





Cabe hacer presente que dentro de la expresión "orden público" está comprendido el "orden público económico", una de cuyas manifestaciones es la libre competencia.  En principio, ésta se garantiza no prohibiendo la libertad de empresa sino que regulando un mercado trasparente.





4º.- Finalmente, en este aspecto, señaló el señor Ministro, ningún órgano del Estado puede establecer discriminaciones arbitrarias, es decir, aquellas distinciones o diferenciaciones que sean contrarias a todo fundamento racional.





La prohibición de establecer discriminaciones arbitrarias es una manifestación de la igualdad ante la ley e impide los grupos o personas privilegiadas.





A su juicio establecer la segmentación absoluta implica otorgar un privilegio en favor de las empresas que pueden ingresar al área protegida.  Ello vulnera la igualdad ante la ley y constituye una discriminación arbitraria.





Respecto del sistema multiportador discado, indicó el señor Ministro, que debido a que aún existen condiciones de monopolio natural en la red local telefónica, una condición indispensable para posibilitar la sana competencia entre las redes de larga distancia, sobre la que existe consenso amplio, es que el usuario final pueda elegir directamente los servicios de larga distancia telefónica.





Informó que actualmente existen dos sistemas que permiten dicha elección directa:  el sistema multiportador discado y el sistema  multiportador contratado.  El primero permite que el usuario elija en cada llamada la empresa de larga distancia de su preferencia.  En el segundo, el usuario establece un convenio con una empresa de larga distancia específica, para que ésta le curse todas sus llamadas de larga distancia.





Debido a los costos de implementación, el sistema multiportador discado es el más conveniente para los usuarios en general.  La modalidad contratada resulta más atractiva para los usuarios de mayor tráfico, normalmente empresas importantes.





Por esta razón, señaló el señor Ministro, es que el proyecto de ley obliga a las compañías telefónicas a establecer el sistema multiportador discado para todos sus usuarios y permite, específicamente, el establecimiento de la modalidad contratado como una opción.





Además, añadió, el artículo 24 bis, nuevo, fija las salvaguardas necesarias para garantizar la no discriminación en todos los aspectos:  tarifarios, técnicos, comerciales y publicitarios.





Con el propósito de reducir las barreras de entrada a la larga distancia para los nuevos operadores y para que los usuarios de todo el país puedan beneficiarse de la competencia, se obliga a los operadores de redes monopólicas, afectos a regulación de tarifas, a prestar servicios a las otras empresas de larga distancia, en términos no discriminatorios.





Respecto a la obligatoriedad de las interconexiones, sin lo cual el Multicarrier no tiene sentido, en la práctica, los mecanismos de la ley vigente han mostrado ser insuficientes para lograr este propósito.  Muestra de ello han sido los numerosos y prolongados juicios ante los Tribunales de Justicia.





Para facilitar el ingreso de nuevos operadores y las ampliaciones de las redes de telecomunicaciones de los operadores existentes, resulta indispensable garantizar la interconexión expedita entre redes, en términos no discriminatorios y según tarifas que respondan a costos.





El proyecto de ley faculta a la autoridad del sector para normar y fiscalizar las necesarias interconexiones entre redes de telecomunicaciones, en cuanto a sus aspectos técnicos, tarifarios, procedimientos y plazos.





En cuanto a las adecuaciones en el sistema de fijación de tarifas, indicó que lo deseable es que las redes telefónicas sean utilizadas de un modo eficiente, tendiéndose a incorporar en ellas una gran variedad de servicios, además del telefónico.





Sin embargo, debe prevenirse que el servicio telefónico regulado subsidie a los demás servicios, ya que ello significaría tarifas excesivas para los usuarios del servicio telefónico básico y condiciones de competencia desleal en los mercados no regulados.  Las modificaciones propuestas a los artículos 30 E y 30 F,  apuntan precisamente a resolver este problema que ha sido una de las materias más debatidas y que la opinión pública y los usuarios están presenciando.





Indicó que la modificación al artículo 30 G es necesaria para adecuar el cálculo de las tarifas reguladas, a las formas de acceso al servicio telefónico local y de larga distancia que define el proyecto, y a la existencia del sistema multiportador discado.





Luego, el señor Ministro, se refirió al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, señalando que, en el convencimiento de la importancia del acceso de todos los chilenos al servicio básico telefónico, para lograr su incorporación plena a las actividades productivas y sociales de una sociedad moderna, resulta indispensable la acción del Estado para incentivar la ampliación de dicho servicio básico en aquellos segmentos no rentables desde el punto de vista privado, conformado por las zonas y sectores sociales más pobres o más alejados de los centros de desarrollo nacional y regional.





Este proyecto de ley revisado propone la creación de un Fondo de Desarrollo, cuyos recursos permitirán financiar subsidios a proyectos específicos de expansión del servicio público telefónico.





En el proyecto se puede observar como se constituye el Fondo, desde el punto de vista administrativo, su operación, como los recursos para su financiamiento.





En cuanto al Derecho de Acceso al Territorio Nacional, que tiene que ver con este Fondo, indicó los fundamentos del Ejecutivo para establecer este derecho de acceso en los segmentos que se exponen a continuación:





Por razones históricas, los convenios tarifarios internacionales no se basan en los costos económicos de proveer el servicio telefónico internacional.





Esta práctica favorece a países como Chile, permitiéndoles obtener importantes excedentes sobre el costo económico de sus redes nacionales.





A modo de ejemplo, señalo el señor Ministro, en el año 1991 dicho excedente para Chile fue del orden de US$ 80 millones, los que en virtud de los decretos tarifarios vigentes, fueron percibidos en aproximadamente un 70% por ENTEL-CHILE y un 30% por las compañías telefónicas, en virtud de los convenios de acceso a las redes locales.





Por constituir estos excedentes, en la práctica, una renta para el país, los criterios que se apliquen para su asignación introducen mínimas distorsiones desde el punto de vista de la eficiencia económica.  De hecho, en los decretos tarifarios vigentes se optó por legitimar los acuerdos históricos entre ENTEL y CTC, sobre esta materia fundamentalmente.





Sin embargo, el hecho de que las compañías telefónicas perciban una fracción de estos excedentes mediante el cobro de tarifas  de acceso a sus redes, para las comunicaciones internacionales, ha mostrado ser altamente ineficiente, ya que ha significado un fuerte incentivo para hacer "by-pass" a las redes públicas telefónicas.





Por otra parte, añadió el señor Ministro, las tarifas internacionales a público en Chile, actualmente reguladas, consideran el costo económico de las redes nacionales y los pagos a corresponsales extranjeros en los países de destino de las llamadas telefónicas.  En consecuencia, los excedentes para los operadores nacionales se generan en las llamadas entrantes al territorio nacional, no reguladas.





Añadió que otro elemento a tomar en cuenta es que, gracias al incremento sostenido del tráfico telefónico internacional, los excedentes anuales percibidos por el país por este concepto han mantenido una tendencia creciente, a pesar de la tendencia a la baja de las tarifas internacionales.





Destacó que este derecho de acceso deberá ser pagado sólo por los concesionarios de servicios intermedios que cursan tráfico telefónico internacional hacia el país, ya que según el artículo 26 propuesto por el Ejecutivo, en el futuro sólo estos concesionarios podrán prestar servicio telefónico de larga distancia nacional e internacional y establecer convenios con corresponsales extranjeros para este efecto.





En este contexto, indicó, establecer un derecho de acceso al territorio nacional, uniforme, de US$ 0,2 por minuto, para todas las comunicaciones telefónicas que ingresan al país, independientemente de si su destino son redes públicas o privadas, y por un período acotado de 7 años, resulta el instrumento, a su juicio, más adecuado para garantizar la equidad en la asignación de la renta internacional que percibe el país.





De este modo, el Fisco podrá disponer de recursos equivalentes a aproximadamente un 20% del excedente internacional.





Manifestó que para asegurar la eficacia de las nuevas regulaciones propuestas en el proyecto, resulta indispensable facultar al ente regulador para sancionar fuertemente su incumplimiento.





Específicamente, se proponen sanciones entre 100 y 1.000 UTM para los infractores a las disposiciones relativas al sistema multiportador discado, interconexiones y formas de acceso al servicio telefónico local y de larga distancia.





Para prevenir el mal uso de la información sobre los usuarios, por parte de las empresas de larga distancia, se propone sancionarlo con multas entre 100 y 1.000 UTM.





Por último, señaló el señor Ministro, se establecen sanciones para los beneficiarios de subsidios que no cumplan con las obligaciones respectivas, las que pueden alcanzar hasta tres veces el monto del subsidio asignado.





Finalmente, señaló, en cuanto al artículo de adecuación de concesiones de ENTEL-CHILE, que existen concesiones otorgadas a ENTEL-CHILE, con anterioridad a la actual Ley General de Telecomunicaciones, cuyas denominaciones y alcances no han sido regularizadas por ley, a la fecha, como ha sido la práctica en otros casos.





El propósito del artículo tercero del proyecto es solucionar esta anomalía, en beneficio de la equidad y transparencia de las "reglas del juego" del sector telecomunicaciones.





Una vez finalizada la exposición del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la Comisión dejó constancia de su agradecimiento a las personas que se detallan al comienzo del presente informe, por la colaboración prestada y los numerosos antecedentes aportados para el estudio del proyecto de ley en informe, como asimismo desea manifestarles que evaluó debidamente las observaciones verbales y escritos que tuvieron a bien exponer, las que fueron debidamente ponderadas durante la discusión particular de este proyecto de ley.

- - - - - -





La Comisión, una vez escuchadas las intervenciones de las personas individualizadas al inicio de este informe y después de un detenido y extenso debate acerca de las materias ya reseñadas, y teniendo presente los antecedentes verbales, legales y técnicos anteriormente se¤alados, aprobó, la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre, Navarrete y Páez.

- - - - - -

DISCUSION PARTICULAR





El proyecto de la H. Cámara de Diputados consta de tres artículos permanentes y de cinco artículos transitorios. 





El artículo 1º se encuentra estructurado sobre la base de 10 numerales, que introducen modificaciones a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.





Las disposiciones anteriores se pasan a analizar a continuación, en forma detallada, siguiendo el mismo orden en que aparecen en el proyecto de la H. Cámara de Diputados, efectuando para ello una breve descripción del contenido de cada una de ellas, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular, y de los acuerdos adoptados a su respecto.

Nº 1.

Artículo 3

letra e)





Mediante el número 1, del artículo 1, se reemplaza la letra e) del artículo 3º de la ley Nº 18.168.





El artículo 3º de la ley Nº 18.168 clasifica los servicios de telecomunicaciones, para los efectos de dicha ley, en la siguiente forma:





a) Servicios de telecomunicaciones de libre recepción o radiodifusión;





b) Servicios públicos de telecomunicaciones;





c) Servicios limitados de telecomunicaciones;





d) Servicios de aficionados a las radiocomunicaciones, y





e) Servicios intermedios de telecomunicaciones.





Esta última letra, que se modifica por el número 1, del artículo 1º del proyecto, actualmente señala:





"e) Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituídos por los servicios prestados por terceros a través de instalaciones y redes destinados a satisfacer las necesidades de transmisión, y de conmutación de los servicios de telecomunicaciones de libre recepción o radiodifusión, servicios públicos de telecomunicaciones, servicios limitados de televisión y servicios limitados.".





Por su parte, la letra e) propuesta repite que los servicios intermedios de telecomunicaciones, están constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, pero modifica sus objetivos.





En efecto, en cuanto a las necesidades que deben satisfacer los servicios intermedios de telecomunicaciones, y a quienes deben prestar sus servicios, la norma nueva propuesta, señala, alternativamente, las necesidades de transmisión o de conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia, sólo a través de las redes públicas telefónicas, a la comunidad en general, a diferencia de la letra e), actual, que se refiere como un todo a las necesidades de transmisión y conmutación de los servicios de telecomunicaciones que indica, esto es, servicios de telecomunicaciones de libre recepción o radiodifusión, servicios públicos de telecomunicaciones, servicios limitados de televisión y servicios limitados.





Respecto a este numeral, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva del siguiente tenor:




"1.- Reemplázase en el artículo 3º la letra e), por la siguiente:





"e) Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión y/o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general.".





De acuerdo a lo manifestado por los representantes del Ejecutivo, la indicación busca flexibilizar y ampliar, el ámbito en que pueden actuar los concesionarios de servicios intermedios, para que también puedan ofrecer directamente al público servicios telefónicos de larga distancia, ya sea a través de las redes telefónicas, en cuyo caso lo harían en las modalidades de multiportador discado o contratado, o inclusive con by pass, es decir, con medios propios como hoy día ilegalmente algunas empresas lo harían, figura que se legaliza, pudiendo una empresa concesionaria de servicios intermedios llegar con medios propios directamente al usuario.





La diferencia fundamental es que al eliminar la expresión "sólo a través de las redes públicas telefónicas", que incorporó la H. Cámara de Diputados, se permite a los concesionarios de servicios intermedios prestar servicios directamente al usuario, ya que el procedimiento del "by pass" queda permitido en el sistema de integración regulada que contiene el proyecto.





Continuaron señalando que esta flexibilización la estiman necesaria para dar coherencia  a la integración regulada, ya que si una compañía de servicio público puede ofrecer, a través de una filial, servicios intermedios, la contrapartida es que los concesionarios de servicios intermedios puedan, bajo ciertas condiciones, también llegar al público, a diferencia del artículo propuesto por la H. Cámara de Diputados, que corresponde a la tésis de la segmentación total. Además, en opinión del Ejecutivo flexibiliza el campo en relación con los avances tecnológicos futuros, e incentiva la competencia.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores  señores  Cooper,  Hormazábal,  Larre, Mc Intyre y Navarrete.

Nº 2.

Artículo 10





Mediante el número 2., del artículo 1º del proyecto, se sustituye el actual artículo 10 de la ley Nº18.168, por otro, nuevo.





El actual artículo 10 señala que los servicios limitados cuyas transmisiones no excedan el ámbito del recinto de su instalación no requerirán de concesión ni de permiso.





La norma propuesta conserva esta oración, sustituyendo la palabra "recinto" por "inmueble", agregando que tampoco requerirán permiso cuando para exceder el ámbito del inmueble -sus transmisiones- , utilicen sólo instalaciones y redes autorizadas de concesionarios.





Por último, termina el artículo propuesto expresando que, para estos efectos, tendrán la calidad de inmuebles sólo aquellos que por su naturaleza lo sean, excluyéndose los inmuebles por destinación y adherencia.





Con fecha 10 de Diciembre de 1993, el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva del siguiente tenor:





"2.- Sustitúyese el artículo 10, por el siguiente:





"Artículo 10.- Los servicios limitados cuyas transmisiones no excedan el inmueble de su instalación o que utilicen sólo instalaciones y redes autorizadas de concesionarios de servicios intermedios para exceder dicho ámbito, no requerirán de permiso.  Para estos efectos, tendrán la calidad de inmuebles sólo aquellos que por su naturaleza lo sean, excluyéndose los inmuebles por destinación y por adherencia.".





Al respecto, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones manifestó que la ley vigente establece que los servicios limitados, aquellos que se dan a ciertos clientes en forma cerrada, requieren de permiso para poder operar y que la indicación establece una excepción, consistente en que cuando el servicio limitado para exceder del inmueble de su instalación utiliza instalaciones y redes de concesionarios intermedios, no requiere tal permiso.





Agregó que la norma aprobada en primer trámite constitucional le merece reparos, pues se refiere, por ejemplo, a que tales permisos limitados no requerirán de concesión ni de permiso, pese a que nunca requieren concesión, y se refiere a que para exceder del inmueble de su instalación podrá utilizar instalaciones de concesionarios, sin especificar que sólo no requieren permiso cuando utilizan los servicios de concesionarios intermedios, ya que en caso contrario se trataría de servicios públicos, y que, por último, estiman necesario cambiar el término recinto, que es ambiguo, por inmueble, que se encuentra definido claramente por la ley.





Durante el análisis de esta norma, la Comisión acordó aprobar la indicación del Ejecutivo con modificaciones, dejando expresamente establecido que no requieren permiso los servicios limitados cuando utilicen instalaciones de concesionarios de servicios intermedios para exceder el ámbito del inmueble dentro o fuera del país.





La indicación fue aprobada con los votos favorables de los HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

- - - - -





En seguida la Comisión acordó intercalar entre los numerales 2 y 3, dos números nuevos.  El primero signado como "2a"  tiene por objeto agregar al Título III a continuación de la palabra "Telecomunicaciones", la siguiente frase " y de los aportes de financiamiento reembolsables", como consecuencia de las modificaciones realizadas al tratar el numeral 6 del proyecto.





En efecto, la Comisión no acept¢ la derogación del Titulo IV y, con el objeto de guardar la debida armonía, cambio de ubicación sus artículos 28 A al 28 D, eliminando el 28 E, los que pasaron a ser artículos 24 D, 24 E, 24 F, y 24 G, respectivamente, a continuación del artículo 24 C.





Además, en el artículo 28 A, que pasa a ser 24 D, acordó intercalar entre la coma (,) que sigue a la palabra "servicio," y el vocablo "mediante", la frase "fuera de su zona de servicio", considerando que sólo si se trata de prestar servicio fuera de su  rea obligatoria opera el sistema de reembolso.





La eliminación del artículo 28 E obedece a que las zonas urbanas están dentro del área obligatoria.





Los dos números intercalados, con las enmiendas señaladas, fueron aprobados por la unanimidad de los presentes, HH. Senadores señores Coopera, Larre y Mc Intyre.

- - - - -

Nº 3.

Artículo 24 bis





Mediante el número 3 del artículo primero, se agrega, a continuación del artículo 24 de la ley Nº 18.168 un artículo 24 bis, nuevo.





La disposición propuesta por la H. Cámara de Diputados consta de doce incisos.





Su inciso primero obliga al concesionario de servicio público telefónico a establecer un sistema de multiportador discado, que permita seleccionar al suscriptor o usuario de su servicio, optar por los servicios de larga distancia nacional e internacional del concesionario de servicios intermedios que prefiera.  Además, indica que el sistema deberá permitir seleccionar el servicio intermedio en cada llamada de larga distancia, tanto automática como por vía de operadora, debiendo contar con el mismo número de dígitos de identificación los distintos concesionario de servicios intermedios.





El inciso termina estableciendo que los dígitos de identificación de cada concesionario de servicios intermedios se asignarán por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, mediante sorteo.





Su inciso segundo establece que, sin perjuicio de lo anterior, los concesionarios de servicios intermedios podrán establecer, mediante convenio, por un período dado, un sistema de multiportador contratado, opcional, que permita al suscriptor seleccionar los servicios de larga distancia nacional o internacional, del concesionario de servicios intermedios de su preferencia.





Por su parte, el inciso tercero obliga a los concesionarios de servicio público telefónico a ofrecer, en términos no discriminatorios, facilidades, para establecer el sistema de multiportador contratado, a los concesionarios de servicios intermedios.





Su inciso cuarto determina que el concesionario de servicio público telefónico deberá ofrecer, en términos no discriminatorios, la misma clase de accesos o conexiones con la red telefónica a los concesionarios de servicios intermedios que provean servicios de larga distancia.





De acuerdo al inciso quinto, las empresas prestadoras de servicios de larga distancia realizarán la medición, tasación, facturación y cobranza de dichos servicios, sin perjuicio que puedan realizarlo, el todo o parte de tales funciones, contratando con el concesionario de servicio público telefónico, quien estará obligado a realizarlo una vez requerido, según tarifas fijadas de acuerdo con lo establecido en los artículos 30 a 30 J, por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante "los Ministerios", que también deberán aprobar o fijar el formato, dimensiones y demás detalles de la cuenta única que recibirá el suscriptor.





El inciso sexto establece que las modificaciones necesarias para conectar a los concesionarios de servicios intermedios de larga distancia que lo soliciten las efectuará, a su costa, el concesionario de servicio público telefónico, y que las tarifas que podrá cobrar, a los concesionarios de servicios intermedios, para recuperar estos costos, así como las condiciones y plazos para efectuar las referidas modificaciones, deben ser aprobadas o fijadas por los Ministerios.





El inciso séptimo prohibe dar información alguna respecto de los concesionarios de servicios intermedios a los concesionarios de servicio público telefónico, estando sólo facultados para incluir en las guías telefónicas y demás publicaciones de circulación entre sus suscriptores, en igualdad de condiciones, los dígitos de identificación, según el Plan Técnico Fundamental de Numeración Telefónica, como también los países y códigos de acceso para servicios de larga distancia, nacional e internacional.





El inciso octavo establece que el concesionario de servicio público telefónico deberá informar, con la debida anticipaci¢n, toda modificación de las redes telefónicas, a todos los concesionarios de servicios intermedios que presten servicios de larga distancia, en términos no discriminatorios.





De acuerdo al inciso noveno, el concesionario de servicio público telefónico deberá poner a disposición de los concesionarios de servicios intermedios que provean servicios de larga distancia, toda la información relevante relativa a los suscriptores y usuarios y a los tráficos cursados, en términos no discriminatorios.  Además, determina que la especificación de esta información, medios para suministrarla y las tarifas por este concepto, serán aprobados o fijados por los Ministerios.





Su inciso décimo establece la obligaci¢n, para el concesionario de servicios intermedios que provea servicios de larga distancia afectos a fijación tarifaria según el artículo 29, a proveer estos servicios a otros concesionarios de servicios intermedios que también presten servicios de larga distancia, en condiciones no discriminatorias.





Su inciso décimoprimero determina que todo convenio suscrito por concesionarios de servicio público telefónico o concesionarios de servicios intermedios, relativo a las disposiciones de este artículo y a su reglamento, deberá remitirse a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de los veinte días siguientes a su celebración.





Su inciso final determina que las disposiciones de este artículo serán reglamentadas mediante decreto supremo, firmado por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción. 





Este artículo fue objeto de tres modificaciones.





La primera de ellas sustituyó, en su inciso segundo, la palabra "seleccionar" por "elegir", en atención a que esta última indica una opción de carácter permanente a diferencia de la primera que pareciera ser más adecuada para el sistema discado.





La segunda, modifica el inciso tercero y tiene por objeto singularizar al sujeto obligado por la norma, porque cada concesionario es el obligado y no los concesionarios en conjunto, y especificar que las facilidades que deben ofrecer sean las necesarias.





Finalmente, en el inciso séptimo se agregó otro requisito, cual es, el formato, velando por la igualdad de condiciones entre los concesionarios de servicios intermedios.





Este artículo, con las enmiendas anteriormente señaladas, fue aprobado con los votos favorables de los HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Nº 4.

Artículo 25





Este número tiene por objeto sustituir el artículo 25 de la ley Nº 18.168 por otro, nuevo.





La norma propuesta por la H. Cámara de Diputados establece la obligación de establecer y aceptar interconexiones con el objeto de que los suscriptores y usuarios de servicios públicos de un mismo tipo puedan comunicarse entre sí, dentro y fuera del territorio nacional. Esta obligación recae en los concesionarios de servicios públicos y de servicios intermedios que presten servicio telefónico de larga distancia, de acuerdo a las normas técnicas, procedimientos y plazos que la Subsecretaría de Telecomunicaciones establezca.





El inciso segundo, de la norma propuesta, se refiere al caso de interconexiones entre redes de servicio público telefónico y redes de servicios intermedios de telecomunicaciones para cursar comunicaciones de larga distancia, y establece que es de responsabilidad del concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones el acceder a la red local en los puntos de terminación de red fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señalando, además, que es obligación del concesionario de servicio público telefónico establecer las interconexiones con redes de servicios intermedios que sean solicitadas en dichos puntos, de acuerdo a las normas del artículo 24 bis y su reglamento.





Según lo establece el inciso tercero, el concesionario de servicios intermedios que deba proveer servicios de larga distancia a otros concesionarios del mismo tipo, -según lo dispuesto en el inciso décimo del artículo 24 bis-, estará obligado a aceptar y establecer las interconexiones que les sean solicitadas con ese propósito, en los puntos de interconexión fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Su inciso cuarto se refiere al caso de interconexiones de redes de servicio público telefónico de distintos concesionarios en una misma zona primaria para cursar comunicaciones locales, señalando que ser  de responsabilidad exclusiva del nuevo concesionario el acceder a la red preexistente, en los puntos de terminación de red fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Por último, su inciso quinto indica que los precios o tarifas aplicados entre los concesionarios por los servicios prestados a través de las interconexiones serán fijados de acuerdo a lo establecido en los artículos 30 a 30 J.





Durante el estudio de esta norma, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señaló que la Cámara de Diputados estableció que toda comunicación que exceda una zona primaria ser  considerada de larga distancia y que, como consecuencia de ello, estima necesario dejar expresamente establecido en este artículo que en cada zona primaria los concesionarios de servicio público telefónico tendrán un punto de terminación de red al cual podrán acceder todos los concesionarios de servicios intermedios.  De esta forma, agregó, y dado que el reglamento fijará plazo máximo para efectuar las interconexiones, se busca que no exista excusa para rechazar o postergar la interconexión de cualquier carrier o concesionario de servicios intermedios facilitando, además, la fiscalización adecuada del cumplimiento de las normas sobre interconexión.





Respecto a esta norma, manifestó  preocupación, en el sentido que ciudades vecinas pudieran quedar vinculadas a puntos de terminación de red distintos, originando llamadas de larga distancia entre zonas aledañas, dándose la paradoja que la comunicación entre ciudades aún más distantes, por encontrarse en una misma zona primaria, origine sólo llamadas locales.





Considerando que la clasificación de áreas primarias es compleja y no refleja una decisión técnica sino que obedece a antecedentes históricos, y que fijar sólo un punto de conexión por cada zona primaria impide que a futuro, por acuerdo de las empresas interesadas se altere dicho punto de conexión, Vuestra Comisión estimó preferible que se puedan fijar otros puntos dado que dicho acuerdo puede corresponder a los planes de expansión de las compañías interesadas.





Sobre el mismo tema se manifestó inquietud sobre el hecho que si en una zona primaria sólo podrá existir un punto de terminación de red, cuando en dicha zona queden incluídas ciudades colindantes podría ocurrir que las distintas compañías telefónicas tengan sus respectivos puntos de terminación de red separados por una gran distancia, lo que posibilita  un alza de tarifas, que se fijan, teniendo en cuenta, entre otros antecedentes, la distancia recorrida por la señal.  A fin de evitar esta situación, se consultó sobre la posibilidad técnica de fijar un mismo punto de terminación de red para todas las compañías telefónicas que operen en el área.





Por su parte, los representantes del Ejecutivo explicaron que si en un área o zona primaria opera más de un concesionario de servicio público telefónico, para cada uno de ellos se fijará un punto de terminación de red donde deberán permitir el acceso de todos los concesionarios de servicios intermedios que lo deseen, a fin de evitar toda discriminación, pues a cada compañía telefónica, técnica y econ¢micamente le convendrá que tal punto coincida con el centro de su zona de atención, el que no es el mismo entre las distintas compañías. Además, si no se fijara sólo un punto de terminación de red para cada concesionario de servicio público telefónico, éstos podr¡an favorecer indebidamente a una empresa filial o coligada que preste servicios intermedios.





En general, prosiguieron, las instalaciones de dichas compañías apropiadas para la interconexión se encuentran en puntos equidistantes de sus mayores tráficos en cada zona, los que no coinciden debido a que cada una tiene una red distinta, y para el aprovechamiento más eficiente de la misma, les resulta conveniente ubicar tal punto en su centro alambre, en el centro del mayor tráfico de su red.





En relación a las zonas primarias, el señor Ministro recordó que la H. Cámara de Diputados, en el artículo 5º transitorio del proyecto, otorgó facultades delegadas al Presidente de la República para que defina las zonas primarias en que se dividirá el país, estimando positivo que las zonas primarias sólo sean modificables mediante la dictación de una ley. Si las zonas primarias no fueren estables en el tiempo la actividad del sector se tornaría muy insegura. Con sólo modificarlas podría quedar fuera del mercado un concesionario de servicios intermedios, si por un acto de autoridad se incluye en una zona primaria a ciudades que antes se comunicaban por larga distancia, es decir, se comunican mediante el servicio de un concesionario de servicios intermedios, resaltando, además,  que si bien los avances tecnológicos producen una baja en el costo de las llamadas de larga distancia, una baja de tarifas más acentuada se producirá como consecuencia de la competencia en dicho mercado.





Prosiguió el señor Ministro expresando que no estima suficiente un acuerdo entre dos empresas para fijar el punto de conexión, pues la autoridad debe garantizar iguales condiciones técnicas para las transmisiones de todos los concesionarios de servicios intermedios y que, como al fijarlo realiza un acto administrativo, si alguna compañía lo estima arbitrario o ilegal, puede incluso recurrir de protección.





Por último, informó que existe acuerdo entre las empresas del sector en dar estabilidad a las áreas primarias, pero que concordando en la necesidad de no rigidizar la norma, ya que eventualmente dentro de una zona primaria puede existir gran desarrollo y aumentar el tráfico justificándose un segundo punto de conexión, concuerda en modificar la norma en tal sentido, siempre que también garantice igualdad de oportunidades entre todos los concesionarios de servicios intermedios.





De acuerdo a este planteamiento, acogido por el señor Ministro, la Comisión acordó, por unanimidad de sus miembros presentes, modificar el inciso segundo del artículo 25, a fin de permitir que pueda fijarse el o los puntos de terminación de red donde realizar la conexión.





Asimismo, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó modificar su inciso tercero a fin que guarde concordancia con el principio establecido en los incisos segundo y cuarto del artículo, en el sentido que el interesado debe llegar con sus propios medios a la red con la cual desea interconectarse.





Para ello agregó la frase "En este caso será de exclusiva responsabilidad del concesionario que solicite la interconexión acceder a la red preexistente en el o los puntos de interconexión fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.".





Por último, y respecto a su inciso final, también en forma unánime, se acordó modificarlo a fin de precisar que la remisión que contienen se refiere a los artículos 30 a 30 J de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.





Estos acuerdos se adoptaron por la unanimidad de los miembros presentes HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Número 5.

Artículo 26





Este número agrega un inciso final al artículo 26 de la ley Nº 18.168.





El actual artículo 26, ubicado en el Título III, denominado de la explotación y Funcionamiento de los Servicios de Telecomunicaciones, consta de tres incisos.





Su inciso primero faculta a los servicios públicos de telecomunicaciones para instalar sus propios sistemas o usar los de otras empresas, según las concesiones que les hayan sido otorgadas.





Por su parte, de acuerdo al inciso segundo, los concesionarios de servicio público que opten por instalar medios propios de larga distancia deberán solicitar la correspondiente concesión de servicio público de larga distancia.





Por último, su inciso tercero determina que todos los concesionarios que presten servicios públicos internacionales accederán al uso de sistemas por satélite, en condiciones de igualdad técnica y económica, de acuerdo a los términos de la concesión y a lo convenido por las partes.





El inciso final, nuevo, propuesto por la H. Cámara de Diputados, señala que será considerada de larga distancia, para los efectos de esta ley, toda comunicación que exceda una zona primaria.





Con fecha 10 de diciembre de 1993, el Ejecutivo formuló indicación para sustituir el número 5 por otro que tiene por objeto modificar el artículo 26 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, incluyendo en dicho artículo 26 la norma contenida en el n£mero 5 del artículo 1º del proyecto despachado por la H. Cámara de Diputados.





Dicha indicación tiene por objeto sustituir el número 5 por el siguiente:





"5.- Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:





"Artículo 26.- Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones podrán instalar sus propios sistemas o usar los de otras empresas, de acuerdo con las concesiones que les hayan sido otorgadas.





Con todo, los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones no podrán instalar ni operar ni explotar medios que provean funciones de conmutación y/o transmisión de larga distancia correspondientes al servicio público telefónico, y no podrán establecer convenios con corresponsales extranjeros para intercambiar tráfico telefónico.  Sólo empresas concesionarias de servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidas como sociedad anónima abierta, las que podrán ser filiales o coligadas de empresas concesionarias de servicios públicos de telecomunicaciones, podrán prestar servicio telefónico de larga distancia nacional e internacional y establecer convenios con corresponsales extranjeros para ese efecto.





En todo caso, los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicio telefónico de larga distancia, podrán ofrecer comunicaciones telefónicas de larga distancia nacionales e internacionales, de centros de atención directa al público, previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.  Asimismo, los concesionarios de servicio público telefónico podrán instalar, operar y explotar tel‚fonos públicos fuera de su zona de servicio.





Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones no podrán comercializar servicios por cuenta de concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicios de larga distancia, y viceversa.





Todos los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones tendrán acceso al uso de sistemas por satélites y cables internacionales, en condiciones de igualdad en lo técnico y económico, según los términos de la concesión y lo que hayan convenido las partes.





Toda comunicación que exceda una zona primaria será considerada de larga distancia para los efectos de esta ley.".





Durante su discusión, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señaló que este artículo contiene la tésis de una integración regulada de los servicios de telefonía pública a los servicios de larga distancia, estableciendo la limitación que para que una empresa de telefonía pública pueda participar en el segmento de larga distancia, le será necesario hacerlo por medio de una empresa filial o coligada constitu¡da como sociedad anónima abierta sujeta, por lo tanto, a la ley de valores, fundamentalmente con el objeto de evitar la existencia de subsidios cruzados o traspaso de costos al interior de las empresas, que restar¡an transparencia y competitividad al mercado.





Continúo expresando que esta norma no fue ni rechazada ni aprobada por la H. Cámara de Diputados al no alcanzarse el quórum que la norma requiere.





Por otro parte, destacó que lo esencial de lo que se ha conocido como el acuerdo del Ejecutivo con las empresas, radica en un reconocimiento explícito de todas de aceptar la integración regulada, a diferencia de la tésis de la segmentación total de los mercados que hace imposible la participación de la telefonía pública en la larga distancia, acotando que al Ejecutivo le asiste el convencimiento, desde una perspectiva económica, técnica y jurídica, que esto es lo más conveniente para los usuarios del país, motivo por el cual no es partidario de establecer barreras de ingreso a ningún mercado, pues la libre competencia permitirá tarifas cada vez más accesibles al público y una calidad creciente en los servicios.





Asimismo, manifestó que desde un punto de vista estrictamente jurídico la segmentación total de los mercados tendría serias dificultades de constitucionalidad ya que, de acuerdo a la ley vigente, las concesionarias de telefonía están habilitadas para participar en el mercado de larga distancia, prestar los servicios que corresponden a su concesión  por medios propios o de terceros, sin ninguna limitación, derecho que de ser eliminado por ley sería una expropiación, que origina el derecho a la correspondiente indemnización.





Lo que se plantea es que los concesionarios de servicios públicos telefónicos que deseen participar en el mercado de las comunicaciones de larga distancia podrán hacerlo por medio de una empresa filial o coligada constituida como sociedad anónima abierta.   Para que estas últimas participen en igualdad de condiciones con los demás concesionarios de servicios intermedios, y dar transparencia al mercado, las empresas de larga distancia estarán totalmente diferenciadas de los concesionarios de servicios públicos, y serán las que cursen las comunicaciones entre zonas primarias del país y las que contrataran con los corresponsales extranjeros para el tráfico internacional.





El tercer inciso flexibiliza el  mbito en que pueden operar las compañías telefónicas con teléfonos públicos.   Actualmente sólo pueden operar tel‚fonos públicos dentro del área de su concesión, y estimando beneficioso para el usuario que exista competencia, se establece, con tal propósito, que podrán instalar teléfonos públicos fuera del área de su concesión, autorizando, con igual propósito, a las compañías de larga distancia para que instalen teléfonos públicos de larga distancia.





El inciso cuarto incorpora una norma aprobada por la H. Cámara de Diputados, que  impide a los concesionarios de servicios públicos comercializar servicios por cuenta de concesionarios de servicios intermedios, y viceversa, a fin de cautelar por la transparencia de la oferta de servicios al público.





El quinto inciso tiene por objeto dar coherencia a las normas de la ley que establecen el libre e igualitario acceso de los concesionarios de servicios públicos a los sistemas satelitales, extendiendo, en esta norma, el libre e igualitario acceso a los concesionarios de servicios de telecomunicaciones a todos los sistemas que permiten transmitir llamadas desde Chile al extranjero.





El inciso final incorpora una definición de larga distancia que la Cámara agregó al proyecto, debido a que tal concepto no se establece expresamente en la ley actual.





El H. Senador señor Fernández formuló indicación para eliminar, del inciso del artículo 26 propuesto en la indicación del Ejecutivo, la expresión "correspondientes al servicio público telefónico".





Vuestra Comisión rechazó por tres votos y una abstención esta indicación ya que produce efectos negativos sobre concesionarios y permisionarios afectando también la transmisión de datos.





Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Hormazábal Mc Intyre y Navarrete y se abstuvo el H. senador señor Cooper.





En seguida se aprobó la indicación del Ejecutivo, modificándose su inciso penltimo extendiendo el acceso al uso de sistemas satelitales y cables a todos los concesionarios y permisionarios de telecomunicaciones, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo de este artículo.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete.





Finalmente, el H. Senador señor Piñera formuló una indicación tendiente a sustituir el inciso segundo del texto propuesto por el Ejecutivo, por otro, redactado en términos positivos, sin alterar el espíritu de éste y manteniendo las condiciones y requisitos establecidos, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hormazábal, Larre Mc Intyre y Navarrete.

Nº 6.





Deroga el Título IV, "De los aportes de financiamiento reembolsables", y los artículos 28 A al 28 E, de la ley Nº 18.168, relativo a los aportes de financiamiento reembolsables de las empresas concesionarias de servicio público, y crea, en su reemplazo, un T¡tulo IV, nuevo, denominado "Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones", compuesto por diez artículos.





Como se señaló anteriormente, la Comisión no aceptó la derogación de este Título, que pasó a ser parte integrante del Título III, con las adecuaciones ya indicadas, a las cuales nos remitimos, con el objeto de no caer en repeticiones innecesarias.





El objeto del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, es aumentar la cobertura del servicio público telefónico, en áreas rurales y urbanas de reducidos ingresos, con baja densidad telefónica.





El Fondo tendrá la vigencia de siete años, dependerá del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y ser  administrado por un Consejo de Desarrollo. Operará a través de un "Plan Anual de Proyectos Subsidiables", los que se adjudicarán por concurso público.  Se financiará con los aportes que fije la ley de Presupuestos de la Nación. Además, se establece un derecho de acceso, a beneficio fiscal, ascendente a 0,2 dólar de Estados Unidos de Norteamérica por minuto de comunicación internacional que ingrese en el país.





El Gobierno planteó que, en el convencimiento de que la importancia  del acceso de todos los chilenos al servicio básico telefónico, para lograr su incorporaci¢n plena a las actividades productivas y sociales de una sociedad moderna, resulta indispensable la acción del Estado para incentivar la ampliación de dicho servicio básico en aquellos segmentos no rentables desde el punto de vista privado, conformados por las zonas y sectores sociales más pobres o más alejados de los centros de desarrollo nacional y regional.





El tercer proyecto de ley contemplaba un mecanismo de subsidio cruzado, desde el servicio telefónico internacional al servicio telefónico básico.  Dicho mecanismo requería prohibir y sancionar fuertemente el "by-pass" de las redes públicas y conten¡a limitaciones para la focalización de los subsidios.





Este proyecto de ley propone la creaci¢n de un Fondo de Desarrollo, cuyos recursos permitirán financiar subsidios a proyectos específicos de expansión del servicio público telefónico.





Para financiar dicho Fondo, se establece, a beneficio fiscal, por un período de siete años, un derecho de acceso al territorio nacional para las comunicaciones telefónicas de larga distancia que ingresen en el país.





Los fundamentos del Ejecutivo para establecer este derecho de acceso se exponen a continuación:





Por razones históricas, los convenios tarifarios internacionales no se basan en los costos económicos de provisión del servicio telefónico internacional.





A modo de ejemplo, en 1991, dicho excedente, para Chile, fue del orden de US$ 80 millones, los que, en virtud de los decretos tarifarios vigentes, fueron percibidos en aproximadamente un 70% por ENTEL-CHILE y en un 30% por las compañías telefónicas.





Por constituir estos excedentes, en la práctica, una renta para el país, los criterios que se apliquen para su asignaci¢n introducen mínimas distorsiones desde el punto de vista de la eficiencia económica.  De hecho, en los decretos tarifarios vigentes, se optó por legitimar, fundamentalmente, los acuerdos históricos entre ENTEL y la Compañía de Teléfonos de Chile.





Sin embargo, el hecho de que las compañías telefónicas perciban una fracción de estos excedentes mediante el cobro de tarifas de acceso a sus redes para las comunicaciones internacionales, ha mostrado ser altamente ineficiente, ya que ha significado un fuerte incentivo para hacer "by-pass" en las redes públicas telefónicas.





Por otra parte, las tarifas internacionales reguladas, a público, en Chile, consideran el costo económico de las redes nacionales y de los pagos a corresponsales extranjeros en los países de destino de las llamadas telefónicas.  En consecuencia, los excedentes para los operadores nacionales se generan en las llamadas no reguladas que ingresan en el territorio nacional.





Otro elemento que ha de tomarse en cuenta es que, gracias al incremento sostenido del tráfico telefónico internacional, los excedentes anuales percibidos por el país, por este concepto, han mantenido una línea creciente, a pesar de la tendencia a la baja de las tarifas internacionales.





En este contexto, el establecimiento de un derecho uniforme de acceso al territorio nacional, de US$,2 por minuto, para todas las comunicaciones telefónicas que ingresen al país, independientemente de si su destino son redes públicas o privadas, por un período acotado a siete años, resulta el instrumento más adecuado para financiar el Fondo de Desarrollo.





De este modo, dicho Fondo podrá disponer de recursos equivalentes aproximadamente, al 18% del excedente internacional (una cantidad del orden de US$ 14 millones anuales).





Cabe destacar que este derecho de acceso deberá ser pagado sólo por los concesionarios de servicios intermedios que cursen tráfico telefónico internacional hacia el país, ya que, según el artículo 26 modificado por el proyecto, en lo futuro sólo estos concesionarios podrán prestar servicio telefónico de larga distancia, nacional e internacional, y establecer convenios con corresponsales extranjeros para ese efecto.





Durante el análisis de este número, se planteó en vuestra Comisión la inconveniencia de derogar del Título IV, que contiene normas que, perfeccionadas, constituyen otra forma de solucionar la falta de servicio telefónico a interesados que se encuentran fuera de la zona de servicio de un concesionario.  Al respecto, se tuvo presente que el  artículo 24 B de la ley contempla la obligación de la concesionaria de servicio público telefónico de prestar servicio al interesado que, encontrándose fuera de la zona de servicio de un concesionario, costea las extensiones o refuerzos necesarios para llegar hasta ella.





Se estimó necesario  mantener este mecanismo pero, considerando que la inversión que realiza el solicitante servirá a la empresa, estableciendo que el costo de tales adecuaciones deberá ser reembolsado por la concesionaria pública telef¢nica al solicitante que realizó la inversión.





Por su parte, el Ejecutivo explicó que la derogación del Título IV se propone debido a que el mismo permite a la compañía telefónica el exigir aportes, para las extensiones o refuerzos necesarios para prestar servicios, incluso dentro de su zona de servicio, lo que resulta incoherente no sólo con su obligación de prestarlos, sino que particularmente con las normas de fijación de tarifas, proceso en el cual se cautela que ellas permitan una rentabilidad razonable sobre las inversiones que el concesionario estima necesario efectuar, para cumplir su obligación de prestar servicio, resaltando que el hacer reembolsables las inversiones efectuadas por el interesado que desea servicio telefónico fuera de la zona de servicio de la compañía telefónica, podría requerir, como sucede para los servicios eléctricos, predeterminar las sumas que por dichas instalaciones o extensiones deben efectuarse.

Artículo 28 A





La Comisión acordó rebajar a cuatro a¤os el plazo de duración del Fondo, lapso que se estimó prudente para evaluar sus resultados.





Esta enmienda se acordó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. Senadores se¤ores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Artículo 28 B





Esta disposición fue aprobada con una sola enmienda, consistente en que los profesionales que serán designados por el Presidente de la República, lo sean, a propuesta de los Intendentes Regionales del país.





Votaron favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores se¤ores Cooper, Larre y Mc Intyre. 

Artículo 28 C





Este artículo fue aprobado, con la sola modificación consistente en establecer que las prioridades que acompañan a las evaluaciones técnico-económicas son prioridades sociales.





Votaron favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre. 

Artículo 28 D





Fue aprobado con una sola modificación: sustituir la conjunción "y", que aparece entre las palabras "públicos" y "centros", por la letra "o".





La Comisión dejó constancia al tratar este artículo, que la voluntad del legislador es que debe darse prioridad  a los proyectos que beneficien a centros de atención social, como postas rurales, internados o cuarteles policiales.





Con la modificación señalada, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre. 

Artículos 28 E, 28 F, 28 G y 28 H





Atendidas las explicaciones del señor Ministro fueron aprobados sin mayor debate, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, con los votos favorables de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre. 

Artículo 28 I





Establece a beneficio fiscal, por 7 años, un derecho de acceso al territorio nacional para las comunicaciones telefónicas internacionales, públicas y privadas, que ingresan  al país. El monto del derecho ser  de 0,2 US$ por minuto, en su equivalente en moneda nacional, y su pago será de cargo de los concesionarios de servicios intermedios que cursen tráfico telefónico internacional hacia el país.





En relación a este artículo el señor Ministro señaló que desde el punto de vista constitucional el derecho constituye un "tributo", no siendo relevante su tipificación como "impuesto", "contribución" ó "tasa", ya que se encuentra establecido a beneficio fiscal, y lo que prohíbe la Constitución, en su artículo 19, Nº 20, es que tales tributos están a afectos a un destino determinado.





Agregó que históricamente, en los países más desarrollados se adoptó una política de subsidios cruzados desde la larga distancia hacia el servicio telefónico  local, con el propósito de promover la universalidad del servicio telefónico básico.  De este modo, se acordaron tarifas de comparición entre los países, para las llamadas internacionales, en niveles muy por encima del costo económico del servicio y en Chile, prosiguió el señor Ministro, hasta el año 1988, las utilidades extranormales generadas por este sistema de tarifas de comparición, se distribuyeron entre ENTEL (empresa monop¢lica en la larga distancia) y las compañías telefónicas, según convenios de comparición de los ingresos del servicio internacional.





Siguió expresando que en la primera fijación de tarifas según la Ley vigente, para el período 1989-1993, se fijaron cargos de acceso, de entrada y salida, a las redes telefónicas, para las comunicaciones internacionales, muy superiores al respectivo costo económico, tomando en cuenta los convenios de comparición de ingresos vigentes a la ‚poca.





Con la privatización de las empresas del sector, estos elevados cargos de acceso han incentivado el "by-pass" de las redes telefónicas por parte de las empresas de larga distancia.





Las compañías telefónicas, por su parte, han reaccionado al "by-pass" tratando de contratar directamente con los corresponsales extranjeros convenios de tráfico internacional. Estos convenios, históricamente, habían sido establecidos sólo por ENTEL.





En este contexto, cabe destacar que los usuarios del servicio telefónico no se han beneficiado de los ingresos extraordinarios generados por el servicio internacional, ya que la metodología utilizada en el cálculo de sus tarifas no contempló el aporte de dichos ingresos al financiamiento de las redes nacionales el que, a modo de ejemplo, en 1991 generó utilidades extranormales del orden de US$ 80 millones, percibiendo ENTEL aproximadamente un 70% y el resto las compañías telefónicas.





Respecto a este artículo se formularon dos indicaciones. Una del  H. Senador señor Fernández para eliminar el texto del artículo, y otra del H. Senador señor Cooper en igual sentido.





Después de un prolongado debate, y considerando los miembros presentes de vuestra Comisión que no resulta adecuado establecer este derecho de acceso de las comunicaciones al territorio nacional y que puede afectar negativamente el desarrollo del sector, y teniendo presente, además, que estiman necesario que los recursos para financiar el Fondo deben consultarse anualmente en el presupuesto de la nación, acordó eliminar este artículo, dejando constancia el H. Senador señor Larre que fundaba su voto en razón del compromiso existente de no crear nuevos tributos.





Votaron por el rechazo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre. 

Artículo 28 j





Determina que las disposiciones contenidas en este Título serán reglamentadas por decreto supremo firmado por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda y de Planificación y Cooperación.





Este artículo se aprobó, en los mismo términos en que ha sido propuesto, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre, pasando a ser artículo 28 I.

Nº 7.

Artículo 30 E





Modifica el artículo 30 E de la ley Nº 18.168, reemplazando su inciso primero por otro, nuevo, y creando un inciso tercero, nuevo.





El inciso primero propuesto para el artículo 30 E, al igual que el actualmente vigente, determina que para cada área tarifaria se determinarán tarifas eficientes. Sin embargo, modifica tal concepto señalando que se entiende por tales aquellas que aplicadas a las demandas previstas para el período de vida útil del proyecto de expansión correspondiente, generen una recaudación equivalente al costo incremental de desarrollo respectivo.





El inciso que se modifica señala que se entiende por tarifas eficientes aquellas que, aplicadas a la demanda prevista para el período de fijación, generen una recaudación equivalente al costo incremental de desarrollo respectivo, o aquella equivalente al costo marginal de largo plazo, según corresponda.





Además se propone un inciso tercero, nuevo, que señala que si habiéndose definido la empresa eficiente según lo dispuesto en el artículo 30 A, por razones de indivisibilidad de los proyectos de expansión, éstos permitieren también satisfacer total o parcialmente demandas previstas de servicios no regulados que efectúen las empresas concesionarias, se podrán determinar tarifas referenciales para tales servicios, y los ingresos generados por su aplicación a las demandas respectivas podrán deducirse de los costos incrementales de desarrollo correspondientes, para los efectos del cálculo de las tarifas del inciso primero de este artículo.  Por último dispone que la relación entre las tarifas eficientes de los servicios regulados y las tarifas referenciales de los servicios no regulados, asociados a un mismo proyecto en expansión, deberá determinar que la rentabilidad marginal asociada a la expansión de cualquiera de estos servicios sea la misma.





El H. Senador señor Cooper formuló una indicación para precisar las definiciones del inciso tercero, la que se acogió con modificaciones.





Con esta sola enmienda el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Nº 8.

Artículo 30 F





Sustituye el artículo 30 F, de la ley Nº 18.168, por otro, nuevo.





El artículo 30 F. vigente señala en su inciso primero que las tarifas definitivas se determinarán a partir de las tarifas eficientes, ajustando las últimas de modo que aplicadas a la demanda prevista generen una recaudación equivalente a los costos totales de largo plazo, asegurando el autofinanciamiento.





Además, su inciso segundo dispone que el proceso de ajuste mencionado en el párrafo anterior deberá minimizar las distorsiones que produce y que, en ningún caso, la tarifa definitiva fijada para cada servicio será inferior a la tarifa eficiente.





Por su parte, el artículo 30 F. propuesto, determina que las tarifas definitivas podrán diferir de las tarifas eficientes únicamente cuando se comprobaren economías de escala, de acuerdo a lo indicado en los incisos segundo y tercero.





El inciso segundo determina que cuando se comprobaren economías de escala las tarifas se obtendrán incrementando las tarifas eficientes hasta que aplicadas a las demandas previstas para el período de vida útil de los activos de la empresa  eficiente  -diseñada según el artículo 30 C-, generen una recaudación equivalente al costo total de largo plazo, asegurándose así el autofinanciamiento.  Además, establece que tales incrementos se determinarán de modo de minimizar las ineficiencias introducidas.





De acuerdo al inciso tercero, si por razones de indivisibilidad de la empresa eficiente que considera el inciso anterior, ésta pudiere proveer además servicios no regulados que prestare la respectiva empresa concesionaria, se podrán deducir del costo total de largo plazo los ingresos que dichos servicios generen, al aplicárseles las tarifas referenciales que contempla el inciso tercero del artículo 30 E, para efectos del cálculo que considera el inciso anterior.





El H. Senador señor Cooper formuló una indicación para sustituir su inciso tercero, a fin de guardar la debida armonía con la modificación realizada al inciso tercero del artículo 30 E.





Con la modificación señalada, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Nº 9.

Artículo 30 G





Sustituye el artículo 30 G, de la ley Nº 18.168, por otro, nuevo.





El artículo 30 G. vigente señala par metros para la determinación definitivas para los servicios de larga distancia nacional e internacionales.





En el artículo 30 G. propuesto, se establece que las tarifas definitivas para las comunicaciones telefónicas de larga distancia se establecerán mediante fórmulas tarifarias, diferenciando las fórmulas según se trate de larga distancia nacional o internacional.





Tratándose de larga distancia nacional, las fórmulas tarifarias incluir n las tarifas de acceso a las redes locales y las tarifas de larga distancia nacional de los servicios intermedios de telecomunicaciones.





En caso de larga distancia internacional las fórmulas tarifarias incluirán las tarifas de acceso a las redes locales, las de larga distancia nacional e internacional, de los servicios intermedios de telecomunicaciones, y los costos por participación de corresponsales extranjeros derivados de los convenios respectivos.





Esta disposición fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

Número 10.

artículo 36 bis





Agrega a continuación del artículo 36 de la ley Nº 18.168, un artículo 36 bis, nuevo, al Título VII denominado De las Infracciones y Sanciones.





El artículo propuesto consta de cuatro incisos.





Su inciso primero sanciona con multa, de 100 a 10.000 unidades tributarias mensuales, para el caso de incumplimiento de las normas contenidas en los artículos 24 bis, 25 y 26 y sus reglamentos.





Además, para casos graves y urgentes, faculta a la Subsecretaría para que, después de escuchar a la empresa afectada, suspenda la prestación del servicio de larga distancia del concesionario que no cumpla cabalmente las normas antes mencionadas, por el tiempo necesario para restablecer la situación a la preexistente al tiempo de la infracción, pudiendo también disponer que éste preste servicios bajo el nombre y a beneficio del concesionario perjudicado, o que le arriende los medios para prestar el servicio correspondiente.





De acuerdo a su inciso segundo, los concesionarios de servicios intermedios mencionados en el inciso noveno del artículo 24 bis -que propone el proyecto-, esto es, los concesionarios de servicios intermedios que provean servicios de larga distancia, ser n sancionados con multa de entre 100 y 1.000 unidades tributarias mensuales si utilizaren la información a que el mismo artículo 24 bis les permite acceder -la información relevante de los suscriptores y usuarios de un concesionario de servicio público telefónico y a los tráficos cursados-, con fines distintos a las actividades directamente relacionadas con su giro social de prestadoras de servicios intermedios de telecomunicaciones, o que faciliten tal información a terceros.





El inciso tercero, por su parte, establece que el incumplimiento de las normas del Título IV de la ley o su reglamento -el proyecto propone la sustitución del actual Título IV por uno nuevo, denominado Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones-, por un concesionario o beneficiario del subsidio  en relación con las condiciones fijadas en los concursos públicos para ejecutar proyectos afectos a subsidio, se sancionar  con multas, expresadas en unidades tributarias mensuales, que podrán alcanzar hasta el triple del monto del subsidio considerado para el proyecto adjudicado a la infractora.





Por último, el inciso cuarto dispone que el 40% del producto de las multas que el artículo establece, ser  destinada al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, contemplado en el artículo 28 A, que propone el número 6 del artículo primero del proyecto.





El H. Senador señor Fernández formuló una indicación al inciso primero, que tiene por objeto eliminar la expresión "de larga distancia", para que las sanciones que contempla por el incumplimiento de las normas que señala, se apliquen tanto a las compañías telefónicas locales como a las prestadoras de servicios intermedios, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Larre.





El H. Senador señor Fernández formuló una indicación al inciso segundo, tendiente a establecer que la sanción a las empresas concesionarias de servicios intermedios que utilicen la información entregada por las compañías telefónicas locales para fines diversos de los previstos, o que la facilitaren a terceros corresponde cuando se actúa maliciosamente.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.





Asimismo, se suprimió, en su inciso cuarto, la expresión "40% del" , a fin que el producto total de las multas se destine al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.





Votaron por la supresión los HH. Senadores señores Mc Intyre y Larre, y por su mantención el H. Senador señor Cooper.

ARTICULO 2º.





Mediante el artículo 2º del proyecto, se dispone que las empresas de telecomunicaciones concesionarias de servicios locales deberán establecer mecanismos, procedimientos y aparatos para que el consumidor pueda verificar, en su domicilio, las llamadas efectuadas desde sus instalaciones, instalando medidores que permitan permanentemente tal control.





El Ejecutivo formuló una indicación para eliminarlo, basado en que su instalación importa un alto costo que incluso podría traducirse en un alza de tarifas.





La Comisión acordó sustituirlo  por otro que establece que las empresas concesionarias de servicio público telefónico deberán ofrecer facilidades que permitan al suscriptor de servicio público telefónico verificar, en su propio domicilio, las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones. Dichas facilidades serán provistas a solicitud del suscriptor y a sus expensas.





Este reemplazo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre.

ARTICULO 3º.





El artículo 3º del proyecto declara que las concesiones de servicios de telecomunicaciones otorgadas a la "Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A." mediante los decretos supremos que indica, constituyen actualmente, para todos los efectos legales, concesiones de servicios intermedios de telecomunicaciones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º, letra e), de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.





La Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, sustituir la parte inicial de este artículo, en la forma en que se señaló en el capítulo relativo a las modificaciones introducidas al texto de la H. Cámara de Diputados, con el objeto de aclarar el alcance de las concesiones entregadas a ENTEL, en un marco jurídico anterior a la ley actual, resolviéndose así una situación ambigua e indefinida.





Con la modificación reseñada este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete.

Artículo 1º transitorio





El ejecutivo formuló una indicación para eliminarlo, a fin de guardar la debida correspondencia y armonía con lo ya aprobado, en relación a la modificación que en este proyecto se realizó al artículo 26 de la Ley General de Telecomunicaciones.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete.

Artículo 2º transitorio





Ha pasado a ser artículo 1ø transitorio.





Tiene por objeto establecer que los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones deberán transferir a una empresa filial o coligada, que se encuentre constituida como sociedad anónima abierta, los medios autorizados que provean funciones de transmisión y/ o conmutación de larga distancia si desean seguir operándolos, en el plazo de 6 meses desde la vigencia de la ley.





Dicha transferencia deberá perfeccionarse por escritura pública a la cual comparecerá el Subsecretario de Telecomunicaciones, constituyéndose, en virtud de tal transferencia, una concesión de servicio intermedio de telecomunicaciones para operar y explotar los medios transferidos, concesión que no podrá ser modificada.





La Comisión sustituyó este artículo por otro, a fin de dar cabal cumplimiento al fallo emitido por la Comisión Resolutiva.





Con la modificación señalada, fue aprobado por la  unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete.

Artículo 3º transitorio.





Pasa a ser artículo 2º transitorio.





Determina que en el caso de las comunicaciones telefónicas de larga distancia, mientras no exista selección directa desde los suscriptores y usuarios de los servicios de larga distancia, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, mediante resolución exenta, deberá ajustar semestralmente los componentes de larga distancia de las fórmulas tarifarias mencionadas en el inciso primero del artículo 30 G, según las correspondientes tarifas aplicadas por los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones.





El propósito de esta norma es permitir que los usuarios se beneficien de las rebajas tarifarias en la larga distancia, mientras no se halla aplicado el sistema de multiportador discado.





Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete, en los mismo términos que lo hiciera la H. Cámara de Diputados.

Artículo 4º transitorio





Ha pasado a ser artículo 3º transitorio.





Obliga al concesionario de servicio público telefónico a establecer el sistema de multiportador discado y contratado, dentro del plazo de seis meses, contado desde la promulgación de esta ley, según las disposiciones del artículo 24 bis y de su reglamento.





El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar las palabras "y contratado" a fin de hacerlo armónico con las disposiciones aprobadas en el texto permanente de la ley.





Con esta sola modificación este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. senadores Señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete

Articulo 5º transitorio





Ha pasado a ser artículo 4º transitorio.





Concede facultades delegadas al Presidente de la República para que dentro de los ciento veinte días siguientes a la publicación de esta ley, defina las zonas primarias en que se dividirá el país.





El H. Senador señor Fernández formuló una indicación  a fin de precisar en la ley las áreas primarias en que se dividirá el país.






Después de un prolongado debate, vuestra Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Larre, Mc Intyre y Navarrete, aprobó esta indicación con modificaciones.





El Ejecutivo, con fecha 10 de Enero de 1994, formuló una indicación para incorporar tres nuevos artículos transitorios.





El señor Ministro explicó que esta proposición será un antecedente para el legislador, y corresponde al esfuerzo realizado por el Ejecutivo junto a las empresas involucradas para dar una solución al problema que se ha generado en el sector telecomunicaciones.





El fondo de estas indicaciones es establecer un principio de solución a los problemas suscitados dentro del sector en torno a la segmentación o integración regulada del mercado de las telecomunicaciones. 





Agregó que la mayor dificultad en la tramitación del proyecto tuvo lugar durante el primer trámite constitucional, donde no se logró acuerdo entre dos tésis opuestas, despachándose el proyecto al Senado, sin un pronunciamiento sobre el artículo que regula esta materia.





Las empresas que hoy tienen una participación importante en el segmento de larga distancia nacional e internacional han sostenido la tésis de la segmentación total de los mercados, y la empresa que constituye un monopolio natural en la telefonía pública, mantuvo la tésis de una integración lo menos regulada posible, ojalá integración vertical pura y simple.





La primera de las posiciones implicaba una segmentación total de los mercados entre telefonía pública y telefonía de larga distancia, impidiendo que unas y otras participen en ambos mercados.   La segunda, que ha recogido el Mensaje del proyecto, es la tésis de una integración regulada de las empresas de telefonía pública, estableciendo salvaguardas que impidan que se trasladen las condiciones de monopolio natural, que tiene una de las empresas de telefonía pública, al segmento de larga distancia.





El proyecto del Ejecutivo establece una integración regulada que en el proyecto original implicaba que las empresas de telefonía pública, para poder participar en el segmento de larga distancia, debían hacerlo por medio de una empresa filial, constituida como una sociedad anónima abierta, con lo cual, de acuerdo a la Ley de Valores, se impide el traslado de subsidios, costos y de subsidios cruzados al interior de ambas, precaviendo que el efecto monopólico de una empresa de telefonía pública, se traslade al segmento de larga distancia.





Esto recoge la opinión de que conviene la participación de las empresas de telefonía pública en el mercado de larga distancia para la libre competencia, para mejorar las tarifas y para prestar servicios de mejor calidad, estableciéndose que las empresas de telefonía pública tendrán esa posibilidad, diferida, de competir en el mercado de larga distancia, para lo cual éstas aceptan limitaciones iniciales para su ingreso en este mercado, las que se establecen con el objeto de no trasladar al segmento de larga distancia el poder que significa ser propietario del 95% de la telefonía básica del país, gravitación que provoca un legítimo temor a las empresas de servicios intermedios, de que la presencia dominante en el mercado de telefonía pública pudiera ser un obstáculo real para una leal competencia en el segmento de larga distancia.

Artículos transitorios, nuevos





El primer nuevo artículo transitorio propuesto, que pasó a ser artículo 5º transitorio del proyecto, en su inciso primero establece que durante cuatro años para telefonía de larga distancia nacional y tres años para telefonía de larga distancia internacional, por períodos de doce meses medidos desde el establecimiento del sistema multiportador discado respectivo, los concesionarios de servicios intermedios tendrán limitada su participación en el mercado, de acuerdo a un porcentaje máximo del total de minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional e internacional, medido conforme a la tabla que acompaña.





Continúa señalando que se entiende por portador vinculado a las filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes al mismo grupo empresarial, de concesionarios de servicio público telefónico que originen al menos un 40% de los minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional o internacional, respectivamente, medido dicho porcentaje sobre el total de minutos tasables.





A continuación establece que las limitaciones a la participación será aplicada por separado a cada portador, sean o no vinculado, a menos que dos o más portadores sea filiales o coligados de una misma empresa matriz o pertenezcan a un mismo grupo empresarial de acuerdo a lo que establece el Título XV de la Ley de Mercado de Valores, en cuyo caso la restricción regirá para el conjunto relacionado de portadores.





El cálculo de la participación en el mercado considerará la totalidad del tráfico telefónico recibido por un portador, independientemente de si es o no cursado por este mismo, excluidos los servicios intermedios provistos a otros portadores.  Para este efecto se considerará como un todo a los portadores que sean filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes a un mismo grupo empresarial.





El señor Ministro manifestó que la indicación establece, en el primer artículo transitorio, propuesto ciertos límites máximos de participación, en forma temporal.





Estos techos de participación para las empresas de telefonía pública en larga distancia nacional e internacional, que se denominan portadores vinculados, consideran un aumento creciente en un período de cuatro años para el segmento de larga distancia nacional y de tres años en el segmento de larga distancia internacional, y para los otros portadores concesionarios de servicios intermedios se establece un máximo decreciente, desapareciendo todos estos límites en el cuarto año para larga distancia nacional y al tercer año para larga distancia internacional.





A continuación se explicó que los minutos tasables que menciona la indicación se refiere a los minutos de comunicaciones efectivamente realizadas, sistema utilizado por las empresas de larga distancia, y por las empresas de servicio público telefónico, lo que corresponde a los minutos que se facturan.





Además, se aceptó como la forma más adecuada de medir participación en el mercado, y la más fácil de fiscalizar, siendo la probabilidad de que se entreguen cifras distorsionadas similar a la que tiene una empresa de evadir el pago de tributos, como el IVA, que sistema de control muy bien afinado.





En relación al inciso tercero indicó que tiene por objeto prevenir que algún grupo económico cree más de una empresa para participar en la larga distancia.





Con el inciso cuarto -prosiguieron los representantes del Ejecutivo-, se pretende que cada empresa de larga distancia sea seleccionada por el público, determinando su participación de mercado de acuerdo a los minutos atendidos, contabilizando conjuntamente el tráfico de la empresa matriz con sus filiales, coligadas o empresas relacionadas





En cuanto al plazo de las restricciones, se expresó que no responde a un fundamento técnico sino que se basó, para el caso de larga distancia nacional, en la realidad actual del sector, y en la necesidad de permitir que los portadores vinculados a dicha compañía tengan oportunidad de aumentar su participación en el período regulado.





En cuanto a la larga distancia internacional la situación inicial es distinta, y en ella se tuvo presente que en el hecho la Compañía de Teléfonos de Chile a través de Chilesat, tendría una participación bastante menor que la que tiene en el segmento nacional, por lo que parte con un techo creciente más bajo.





Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre, sin modificaciones.





El segundo artículo transitorio propuesto, que pasó a ser artículo 6º transitorio. establece que para los efectos indicados en el artículo anterior, los concesionarios remitirán mensualmente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones la información del tráfico telefónico de larga distancia, en la forma que ésta determine en el reglamento, considerando todo el tráfico originado o terminado en redes telefónicas públicas.  Dicha información será dada a conocer por la Subsecretaría a todos los concesionarios que hayan entregado la información.





De acuerdo a su inciso segundo, la Subsecretaría podrá efectuar, directamente o mediante la contratación de servicios especializados de terceros, mediciones en las instalaciones de los concesionarios y podrá solicitar la información técnica, comercial o financiera que estime pertinente a los concesionarios y a los clientes de éstos, a objeto de corroborar la información remitida por aquello.  La información as¡ obtenida no podrá ser utilizada para fines distintos a lo señalado.  La Subsecretaría deberá cautelar por la confidencialidad de dicha información.





Su inciso tercero faculta a la autoridad para suspender el servicio por un plazo no inferior a tres meses, en caso que no se entregue la información requerida o se entregue una distorsionada.





En relación al segundo artículo transitorio propuesto en la indicación, que pasó a ser artículo 6º transitorio, los representantes del Ejecutivo expresaron que para determinar la participación en el mercado de las distintas empresas se considerará todo tipo de tráfico que nace en una red telefónica local o que termina en una red telefónica local, es decir, se contabilizarían los minutos que se generan vía "by pass".





Estas normas también establecen que toda la información que sobre el tráfico de cada empresa se obtenga se dará a conocer a todos los concesionarios por razones de transparencia, para que puedan formular reclamos si se estiman afectadas, y para compartir la fiscalización por los propios interesados, contemplándose un trato similar de la información que la Superintendencia obtenga a la que tiene la del Servicio de Impuestos Internos, al establecer su carácter confidencial.





Por último, expresaron que la sanción contemplada en el inciso tercero evita el beneficio económico que podría existir si se sobrepasa la participación máxima autorizada.





Al estudiar la norma contenida en el inciso segundo, la Comisión acordó dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que en la expresión "efectuar mediciones" se comprenden todas las operaciones necesarias para controlar los tráficos, minutos tasables, calidad de las transmisiones y, en general, las acciones que debe ejecutar la autoridad velando por el fiel cumplimiento de esta ley.





Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre, con dos modificaciones.





El tercer artículo transitorio propuesto, que pasó a ser artículo 7º transitorio contiene tres incisos.





Su inciso primero establece una sanción de multa, que no será inferior al porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto, para el portador que excediere el límite de participación máxima en más de tres puntos porcentuales en los minutos acumulados al término de un trimestre, dentro del respectivo período de doce meses.





El inciso segundo, señala que la Subsecretaría aplicará una multa no inferior a dos veces el porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto, al portador que excediere el límite de participación máxima en los minutos acumulados al término de un semestre, dentro del respectivo período de doce meses.





Por último, de acuerdo a su inciso tercero el incumplimiento reiterado de los límites de participación establecidos, podrá ser sancionado con la suspensión del servicio por un plazo suficiente para que la falta de tráfico sea  compensada por el exceso de tráfico captado, o bien con la aplicación del doble de la multa establecida en el inciso anterior, según corresponda.





Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Larre y Mc Intyre, sin modificaciones.

- - - - -





Los representantes del Ejecutivo explicaron que se espera una intensa competencia, y que cada empresa buscará el máximo de acceso al mercado, por lo que, pese a contar con información diaria del porcentaje del mercado que está atendiendo, en algún momento podría sobrepasar su margen trimestral, sancionándose cuando el total de minutos tasables de un trimestre exceda el porcentaje límite de participación de mercado, con una tolerancia de 3%, y relacionando el monto de la multa a un porcentaje similar de los ingresos del trimestre por el mismo servicio en el cual se excedió, con un máximo del doble de dicho monto, sistema sancionatorio en que se aplica el procedimiento incorporado a la ley II, que garantiza un justo proceso.





Explicaron que existen dos instrumentos para que las empresas eviten sobrepasar sus límites.  Una alternativa es reducir su capacidad de llamado en determinados horarios para que los usuario recurran a otro carrier y que la segunda alternativa sería subir sus tarifas pero que un supuesto, del establecimiento de sistema de multiportador, es que origina una baja ostensible de las tarifas.





Durante el debate de las normas propuestas en la indicación, en el seno de la Comisión se manifestó preocupación respecto a que los portadores pudieran subir el valor de sus tarifas para evitar sobrepasar su porcentaje de participación en el mercado, pues si bien estas debieran inicialmente bajar se trata de empresas de muy altas rentabilidades que podrían llegar a establecer ciertas pautas comunes en sus tarifas.  Por otra parte, también causó extrañeza que las empresas siempre sostuvieran que desde un punto de vista técnico era muy difícil controlar, medir y acreditar la calidad de los servicios, posición que es contraria a la de la regulación que en estos momentos aceptan y, además, se solicitó información respecto a las consecuencias que provoca el hecho que en la indicación se permita la integración regulada, en relación a lo actuado por la Comisión Resolutiva que fue ratificado por la Excma. Corte Suprema, en un fallo que se encuentra ejecutoriado que tiende a evitar la vinculación entre un concesionario de servicio telefónico público y un concesionario de servicios intermedios.





Sobre el particular, el señor Ministro explicó que al entregar la regulación al mercado existen fenómenos que no siempre es posible prevenir, pero que estima que ya el segundo año habrá competencia plena en larga distancia nacional e internacional, porque es muy difícil que un portador vinculado alcance más del 45% de participación en el segundo año de larga distancia nacional, o un 30% en el caso de larga distancia internacional dado el número de portadores existentes, cifra que aumentará, por lo que desde la perspectiva del Ejecutivo  el segundo año, en la práctica, será competencia total.





En relación a eventuales alzas de tarifas expresó que las distintas empresas conocen las reacciones de los usuarios frente a ellas, estimando que difícilmente las subirán como una forma de evitar sobrepasar sus límites de participación.





En relación  a la situación del fallo de la Comisión Resolutiva, se expresó que el mismo es absoluto, y obligó a la afectada a optar en un plazo de 18 meses por permanecer en la compañía telefónica pública o en el concesionario de servicios intermedios, situación que no es revisable por la modificación de esta ley ya que existe al respecto un fallo ejecutoriado de la Excma. Corte Suprema. 

- - - - - -





En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar el proyecto de ley de la H.  Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

ARTICULO 1º

Nº 1

Artículo 3º





- - - Sustituir la letra e), del artículo 3º, de este número, por la siguiente:





"e) Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general.".

Nº 2

Artículo 10





- - - Reemplazar el artículo 10 de este número, por el siguiente:





"Artículo 10.- Los servicios limitados cuyas transmisiones no excedan el inmueble de su instalación o que utilicen sólo instalaciones y redes autorizadas de concesionarios de servicios intermedios para exceder dicho ámbito, dentro o fuera del país, no requerirán de permiso.  Para estos efectos, tendrán la calidad de inmuebles sólo aquellos que por su naturaleza lo sean, excluyéndose los inmuebles por destinación y por adherencia.".

- - - - -





Intercalar entre los numerales 2 y 3, los siguientes:





"2a.- Agrégase, en el Título III, a continuación de la palabra "Telecomunicaciones", la siguiente frase: "y de los Aportes de Financiamiento Reembolsables".





2b.- Agregar, a continuación del artículo 24 C, los artículos 28 A, 28 B, 28 C y 28 D, que pasan a ser artículos 24 D, 24 E, 24 F y 24 G, respectivamente, con las siguientes enmiendas:





- - - En el artículo 28 A, que pasa a ser 24 D, intercalar entre la coma (,) que sigue a la palabra "servicio," y el vocablo "mediante", la frase "fuera de su zona de servicio,".





- - - En el artículo 28 C, que pasa a ser 24 F, reemplazar la referencia al artículo 28 A por otra al artículo 24 D.





- - - Eliminar el artículo 28 E.

- - - - -

Nº 3

Artículo 24 bis





- - - Sustituir en su inciso segundo, la palabra "seleccionar" por "elegir".





- - - Reemplazar, su inciso tercero, por el siguiente:





"El concesionario de servicio público telefónico deberá ofrecer, en términos no discriminatorios, las facilidades necesarias, a los concesionarios de servicios intermedios para establecer el sistema de multiportador contratado.".






- - - Intercalar, en su inciso séptimo, entre la palabra "condiciones" y la coma (,) que sigue, las palabras "y formato".

Nº 4

Artículo 25





- - - Sustituir, en su inciso segundo, las palabras "red local en" por la frase: "red local de cada zona primaria en el o".





- - - En su inciso tercero, intercalar entre las palabras "propósito," y la preposición "en", sustituyendo la coma (,) por un punto seguido (.), la siguiente oración: "En este caso ser  de exclusiva responsabilidad del concesionario que solicite la interconexión acceder a la red preexistente,". 





- - - Agregar, en su inciso quinto, suprimiendo el punto final (.), la siguiente frase: "de la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.".

Nº 5

Artículo 26





- - - Sustituir el Nº 5, por el siguiente:





5.- Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:





"Artículo 26.- Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones podrán instalar sus propios sistemas o usar los de otras empresas, de acuerdo con las concesiones que les hayan sido otorgadas.





Sin embargo, sólo empresas concesionarias de servicios intermedios de telecomunicaciones constituidas como sociedades anónimas abiertas, las que podrán ser filiales o coligadas de empresas concesionarias de servicios públicos de telecomunicaciones, podrán instalar, operar y explotar medios que provean funciones de conmutación o transmisión de larga distancia correspondientes al servicio público telefónico, prestar servicios de telefonía de larga distancia nacional e internacional, y establecer convenios con corresponsales extranjeros para ese efecto.





En todo caso, los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicio telefónico de larga distancia, podrán ofrecer comunicaciones telefónicas de larga distancia nacionales e internacionales, en centros de atención directa a público, previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.  Asimismo, los concesionarios de servicio público telefónico podrán instalar, operar y explotar teléfonos públicos fuera de su zona de servicio.





Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones no podrá n comercializar servicios por cuenta de concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicios de larga distancia, y viceversa.





Todos los concesionarios y permisionarios de servicios de telecomunicaciones tendrán acceso al uso de sistemas por satélites y cables internacionales, en condiciones de igualdad en lo técnico y económico, según los términos de la concesión o permiso, lo que hayan convenido las partes y sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo de este artículo.





Toda comunicación que exceda una zona primaria será considerada de larga distancia para los efectos de esta ley.".

Nº 6





- - - Sustituirlo, por el siguiente:





"6.- Reemplazar el "Título IV De los Aportes de Financiamiento Reembolsables" por el siguiente: "Título IV Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones", con los siguientes artículos:".

Artículo 28 A





- - - Reemplazar, en el inciso primero, el guarismo "siete" por "cuatro".

Artículo 28 B





- - - Agregar, en el inciso primero, a continuación de la expresión "Presidente de la República", reemplazando el punto (.) por una coma (,), la siguiente frase: "a propuesta de los Intendentes Regionales del país.".

Artículo 28 C





- - - Agregar, al final del inciso primero, después de la palabra "prioridades" el vocablo "sociales".

Artículo 28 D





- - - Sustituir, en la letra a), la conjunción "y" que aparece entre las palabras "públicos" y "centros", por la letra "o".

Artículo 28 I





- - - Eliminarlo.

Artículo 28 J





- - - Pasó a ser artículo 28 I, sin enmiendas.

Nº 7

Artículo 30 E





- - - Reemplazar, el inciso tercero nuevo que se agrega en la letra B) por el siguiente:





"Si, habiéndose definido la empresa eficiente según lo dispuesto en el artículo 30 A, por razones de indivisibilidad de los proyectos de expansión, éstos permitieren también satisfacer, total o parcialmente, demandas previstas de servicios no regulados que efectúen las empresas concesionarias, se deberá considerar sólo una fracción de los costos incrementales de desarrollo correspondientes, para efectos del cálculo de las tarifas  eficientes.  Dicha fracción se determinar  en concordancia con la proporción en que sean utilizados los activos del proyecto por los servicios regulados y no regulados.".

Nº 8

Artículo 30 F





- - - Sustituir, su inciso tercero, por el siguiente:





"Si, por razones de indivisibilidad de la empresa eficiente considerada en el inciso anterior, ésta pudiere proveer, además, servicios no regulados que prestare la empresa concesionaria respectiva, se aplicará  el mismo criterio establecido  en el inciso tercero del artículo 30 E.".

Nº 10

Artículo 36 bis





- - - Eliminar, en su inciso primero, la frase "de larga distancia".





- - - Suprimir, en su inciso cuarto, la expresión "40% del".

ARTICULO 2º





- - - Sustituirlo por el siguiente:





"ARTICULO 2º.- Las empresas concesionarias de servicio público telefónico deberán ofrecer facilidades que permitan al suscriptor verificar, en su propio domicilio, las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones.  Dichas facilidades ser n provistas a solicitud del suscriptor y a sus expensas.".

ARTICULO 3





- - - Reemplázase la parte inicial de este artículo que dice: "Declárase, para todos los efectos legales, que las concesiones de servicios de telecomunicaciones otorgadas a la "Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A.", mediante los decretos supremos que a continuación se indican, constituyen actualmente concesiones de servicios intermedios de telecomunicaciones, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º, letra e), de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:", por la siguiente: "Declárase que, a contar de la fecha de promulgación de esta ley, las concesiones de servicios de telecomunicaciones otorgadas a la "Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A.", mediante los decretos supremos que a continuación se indican, constituirán concesiones de servicios intermedios de telecomunicaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3º, letra e), de la Ley Nº 18.168, de 1982, General de Telecomunicaciones, modificado por la presente ley:".

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º transitorio





- - - Suprimirlo.

Artículo 2º transitorio





- - -Ha pasado a ser artículo 1º transitorio, sustituido, por el siguiente:





"Artículo 1º transitorio.- Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones deberán transferir a una empresa filial o coligada, constituida como sociedad anónima abierta, los medios propios autorizados que provean funciones de transmisión o conmutación de larga distancia, correspondientes al servicio público telefónico, dentro del plazo máximo de seis meses, contados desde la promulgación de esta ley, si desean continuar operándolos. La transferencia deber  perfeccionarse por escritura pública, en la cual se dejará constancia, como presente, del Subsecretario de Telecomunicaciones.





Por el solo hecho de la transferencia en la forma señalada, se entender  constituida una concesión de servicio intermedio de telecomunicaciones, que habilitará a la filial o coligada, referida en el inciso anterior, para instalar, operar y explotar los medios transferidos y prestar servicio telefónico de larga distancia, según lo dispuesto en esta ley.".

Artículo 3º transitorio





- - - Ha pasado a ser artículo 2º transitorio, sin enmiendas.

Artículo 4º transitorio





- - - Ha pasado a ser artículo 3º transitorio, con la sola modificación  de suprimir la expresión "y contratado".

Artículo 5º transitorio





- - - Ha pasado a ser artículo 4º transitorio, sustituido por el siguiente:





"Artículo 4º transitorio.- Para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se dividirá en las veinticinco áreas primarias contempladas en el actual Plan Fundamental de Encaminamiento Telefónico.".

- - - - - -





A continuación, ha consultado como artículos 5º, 6º y 7º transitorios, nuevos, los siguientes:





"Articulo 5º transitorio.- Durante un período de cuatro años para telefonía de larga distancia nacional y de tres años para telefonía de larga distancia internacional, por períodos de doce meses, medidos a contar del establecimiento del sistema multiportador discado respectivo, los concesionarios de servicios intermedios, en adelante portadores, tendrán limitada su participación en el mercado, de acuerdo a un porcentaje máximo del total de minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional e internacional, medido conforme a la siguiente tabla:

LIMITACION TEMPORAL EN LARGA DISTANCIA

(porcentaje del total de minutos tasables)

Participación máxima en larga distancia

I. Larga Distancia Nacional  AÑO 1  AÑO 2  AÑO 3  AÑO 4

(a) Portadores Vinculados    35%     45%     55%    60%

(b) Otros Portadores         80%     70%     60%    60%

II. Larga Distancia Internacional   AÑO 1  AÑO 2  AÑO 3

(a) Portadores Vinculados           20%     30%     40%

(b) Otros Portadores                70%     65%     60%





Se entiende por portador vinculado a las filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes al mismo grupo empresarial, de concesionarios de servicio público telefónico que originen al menos un 40% de los minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional o internacional, respectivamente, medido dicho porcentaje sobre el total de minutos tasables.





La limitación a la participación será aplicada por separado a cada portador, sea o no vinculado, a menos que dos o más portadores sea filiales o coligados de una misma empresa matriz o pertenezcan a un mismo grupo empresarial de acuerdo a lo que establece el Título XV de la Ley de Mercado de Valores, en cuyo caso la restricción regirá para el conjunto relacionado de portadores.





El cálculo de la participación en el mercado considerará la totalidad del tráfico telefónico recibido por un portador, independientemente de si es o no cursado por este mismo, excluidos los servicios intermedios provistos a otros portadores.  Para este efecto se considerará como un todo a los portadores que sean filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes a un mismo grupo empresarial.





Artículo 6º transitorio.- Para los efectos establecidos en el artículo anterior, los concesionarios remitirán mensualmente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones la información del tráfico telefónico de larga distancia, en la forma que ésta determine en el reglamento, considerando todo el tráfico originado o terminado en redes telefónicas públicas.  Dicha información será dada a conocer por la Subsecretaría a todos los concesionarios que hayan entregado la información.





La Subsecretaría podrá efectuar, directamente o mediante la contratación de servicios especializados de terceros, mediciones en las instalaciones de los concesionarios y podrá solicitar la información técnica, comercial o financiera que estime pertinente a los concesionarios y a los clientes de éstos, a objeto de corroborar la información remitida por aquéllo.  La información así obtenida no podrá ser utilizada para fines distintos a lo señalado.  La Subsecretaría deberá cautelar por la confidencialidad de dicha información.





En el caso que no se entregue la información requerida o se entregue una distorsionada, la autoridad podrá aplicar la medida de suspensión del servicio por un plazo no inferior a tres meses.





Artículo 7º transitorio.- Si un portador excediere el límite de participación máxima en más de tres puntos porcentuales en los minutos acumulados al término de un trimestre, dentro del respectivo período de doce meses, se le aplicará una multa no inferior al porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto.





Sin embargo, si un portador excediere el límite de participación máxima en los minutos acumulados al t‚rmino de un semestre, dentro del respectivo período de doce meses, la Subsecretaría le aplicará una multa no inferior a dos veces el porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto.





El incumplimiento reiterado de los límites de participación establecidos, podrá ser sancionado con la suspensión del servicio por un plazo suficiente para que la falta de tráfico sea  compensada por el exceso de tráfico captado, o bien con la aplicación del doble de la multa establecida en el inciso anterior, según corresponda.".

- - - - - -





Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:





"ARTICULO 1º.- Introd£cense las siguientes modificaciones en la ley Nø 18.168, General de Telecomunicaciones:





1. Reemplázase, en el artículo 3º, la letra e) por la siguiente:





"e) Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general.".





2.- Sustit£yese el artículo 10, por el siguiente:





"Artículo 10.- Los servicios limitados cuyas transmisiones no excedan el inmueble de su instalación o que utilicen sólo instalaciones y redes autorizadas de concesionarios de servicios intermedios para exceder dicho ámbito, dentro o fuera del país, no requerirán de permiso.  Para estos efectos, tendrán la calidad de inmuebles sólo aquellos que por su naturaleza lo sean, excluy‚ndose los inmuebles por destinación y por adherencia.".





2a.- Agrégase, en el Título III, a continuación de la palabra "Telecomunicaciones", la siguiente frase: "y de los Aportes de Financiamiento Reembolsables".





2b.- Agregar, a continuación del artículo 24 C, los artículos 28 A, 28 B, 28 C y 28 D, que pasan a ser artículos 24 D, 24 E, 24 F y 24 G, respectivamente, con las siguientes enmiendas:





- - - En el artículo 28 A, que pasa a ser 24 D, intercalar entre la coma (,) que sigue a la palabra "servicio," y el vocablo "mediante", la frase "fuera de su zona de servicio,".





- - - En el artículo 28 C, que pasa a ser 24 F, reemplazar la referencia al artículo 28 A por otra al artículo 24 D.





- - - Eliminar el artículo 28 E.





3.- Agrégase, a continuación del artículo 24, el siguiente artículo 24 bis, nuevo:





"Artículo 24 bis.- El concesionario de servicio público telefónico deberá establecer un sistema de multiportador discado que permita al suscriptor o usuario del servicio público telefónico seleccionar los servicios de larga distancia, nacional e internacional, del concesionario de servicios intermedios de su preferencia.  Este sistema deberá permitir la selecci¢n del servicio intermedio en cada llamada de larga distancia, tanto automática como por vía de operadora, marcando el mismo número de dígitos para identificar a cualquier concesionario de servicios intermedios.  Los dígitos de identificaci¢n de cada concesionario de servicios intermedios serán asignados mediante sorteos efectuados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Sin perjuicio de lo anterior, los concesionarios de servicios intermedios podrán establecer un sistema de multiportador contratado, opcional, que permita al suscriptor elegir los servicios de larga distancia, nacional o internacional, del concesionario de servicios intermedios de su preferencia, mediante convenio, por un período dado.





El concesionario de servicio público telefónico deberá ofrecer, en términos no discriminatorios, las facilidades necesarias, a los concesionarios de servicios intermedios para establecer el sistema de multiportador contratado.





El concesionario de servicio público telefónico deberá ofrecer la misma clase de accesos o conexiones con la red telefónica a los concesionarios de servicios intermedios que provean servicios de larga distancia, en términos no discriminatorios.





Las funciones de medición, tasación, facturación y cobranza de los servicios de larga distancia las efectuarán las empresas prestadoras de dichos servicios, sin perjuicio de que éstas puedan realizarlas contratando el todo o parte de tales funciones con el concesionario de servicio público telefónico, quien estará obligado a prestar dicho servicio una vez requerido, según tarifas fijadas de acuerdo con lo establecido en los artículos 30 a 30 J, por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante "los Ministerios", los cuales también deberán aprobar o fijar el formato, dimensiones y demás detalles de la cuenta única que recibirá el suscriptor.





El concesionario de servicio público telefónico deberá efectuar, a su costa, las modificaciones que sean necesarias para conectar a los concesionarios de servicios intermedios de larga distancia que lo soliciten.  Las tarifas que podrá cobrar el concesionario de servicio público telefónico a los concesionarios de servicios intermedios para recuperar estos costos, como asimismo las condiciones y los plazos en que deberán efectuarse las modificaciones referidas, deberán ser aprobadas o fijadas por los Ministerios.





Los concesionarios de servicio público telefónico no podrán dar información alguna respecto de los concesionarios de servicios intermedios, estando facultados solamente, en igualdad de condiciones y formato, para incluir, en las guías telefónicas y demás publicaciones de circulación entre sus suscriptores, los dígitos de identificación, según lo establece el Plan Técnico Fundamental de Numeración Telefónica, como también los países y códigos de acceso para servicios de larga distancia, nacional e internacional.





Toda modificación de las redes telefónicas deberá ser informada, con la debida anticipación, por el concesionario de servicio público telefónico, a todos los concesionarios de servicios intermedios que presten servicios de larga distancia, en términos no discriminatorios.





El concesionario de servicio público telefónico deberá poner a disposición de los concesionarios de servicios intermedios que provean servicios de larga distancia, en términos no discriminatorios, toda la información relevante relativa a los suscriptores y usuarios y a los tráficos cursados.  La especificación de esta información, de los medios para suministrarla y de las tarifas aplicables por este concepto, serán aprobados o fijados por los Ministerios.





El concesionario de servicios intermedios que provea servicios de larga distancia afectos a fijación tarifaria, según lo establecido en el artículo 29, estará obligado a proveer estos servicios a otros concesionarios de servicios intermedios que presten también servicios de larga distancia, en condiciones no discriminatorias.





Todo convenio suscrito por concesionarios de servicio público telefónico o concesionarios de servicios intermedios, que diga relación a las disposiciones de este artículo y a su reglamento, deberá ser remitido a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de los veinte días siguientes a la fecha de su celebración.





Las disposiciones de este artículo serán reglamentadas mediante decreto supremo, que deberá llevar la firma de los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Reconstrucci¢n.".





4.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:





"Artículo 25.- Será obligación de los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones y de los concesionarios de servicios intermedios que presten servicio telefónico de larga distancia, establecer y aceptar interconexiones, según las normas técnicas, procedimientos y plazos que establezca la Subsecretaría de Telecomunicaciones, con objeto de que los suscriptores y usuarios de servicios públicos de un mismo tipo puedan comunicarse entre sí, dentro y fuera del territorio nacional.





En el caso de interconexiones entre redes de servicio público telefónico y redes de servicios intermedios de telecomunicaciones, para cursar comunicaciones de larga distancia, será de la exclusiva responsabilidad del concesionario de servicios intermedios de telecomunicaciones acceder a la red local de cada zona primaria en el o los puntos de terminación de red fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.  Asimismo, será obligación del concesionario de servicio público telefónico establecer las interconexiones con redes de servicios intermedios que le sean solicitadas en dichos puntos, según las disposiciones del artículo 24 bis y su reglamento.





El concesionario de servicios intermedios que deba proveer servicios de larga distancia a otros concesionarios del mismo tipo, según lo dispuesto en el inciso décimo del artículo 24 bis, estará obligado a aceptar y establecer las interconexiones que le sean solicitadas con ese propósito.  En este caso será de exclusiva responsabilidad del concesionario que solicite la interconexión acceder a la red preexistente, en el o los puntos de interconexión fijados por la Subsecretar¡a de Telecomunicaciones.





En el caso de interconexiones entre redes de servicio p£blico telefónico de distintos concesionarios, en una misma zona primaria, para cursar comunicaciones locales, será de la exclusiva responsabilidad del nuevo concesionario acceder a la red preexistente en los puntos de terminación de red fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Los precios o tarifas aplicados entre los concesionarios por los servicios prestados a través de las interconexiones, serán fijados de acuerdo a lo establecido en los artículos 30 a 30 J de la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.".





5.- Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:





"Artículo 26.- Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones podrán instalar sus propios sistemas o usar los de otras empresas, de acuerdo con las concesiones que les hayan sido otorgadas.





Sin embargo, sólo empresas concesionarias de servicios intermedios de telecomunicaciones constituidas como sociedades anónimas abiertas, las que podrán ser filiales o coligadas de empresas concesionarias de servicios públicos de telecomunicaciones, podrán instalar, operar y explotar medios que provean funciones de conmutación o transmisión de larga distancia correspondientes al servicio público telefónico, prestar servicios de telefonía de larga distancia nacional e internacional, y establecer convenios con corresponsales extranjeros para ese efecto.





En todo caso, los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicio telefónico de larga distancia, podrán ofrecer comunicaciones telefónicas de larga distancia nacionales e internacionales, en centros de atención directa a público, previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.  Asimismo, los concesionarios de servicio público telefónico podrán instalar, operar y explotar teléfonos públicos fuera de su zona de servicio.





Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones no podrán comercializar servicios por cuenta de concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones que presten servicios de larga distancia, y viceversa.





Todos los concesionarios y permisionarios de servicios de telecomunicaciones tendrán acceso al uso de sistemas por satélites y cables internacionales, en condiciones de igualdad en lo técnico y económico, según los términos de la concesión o permiso, lo que hayan convenido las partes y sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo de este artículo.





Toda comunicación que exceda una zona primaria será considerada de larga distancia para los efectos de esta ley.".





6.- Reemplazar el "Título IV De los Aportes de Financiamiento Reembolsables" por el siguiente: "Título IV Del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones", con los siguientes artículos:





"Artículo 28 A.- Créase el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en adelante "el Fondo", por un período de cuatro años, contados desde la vigencia de esta ley, con objeto de promover el aumento de la cobertura del servicio público telefónico en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos, con baja densidad telefónica.





El Fondo estará constituido por los aportes que se consignen anualmente en la ley de Presupuestos de la Nación y otros aportes.





Artículo 28 B.- El Fondo será administrado por el Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, en adelante "el Consejo", integrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, quien lo presidirá, y por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda y de Planificación y Cooperación, o sus representantes, y por tres profesionales que serán designados por el Presidente de la República, a propuesta de los Intendentes Regionales del país.  El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subsecretario de Telecomunicaciones, quien tendrá a su cargo las actas de las sesiones y la calidad de ministro de fe.





En caso de ausencia del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, presidirá la sesión el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción o su representante. De haber empate en las votaciones para tomar acuerdo, resolverá quien presida la respectiva sesión.





El reglamento determinará las normas de funcionamiento interno del Consejo, las formas de designación de los Consejeros que serán designados por el Presidente de la República, así como también los requisitos que deberán reunir tales Consejeros.





Artículo 28 C.- La Subsecretaría de Telecomunicaciones recibirá, hasta septiembre de cada año, sugerencias y proposiciones de proyectos específicos, efectuadas por concesionarios de servicios de telecomunicaciones, municipalidades, juntas de vecinos o terceros, para elaborar el programa de proyectos subsidiables por ejecutarse durante el año siguiente. Una vez completado este trámite, la Subsecretaría pondrá dicho programa anual a disposición del Consejo, dentro de los dos meses siguientes, acompañado de las evaluaciones técnico-económicas de los proyectos y de sus respectivas prioridades sociales.





El Consejo, dentro de los diez días de recibido el mencionado programa, deberá solicitar un informe del Ministerio de Planificación y Cooperación, el que deberá ser evacuado dentro de treinta días, a contar del requerimiento. No obstante, si dicho informe no fuere recibido en el plazo indicado, el Consejo podrá proceder sin él.





Artículo 28 D.- El programa anual de proyectos subsidiables, mencionado en el artículo anterior, considerará los siguientes tipos de proyectos:





a) Dentro de las áreas de atención obligatoria del servicio p£blico telefónico, se contemplarán teléfonos públicos o centros de llamadas, que podrán complementarse con otras prestaciones, y





b) Fuera de dichas áreas, se contemplarán los mismos tipos de proyectos indicados en la letra a), los que podrán incluir, además, líneas de abonados no afectas a subsidio.





Artículo 28 E.- El Consejo tendrá las siguientes funciones:





1) Establecer el programa anual de proyectos subsidiables y sus prioridades.





2) Asignar, por concurso público, los proyectos y los subsidios para su ejecución.





3) Preparar y difundir la memoria anual de actividades.





Artículo 28 F.- Las bases del concurso público especificarán: la zona de servicio mínima del proyecto; la calidad del servicio; las tarifas máximas que se podrán aplicar a los usuarios dentro de dicha zona mínima, incluidas sus cláusulas de indexación; los plazos para la ejecución de las obras y la iniciación del servicio; el monto máximo del subsidio y los demás requisitos pertinentes.





El mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar mayor ponderación para aquellos postulantes que los hayan presentado de acuerdo con lo establecido en el artículo 28 C y en su reglamento.





Sin perjuicio de lo anterior, los proyectos serán asignados a los postulantes cuyas propuestas, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, requieran el mínimo subsidio por una sola vez.





Artículo 28 G.- Asignado un proyecto, el Consejo remitirá los antecedentes respectivos a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la que deberá tramitar la concesión de servicio público telefónico correspondiente dentro del plazo de sesenta días, de acuerdo con un procedimiento expedito que contemplará el reglamento.





En los casos previstos en la letra a) del artículo 28 D, la concesión de servicio público telefónico se restringirá a la instalación, la operación y la explotación de teléfonos públicos y centros de llamadas.





Artículo 28 H.- Los subsidios que establece este Título se financiarán con los recursos del Fondo y se pagarán a través del Servicio de Tesorerías, en la forma que determine el reglamento.





Estos subsidios no constituirán renta para sus beneficiarios.





Artículo 28 I.- Las disposiciones de este Título serán reglamentadas mediante decreto supremo, que deberá llevar la firma de los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda y de Planificación y Cooperación.".





7.- Modifícase el artículo 30 E, de la siguiente forma:





A) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:





"Para cada área tarifaria se determinarán tarifas eficientes, entendiéndose por tales aquéllas que, aplicadas a las demandas previstas para el período de vida útil del proyecto de expansión correspondiente, generen una recaudación equivalente al costo incremental de desarrollo respectivo.".





B) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





"Si, habiéndose definido la empresa eficiente según lo dispuesto en el artículo 30 A, por razones de indivisibilidad de los proyectos de expansión, éstos permitieren también satisfacer, total o parcialmente, demandas previstas de servicios no regulados que efectúen las empresas concesionarias, se deber  considerar sólo una fracción de los costos incrementales de desarrollo correspondientes, para efectos  del cálculo de las tarifas  eficientes.  Dicha fracción se determinar  en concordancia con la proporción en que sean utilizados los activos del proyecto por los servicios regulados y no regulados.".





8.- Sustitúyese el artículo 30 F, por el siguiente:





"Artículo 30 F.- Las tarifas definitivas podrán diferir de las tarifas eficientes sólo cuando se comprobaren economías de escala, de acuerdo con lo indicado en los incisos siguientes.





En aquellos casos en que se comprobaren economías de escala, las tarifas definitivas se obtendrán incrementando las tarifas eficientes hasta que, aplicadas a las demandas previstas para el período de vida útil de los activos de la empresa eficiente diseñada según el artículo 30 C, generen una recaudación equivalente al costo total del largo plazo respectivo, asegurándose así el autofinanciamiento. Los incrementos mencionados deberán determinarse de modo de minimizar las ineficiencias introducidas.





"Si, por razones de indivisibilidad de la empresa eficiente considerada en el inciso anterior, ésta pudiere proveer, además, servicios no regulados que prestare la empresa concesionaria respectiva, se aplicará el mismo criterio establecido  en el inciso tercero del artículo 30 E.".





9.- Sustitúyese el artículo 30 G, por el siguiente:





"Artículo 30 G.- Las tarifas definitivas para las comunicaciones telefónicas de larga distancia serán establecidas mediante fórmulas tarifarias. Las fórmulas tarifarias para las comunicaciones de larga distancia nacional incluirán las tarifas de acceso a las redes locales y las tarifas de larga distancia nacional de los servicios intermedios de telecomunicaciones. Las fórmulas tarifarias para las comunicaciones de larga distancia internacional incluirán las tarifas de acceso a las redes locales, las tarifas de larga distancia, nacional e internacional, de los servicios intermedios de telecomunicaciones y los costos por concepto de participación de los corresponsales extranjeros derivados de los convenios respectivos.".





10.- Agrégase, a continuación del artículo 36, el siguiente artículo 36 bis:





"Artículo 36 bis.- El incumplimiento de las disposiciones de los artículos 24 bis, 25 y 26, y sus reglamentos, será sancionado con multas no inferiores a 100 ni superiores a 10.000 unidades tributarias mensuales. Asimismo, en casos graves y urgentes, la Subsecretaría, después de escuchar a la empresa afectada, podrá suspender la prestación del servicio de aquel concesionario que no cumpla cabalmente dichas normas, por el tiempo necesario para restablecer la situación preexistente al tiempo de la infracción y, además, podrá disponer que éste preste servicios bajo el nombre y a beneficio del concesionario perjudicado o que le arriende a éste los medios para prestar el servicio correspondiente.





Los concesionarios de servicios intermedios mencionados en el inciso noveno del artículo 24 bis de esta ley, que utilicen la información que se les proporcione en conformidad con dicho precepto con fines distintos de las actividades comerciales directamente relacionadas con su propio giro social como empresas prestadoras de servicios intermedios de telecomunicaciones, o que faciliten esta información a terceros, serán sancionados con una multa no inferior a 100 ni superior a 1.000 unidades tributarias mensuales.





Asimismo, el incumplimiento, por parte de un concesionario o beneficiario de subsidio, de las disposiciones contenidas en el Título IV de esta ley o en el reglamento del mismo, relacionadas con las condiciones fijadas en los concursos públicos para la ejecución de proyectos afectos a subsidio, será sancionado con multas expresadas en unidades tributarias mensuales, las cuales podrán tener el valor máximo de hasta el triple del monto del subsidio considerado para el proyecto adjudicado a la infractora.





El producto de las multas que establece este artículo se destinará al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, contemplado en el artículo 28 A.".





ARTICULO 2º.- Las empresas concesionarias de servicio público telefónico deberán ofrecer facilidades que permitan al suscriptor verificar, en su propio domicilio, las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones.  Dichas facilidades ser n provistas a solicitud del suscriptor y a sus expensas.





ARTICULO 3º.- Declárase que, a contar de la fecha de promulgación de esta ley, las concesiones de servicios de telecomunicaciones otorgadas a la "Empresa Nacional de Telecomunicaciones S.A.", mediante los decretos supremos que a continuación se indican, constituirán concesiones de servicios intermedios de telecomunicaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3º, letra e), de la Ley Nº 18.168, de 1982, General de Telecomunicaciones, modificado por la presente ley: decretos supremos números 913, de 7 de mayo de 1963; 983, de 4 de junio de 1965; 1.080, de 25 de junio de 1965; 1.352, de 3 de agosto de 1965; 1.050, de 30 de julio de 1968; 1.107, de 12 de agosto de 1968; 81, de 14 de enero de 1969; 645, de 19 de mayo de 1969; 108, de 15 de enero de 1971; 150, de 26 de enero de 1971; 1.218, de 24 de agosto de 1971, y 650, de 25 de mayo de 1973, todos del Ministerio del Interior; números 753, de 16 de noviembre de 1976; 755, de 16 de noviembre de 1976, y 762, de 18 de noviembre de 1976, todos del Ministerio de Defensa Nacional; números 130, de 11 de octubre de 1978; 3, de 3 de enero de 1979; 52, de 28 de julio de 1983; 54, de 29 de julio de 1983; 55, de 29 de julio de 1983; 61, de 8 de agosto de 1983; 99, de 4 de octubre de 1983; 100, de 4 de octubre de 1983; 113, de 30 de julio de 1985, y 120, de 15 de julio de 1986, todos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS





Artículo 1º transitorio.- Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones deberán transferir a una empresa filial o coligada, constituida como sociedad anónima abierta, los medios propios autorizados que provean funciones de transmisión o conmutación de larga distancia, correspondientes al servicio público telefónico, dentro del plazo máximo de seis meses, contados desde la promulgación de esta ley, si desean continuar operándolos. La transferencia deberá perfeccionarse por escritura pública, en la cual se dejará constancia, como presente, del Subsecretario de Telecomunicaciones.





Por el solo hecho de la transferencia en la forma señalada, se entenderá constituida una concesión de servicio intermedio de telecomunicaciones, que habilitará a la filial o coligada, referida en el inciso anterior, para instalar, operar y explotar los medios transferidos y prestar servicio telefónico de larga distancia, según lo dispuesto en esta ley.





Artículo 2º transitorio.- En el caso de las comunicaciones telefónicas de larga distancia, mientras no exista selección directa desde los suscriptores y usuarios de los servicios de larga distancia, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, mediante resolución exenta, deberá ajustar semestralmente los componentes de larga distancia de las fórmulas tarifarias mencionadas en el inciso primero del artículo 30 G, según las correspondientes tarifas aplicadas por los concesionarios de servicios intermedios de telecomunicaciones.





Artículo 3º transitorio.- El concesionario de servicio público telefónico deberá establecer el sistema de multiportador discado, según las disposiciones del artículo 24 bis y de su reglamento, dentro del plazo de seis meses, contado desde la promulgación de esta ley.





Artículo 4º transitorio.- Para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se dividirá en las veinticinco áreas primarias contempladas en el actual Plan Fundamental de Encaminamiento Telefónico.





Articulo 5º transitorio.- Durante un período de cuatro años para telefonía de larga distancia nacional y de tres años para telefonía de larga distancia internacional, por períodos de doce meses, medidos a contar del establecimiento del sistema multiportador discado respectivo, los concesionarios de servicios intermedios, en adelante portadores, tendrán limitada su participación en el mercado, de acuerdo a un porcentaje máximo del total de minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional e internacional, medido conforme a la siguiente tabla:

LIMITACION TEMPORAL EN LARGA DISTANCIA

(porcentaje del total de minutos tasables)

Participación máxima en larga distancia

I. Larga Distancia Nacional  AÑO 1  AÑO 2  AÑO 3  AÑO 4

(a) Portadores Vinculados    35%     45%     55%    60%

(b) Otros Portadores         80%     70%     60%    60%

II. Larga Distancia Internacional   AÑO 1  AÑO 2  AÑO 3

(a) Portadores Vinculados           20%     30%     40%

(b) Otros Portadores                70%     65%     60%





Se entiende por portador vinculado a las filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes al mismo grupo empresarial, de concesionarios de servicio público telefónico que originen al menos un 40% de los minutos tasables de telefonía de larga distancia nacional o internacional, respectivamente, medido dicho porcentaje sobre el total de minutos tasables.





La limitación a la participación será aplicada por separado a cada portador, sea o no vinculado, a menos que dos o más portadores sea filiales o coligados de una misma empresa matriz o pertenezcan a un mismo grupo empresarial de acuerdo a lo que establece el Título XV de la Ley de Mercado de Valores, en cuyo caso la restricción regirá para el conjunto relacionado de portadores.





El cálculo de la participación en el mercado considerará la totalidad del tráfico telefónico recibido por un portador, independientemente de si es o no cursado por este mismo, excluidos los servicios intermedios provistos a otros portadores.  Para este efecto se considerará como un todo a los portadores que sean filiales, coligadas o empresas relacionadas pertenecientes a un mismo grupo empresarial.





Artículo 6º transitorio.- Para los efectos establecidos en el artículo anterior, los concesionarios remitirán mensualmente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones la información del tráfico telefónico de larga distancia, en la forma que ésta determine en el reglamento, considerando todo el tráfico originado o terminado en redes telefónicas públicas.  Dicha información ser  dada a conocer por la Subsecretaría a todos los concesionarios que hayan entregado la información.





La Subsecretaría podrá efectuar, directamente o mediante la contratación de servicios especializados de terceros, mediciones en las instalaciones de los concesionarios y podrá solicitar la información técnica, comercial o financiera que estime pertinente a los concesionarios y a los clientes de éstos, a objeto de corroborar la información remitida por aquéllo.  La información as¡ obtenida no podrá ser utilizada para fines distintos a lo señalado.  La Subsecretaría deberá cautelar por la confidencialidad de dicha información.





En el caso que no se entregue la información requerida o se entregue una distorsionada, la autoridad podrá aplicar la medida de suspensión del servicio por un plazo no inferior a tres meses.





Artículo 7º transitorio.- Si un portador excediere el límite de participación máxima en más de tres puntos porcentuales en los minutos acumulados al término de un trimestre, dentro del respectivo período de doce meses, se le aplicará una multa no inferior al porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto.





Sin embargo, si un portador excediere el límite de participación máxima en los minutos acumulados al término de un semestre, dentro del respectivo período de doce meses, la Subsecretaría le aplicará una multa no inferior a dos veces el porcentaje en exceso aplicado a los correspondientes ingresos devengados acumulados, ni superior a dos veces dicho monto.





El incumplimiento reiterado de los límites de participación establecidos, podrá ser sancionado con la suspensión del servicio por un plazo suficiente para que la falta de tráfico sea  compensada por el exceso de tráfico captado, o bien con la aplicación del doble de la multa establecida en el inciso anterior, según corresponda.".

- - - - - -





Acordado en sesiones celebradas los días 24 de Noviembre y 15 de Diciembre de 1993, y 4, 11, 12, 18 y 19 de Enero de 1994, con la asistencia de los HH. Senadores señores Cooper (Presidente), Hormazábal (Páez), Larre (Otero), Mc Intyre y Navarrete.





Sala de la Comisión, a 19 de Enero 1994.





ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA





   Secretario de la Comisión
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